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1. INTRODUCCIÓN

El objetivo principal del presente monográfico es destacar los deba-
tes emergentes en el campo de la comercialización de los servicios
ambientales como estrategia para la conservación de los ecosistemas,
la biodiversidad, y el desarrollo rural. A tal fin, se incluyen artículos
escritos por autores internacionalmente reconocidos en el campo de
la investigación, del diseño y de la implementación de Pagos por Ser-
vicios Ambientales (PSA). Sus aportaciones nos ofrecen una panorá-
mica actual de los debates teóricos, los resultados y los retos de los
PSA sobre todo en el contexto de los países en desarrollo (1). 
En este monográfico explicamos y contextualizamos el concepto de
PSA como parte de un nuevo paradigma de conservación que res-
ponde a un reconocimiento explícito sobre la necesidad de tender
puentes entre los intereses de los usuarios de servicios ambientales
socialmente valiosos, tales como la regulación hídrica, la fijación de
carbono o la recreación paisajística por nombrar unos pocos, y los
intereses de los propietarios y/o gestores de la tierra que pueden
ofrecer estos servicios ambientales. ¿Por qué existe un énfasis sobre
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la investigación y aplicación de esquemas de PSA como nuevo para-
digma para la conservación, especialmente en zonas rurales de paí-
ses con fuertes déficits de desarrollo económico? 
El evidente y progresivo interés creado en la última década respecto
a los PSA se refleja en el creciente número de experiencias a nivel
local, regional, nacional e internacional, de exposiciones en congre-
sos científicos de economía y ecología, de grupos internacionales de
trabajo, y de publicaciones científicas en varias disciplinas sobre esta
temática (por ejemplo, una búsqueda a 26/01/2011 en «Google
Scholar» ofrece alrededor de dos mil documentos en línea sobre
PSA). Existen a su vez varios monográficos recientemente publicados
en revistas científicas internacionales que profundizan sobre el papel
de los PSA en la conservación de la naturaleza. Wunder et al. (2008)
ofrecen una perspectiva neoclásica sobre el potencial de los esque-
mas de PSA para la conservación y hacen un recorrido por expe-
riencias innovadoras de PSA a nivel mundial, sobre todo en países en
desarrollo. Bulte et al. (2008) ahondan en esta línea para ofrecer una
perspectiva sobre el papel que pueden jugar los PSA en la reducción
de la pobreza rural mientras que Pascual et al. (2010) ofrecen una
visión más crítica de este instrumento haciendo hincapié en retos de
diseño e implementación, entre otros. 
El presente monográfico contiene artículos de reconocidos expertos
internacionales que han participado en los anteriormente citados
estudios y ofrece al menos tres elementos innovadores y diferencia-
dores. En primer lugar, presenta un análisis actualizado de la teoría
y práctica de los PSA respecto a su papel en la conservación y el desa-
rrollo rural. Con este fin se ofrece una visión histórica del concepto
de servicio ambiental y de PSA (Gómez-Baggethun 2011) y del
potencial papel de estos últimos en el desarrollo agrícola sostenible
(Lipper y Neves, 2011), la conservación de la biodiversidad (Driss et
al., 2011), el mantenimiento de los servicios hidrológicos (Muñoz-
Piña et al., 2011) y en los servicios de regulación climática por medio
de la fijación de carbono en bosques (Borner et al., 2011). Se ofrece
una visión equilibrada sobre la validez de los esquemas PSA sin
entrar en disquisiciones rígidas sobre planteamientos de total acep-
tación o rechazo de los PSA por lo que representan –esto es, la valo-
ración y la comercialización de servicios de la naturaleza que antes se
hallaban excluidos de un intercambio o posible mercadeo. El mono-
gráfico por tanto refleja diferentes opiniones sobre la utilidad de los
PSA y será el lector quien dada la información ofrecida pueda for-
marse un juicio al respecto, tanto a nivel teórico como de aplicabili-
dad a problemas concretos. 

12

Unai Pascual y Esteve Corbera

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011



En segundo lugar, siendo Latinoamérica pionera en la implantación
de programas y proyectos de PSA y dado el rápido crecimiento expe-
rimentado en la región a lo largo de la última década, el monográfico
le dedica a esta región la mayor parte de su atención. Las experiencias
latinoamericanas están enriqueciendo los debates sobre el lugar que
los PSA deben ocupar en la agenda de conservación ambiental tanto
a nivel local y nacional como internacional. En este sentido, gobiernos
y ONGs conservacionistas de todo el mundo están analizando y expe-
rimentando sobre el potencial de diferentes tipos de PSA para favore-
cer la conservación de la naturaleza en zonas vulnerables a la degra-
dación ambiental y que desde un punto de vista social y económico se
enfrentan al reto de la reducción de la pobreza rural. 
Reconocemos, sin embargo, que los PSA no son un instrumento
exclusivo de los países en desarrollo y que, con algunas variantes ope-
racionales, han sido también aplicados en países como Estados Uni-
dos o en países de la Unión Europea desde hace algunos años. En el
Estado español, por ejemplo, durante la última década hemos asisti-
do a la creación de un conjunto de Redes de Custodia del Territorio
que a su vez articulan a un conjunto de entidades que vehiculan
pagos desde empresas sociales y entidades públicas a propietarios
rurales con el objetivo de que éstos garanticen la conservación y/o
gestión sostenible de sus propiedades (Russi, 2010). De hecho los
programas de ayudas para posibilitar la generación de una oferta de
servicios agroambientales en Europa, a su vez circunscritos en el con-
texto del segundo pilar de la Política Agrícola Común (PAC),
podrían ser entendidos como una versión de PSA. 
Lo que ocurre, sin embargo, es que actualmente la PAC no está enfo-
cada a la provisión de servicios ambientales, sino típicamente al cam-
bio del manejo de la tierra agrícola. Este hecho implica, dada la difi-
cultad de vincular claramente (desde un punto de vista científico) la
provisión de servicios ambientales y los cambios de uso de la tierra,
que la implementación de esquemas de PSA dentro de la PAC sea, lo
menos, complicado. Por un lado, existen dificultades inherentes en
la identificación de los servicios ambientales que podrían ser sujeto
de pagos financiados por el contribuyente europeo y en fijar el pre-
cio que la sociedad debiera de pagar por éstos. Y, por otro, existen
resistencias políticas a realizar pagos de forma automática a los agri-
cultores por los servicios ambientales públicos que sus actividades
favorezcan (Rollet et al., 2008). 
En tercer y último lugar, otro aspecto diferenciador de este mono-
gráfico es que está escrito en castellano y por lo tanto su objetivo es
llegar a lectores de lengua castellana que pertenezcan a la comuni-

Pagos por servicios ambientales: perspectivas y experiencias innovadoras para la conservación de la naturaleza...
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dad académica, la sociedad civil, y a la política, ampliando así las
fronteras de los debates sobre PSA y facilitando su difusión a todos
los públicos y foros castellanoparlantes. A continuación, situamos los
artículos que lo conforman, ofreciendo un breve repaso conceptual
a los servicios ambientales y a los principios operacionales de los
PSA, que en cualquier caso se describen en más profundidad en cada
una de las contribuciones al monográfico. En particular, ofrecemos
una descripción de los principales supuestos que explican porqué los
PSA se consideran un instrumento con potencial para promover la
conservación y el desarrollo, y a la vez discutimos los retos para con-
seguir este doble objetivo. 

2. LOS PAGOS POR SERVICIOS AMBIENTALES: FUNDAMENTOS Y DEBATES

La Evaluación del Milenio publicó en 2005 la primera evaluación
global sobre los efectos de las transformaciones y alteraciones de los
ecosistemas sobre el bienestar humano (Millenium Ecosystem Assess-
ment, 2005). La Evaluación también alertó sobre los desafíos y los
efectos negativos que comportan la actual degradación de los servi-
cios de los ecosistemas durante la primera mitad del presente siglo,
enfatizando cómo tales efectos serán un obstáculo para la consecu-
ción de los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ibid.).
La Evaluación del Milenio define los servicios ambientales como «los
beneficios que las personas obtienen de los ecosistemas». A su vez,
distingue cuatro grandes categorías de servicios ambientales: 1) los
servicios de aprovisionamiento tales como los alimentos o el agua; 2) los
servicios de regulación como el control de las inundaciones o la fijación
de dióxido de carbono por parte de los organismos vegetales; 3) los
servicios culturales como los beneficios espirituales o recreativos que
ofrece la naturaleza; y 4) los servicios de soporte o esenciales como el
ciclo de los nutrientes que garantiza las condiciones para permitir la
existencia de formas de vida complejas en la Tierra (Montes y Sala,
2007). Esta concepción de los servicios ambientales se fundamenta
en definiciones anteriores propuestas por Costanza et al. (1997) y
Daily (1997) y, a pesar de sus limitaciones, ha sido ampliamente
adoptada por la comunidad científica y política a nivel global. 
El concepto de «servicio ambiental» no es nuevo para los economis-
tas, que históricamente han reconocido el papel fundamental que
diferentes aspectos de la naturaleza desempeñan en la economía. Sin
embargo, lo que sí es relativamente nuevo es la creciente introduc-
ción de dichos servicios «en el mercado» y su vinculación a «sistemas
de precios» y distintos «mecanismos financieros» (Gómez-Baggethun
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et al., 2010; Gómez-Baggethun, 2011). En este sentido, lo que nos
interesa destacar aquí es la relación entre dicha introducción y vin-
culación con la historia de los programas de conservación y desarro-
llo, pues creemos que ambos están estrechamente relacionados. 
A finales de los años 80 y principios de los 90, los llamados Proyectos
o Programas Integrados de Conservación y Desarrollo (PICD) y el
manejo forestal sostenible se convirtieron en los instrumentos prin-
cipales para tratar de conservar simultáneamente la naturaleza y
mejorar los ingresos de los hogares que dependían de forma signifi-
cativa del capital natural para su bienestar, sobre todo en los países
entonces llamados «del Sur». Estos proyectos se vieron estratégica-
mente necesarios para substituir a los entonces vigentes instrumen-
tos de conservación, primordialmente dirigidos a establecer y gestio-
nar áreas de protección natural y que solían chocar frontalmente
con los intereses y los modos de vida tradicionales locales, generan-
do a su vez conflictos socio-ecológicos de difícil solución (Adams et
al., 2004). Los PICD pretendían encontrar una solución amigable al
perenne conflicto entre desarrollo y conservación, que era particu-
larmente agudo en los países en desarrollo por su situación histórica
y ambiental (i.e. un elevado grado de crecimiento económico desi-
gual y pobreza que generaban una altísima presión sobre los recur-
sos naturales y los ecosistemas, por otro lado altamente diversos). 
Tras múltiples experiencias –a principios de siglo habían más de
300 programas a nivel mundial (Hughes y Flintan, 2001)– con el
apoyo de donantes internacionales como el Banco Mundial, el
Fondo Global para el Medio Ambiente (GEF, por sus siglas en inglés)
y multitud de ONGs, los PICD han recibido fuertes críticas debido a
su relativamente baja efectividad en integrar conservación y desarro-
llo rural. Esto se debe a que los incentivos económicos provenientes
de estos programas no han sido lo suficientemente importantes para
lograr alterar el comportamiento de las comunidades rurales hacia
usos más sostenible de los recursos naturales y sobre todo debido a
que los programas no han sido lo suficientemente flexibles para ade-
cuarse a la idiosincrasia cultural y económica de las comunidades en
las que se han implantado (Worah, 2000). 
Podríamos decir, por lo tanto, que muchos PICD están evolucionado
hacia esquemas de PSA como instrumentos más directos y costo-efec-
tivos (Ferraro y Kiss, 2002; Ferraro y Simpson, 2002). Esencialmente,
los PSA tienen como objeto «comerciar» con servicios ambientales
en el sentido más amplio del término. Dado que los hábitats natura-
les, la biodiversidad y los servicios ambientales son cada vez más esca-
sos desde un prisma económico, éstos se vuelven sujetos potenciales
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de comercialización. Es decir, tal percepción de escasez genera una
oportunidad para tender puentes entre aquellos actores que deman-
dan servicios ambientales derivados del capital natural y aquellos
propietarios de la tierra que por su modo de vida generen riesgos
importantes de degradación de tales servicios ambientales social-
mente valiosos. La naturaleza de esta forma pasa a tener un valor de
cambio convirtiéndose en mercancía y vinculando directamente
mediante el mercado a los proveedores y usuarios del servicio
ambiental, frecuentemente mediante agentes intermediarios, tales
como agencias gubernamentales u ONGs (Muradian et al., 2010).
La oferta y demanda de servicios ambientales se pueden articular a
diferentes escalas. Por ejemplo, a escala local y regional se puede
dar la situación bajo la cual los beneficiarios del flujo de agua en la
parte baja de las cuencas estén dispuestos a compensar a aquellos
propietarios de bosques «agua arriba» para que éstos garanticen la
no tala de los bosques en aras a conservar la regulación hidrológica
de la cuenca y de esta manera sigan beneficiándose de los flujos de
agua y así mantener su bienestar. En caso que los propietarios de
bosques «aguas arriba» estén dispuestos a ser compensados econó-
micamente por un cambio de uso de la tierra asociado a la conser-
vación de tales servicios hidrológicos, podrían articular una oferta
de servicios ambientales. Los esquemas de PSA hidrológicos están
recibiendo una gran atención a nivel nacional como es el caso de los
programas nacionales de México, Costa Rica y Ecuador, analizados
en uno de los artículos de este monográfico (Muñoz-Piña et al.,
2011).
El mercado de carbono ofrece un ejemplo nítido de la idea básica de
los esquemas de PSA a nivel internacional. Recientemente, durante
la Conferencia de las Partes (COP 13) de la Convención Marco de las
Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC), llevada a
cabo en Bali en el año 2007, se contempló incluir la conservación de
bosques como parte de los esfuerzos de mitigación del cambio cli-
mático. Esta decisión fue aplaudida recientemente en la última cum-
bre de la CMNUCC (COP 16) celebrada en Cancún en 2010, y se está
trabajando para establecer oficialmente y de forma paulatina un
mecanismo de pago por reducciones de emisiones derivadas de la
deforestación, la degradación forestal y el incremento de los reser-
vorios de carbono mediante la conservación y el manejo sustentable
de los bosques (mecanismo conocido como REDD+ por sus siglas en
inglés). Este mecanismo pretende conectar la demanda internacio-
nal de servicios de regulación del clima mediante la fijación de car-
bono de los bosques y la oferta de conservación de sumideros de car-
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bono como los bosques por parte de los países en desarrollo y los
propietarios de la tierra, normalmente representados a nivel guber-
namental (Borner et al., 2011). 
Finalmente, existen ejemplos de PSA para la protección de la biodi-
versidad a cualquier escala (local, nacional e internacional), enfoca-
dos generalmente a proteger especies carismáticas en riesgo de
extinción o hábitats ecológicamente valiosos. En estos casos, nor-
malmente se trata de grandes ONGs conservacionistas (o sus contra-
partes locales) que ofrecen compensaciones a aquellos actores que o
bien puedan ser causantes de impactos negativos (por lo tanto
pagándoles por dejar de generar dichos impactos) o bien a aquéllos
que puedan reforzar acciones o esquemas de conservación que ya
estén llevando a cabo (Ezzine de Blas et al., 2011). Es importante
resaltar en el caso de la biodiversidad que, como tal, ésta no se con-
sidera un servicio ambiental en el marco conceptual de la Evaluación
del Milenio. Sin embargo, como sí se considera el soporte funda-
mental de cualquiera de las cuatro categorías de servicios ambienta-
les, los proyectos que vinculan unos pagos directos al mantenimien-
to de la diversidad biológica en cualquiera de sus formas (a nivel de
especie o de ecosistema) se les considera genéricamente un PSA. 
El concepto de PSA evoca el teorema de Coase (1960) quien planteó
que en situaciones de bajos costos de transacción y una asignación
clara de derechos de propiedad, la negociación entre potenciales
compradores y vendedores de un bien o servicio genera soluciones
económicamente eficientes. La definición más extendida de un sis-
tema de PSA observa cinco condiciones necesarias: «PSA es (1) una
transacción voluntaria, donde (2) un servicio ambiental bien defini-
do (o un uso de la tierra que asegure dicho servicio) es (3) «com-
prado» por al menos un comprador a (4) por lo menos un provee-
dor, y (5) solo si el proveedor asegura la provisión del servicio
ambiental transado. Esta definición se recoge en el monográfico
sobre PSA de la revista Ecological Economics en 2008 (Engel et al.,
2008) de la que se hacen eco la mayoría de trabajos teóricos sobre
PSA, especialmente respecto a la condición de adicionalidad (1) y
condicionalidad (5). Pero a la hora de implementar esquemas de
PSA, es notorio observar que solo en una minoría de casos se cum-
plen los cinco criterios (Sommerville et al., 2009). Esto ha generado
posiciones críticas respecto a esta definición normativa. Por ejemplo
Swallow et al. (2007) señalan que aún siendo conceptualmente váli-
da, esta definición no permite describir y analizar adecuadamente la
gran variedad de mecanismos de negociación a la hora de gestionar
la interacción entre actores con diversos intereses en el manejo de
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los servicios ambientales. Por este motivo, Muradian et al. (2010) han
propuesto una concepción más amplia de los PSA al definirlos como
«una transferencia de recursos entre actores sociales con el objetivo
de crear incentivos para la alineación entre las decisiones individua-
les o colectivas sobre el uso de la tierra con los intereses sociales
sobre el manejo de recursos naturales» (ibid: 1205).
Sin embargo, cualquiera que sea la perspectiva adoptada, la idea de
comerciar con servicios ambientales ha generado controversia sobre
su idoneidad para promover de modo efectivo y socialmente justo la
conservación y el desarrollo. En un extremo del debate están los que
defienden los PSA desde un prisma de maximización de la eficiencia
económica (dando así valor de cambio a la naturaleza) y de pragma-
tismo político, dada la urgente necesidad de proteger la naturaleza
(Engel et al., 2008). Otros critican el prisma economicista de los PSA
tanto desde un punto de vista ético (por ejemplo organizaciones
indígenas en Latinoamérica opositoras a mercantilizar su capital
natural), como desde un punto de vista de eficacia a largo plazo bajo
el argumento que los PSA pueden truncar motivaciones ulteriores
no economicistas de conservación, derivadas de normas sociales que
a su vez se basan en procesos culturales complejos sobre la inter-rela-
ción entre sociedad y naturaleza (Kosoy y Corbera, 2010; Vatn,
2010). Además existe un amplio debate sobre las condiciones nece-
sarias para lograr conservar el capital natural de un modo eficiente y
equitativo bajo esquemas de PSA (Pascual et al., 2010). Esto nos lleva
a tratar a continuación y de forma breve la relación entre conserva-
ción y desarrollo en el marco de los PSA.

3. CONSERVACIÓN Y EFECTOS SOBRE LA POBREZA RURAL

Normalmente la literatura sobre PSA ha diferenciado consideracio-
nes de eficiencia y equidad económica, explícitamente sugiriendo
que los esquemas PSA deben ser considerados instrumentos para
aumentar la eficiencia en el manejo de los recursos naturales y no
para paliar la pobreza (Pagiola et al., 2005). Esta perspectiva supo-
ne que los efectos positivos de los PSA sobre la pobreza son efectos
colaterales. En este sentido, el papel de los PSA para combatir la
pobreza se acepta si éste no conlleva una pérdida de la eficiencia
económica (es decir se paga por cada unidad de servicio ambiental
el costo de proveer el mismo, normalmente vinculado al costo de
oportunidad), y si se dan al menos tres condiciones: 1) que los más
pobres sean elegibles porque habitan en las áreas seleccionadas por
el PSA; 2) que quieran participar voluntariamente porque los pagos
potenciales exceden sus costos de oportunidad y transacción y 3)
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que dispongan de derechos de tenencia de la tierra (Pagiola et al.,
2005). 
Por lo que concierne al monto del pago, los PSA financiados por
parte de la administración pública suelen estar asociados con pagos
más altos cuando se comparan con pagos ofrecidos por actores pri-
vados, y suelen tener poco en cuenta los costos de oportunidad rea-
les (Muñoz et al., 2011; Rodríguez et al., 2011). A su vez, cuando el
pago está asociado a varios servicios de forma conjunta (el proceso
conocido como «bundling», en inglés), que por ejemplo incluye
pagos por la fijación de carbono y la protección de la biodiversidad,
éstos suelen también ser mayores sin esto mermar el cálculo de costo-
efectividad por parte de los donantes de los pagos. Se debe tener en
cuenta también la correlación existente entre niveles de pobreza y
potencial de provisión de servicios ambientales, debido a que un
bajo nivel de correlación haría que el esquema de PSA fuera inefi-
ciente e ineficaz para reducir la pobreza rural.
Que los beneficios sean menores o mayores para los participantes y en
especial para los más pobres, dependerá también de otros factores de
índole diversa, tales como la disponibilidad de tierra, su capacidad de
influir en el diseño y el desarrollo del esquema PSA y de los cambios
que puedan ocurrir en los mercados vinculados a la tierra –por ejem-
plo en los mercados de la tierra o los cultivos, que alterarían las
ganancias potenciales y/o los costos relativos de haber destinado cier-
ta cantidad de tierra al esquema PSA (Corbera et al., 2007; Zilberman
et al., 2008; Van Hecken y Bastiansen, 2010). Por ejemplo, en un estu-
dio de caso en México, Corbera et al. (2007) señalan la importancia
de conocer en detalle la organización de los sistemas de tenencia y los
patrones de gestión de la tierra, pues éstos determinan en gran medi-
da la participación de los «sin-tierra» o de aquéllos hogares con pocas
hectáreas disponibles y con solo una mujer al frente o poca capacidad
de acceder a familiares o personas que puedan trabajar la tierra.
Desde otra perspectiva, van Hecken y Bastiansen (2010) demuestran
que un esquema de PSA en Nicaragua resulta satisfactorio en lo refe-
rente a la inclusión de campesinos pobres porque los incentivos por
los servicios ambientales actúan sinérgicamente con un proceso insti-
tucional y de mercado más amplio que ocurre en la región y que está
vinculado a la adopción e intensificación de prácticas silvo-pastoriles
(veáse también Pagiola, 2008).
Si bien se puede afirmar entonces que existen algunos casos docu-
mentados dónde los PSA, directa o indirectamente, parecen contri-
buir a reducir la pobreza, la evidencia sobre tal impacto positivo no
es concluyente (Pattanayak et al., 2010). En el esquema de PSA para
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la conservación del bosque en Costa Rica, posiblemente el caso más
conocido a nivel internacional, la mayoría de los proveedores de ser-
vicios ambientales no son pobres desde un punto relativo a la reali-
dad socio-económica del país (Kosoy et al., 2007). En una revisión de
otros ocho esquemas de PSA en Latinoamérica, Grieg-Gran et al.
(2005) sugieren que algunos de estos esquemas han perjudicado a
productores más pobres debido a la inexistencia de derechos sobre
la tierra (Wunder, 2006). Todo parece indicar pues que las comple-
jidades vinculadas al diseño y la implementación de PSA no son dis-
tintas a las existentes en otras iniciativas de conservación o desarro-
llo y que, por lo tanto, los PSA no deberían considerarse una pana-
cea sino más bien una opción adicional y potencialmente comple-
mentaria a los programas de desarrollo rural y otros instrumentos
normativos para la protección de la naturaleza ya existentes (Mura-
dian et al., 2010). 

4. APORTACIONES DEL MONOGRÁFICO

Los artículos de este monográfico profundizan en cada una de las
cuestiones descritas hasta ahora, con enfoques distintos y primor-
dialmente sustentados en revisiones bibliográficas. En el primer
artículo, Erik Gómez-Baggethun (2011) ofrece una perspectiva his-
tórica de la conceptualización de los servicios ambientales (o eco-
sistémicos) por parte de la ciencia económica, desde la economía
clásica que los consideraba claves en la formulación del valor de
uso de la tierra, a la economía neoclásica y la sub-disciplina de la
economía ambiental, que los han transformado en procesos «sus-
ceptibles de ser comprados y vendidos en el mercado». Esta mirada
hacia el pasado nos permite entender que los debates sobre el
papel de los servicios de los ecosistemas en la formulación de los
valores de uso o de cambio no son, en absoluto, nada nuevo. Lo
que sí es novedoso, sin embargo, es la creación de mercados o sis-
temas de pagos para los servicios ecosistémicos de regulación y de
soporte, con el fin de complementar el principio de «quien conta-
mina paga» con el de «quien conserva cobra», ejemplificados a su
vez por los emergentes mercados de derechos por contaminar y las
tasas de carácter ambiental, y los PSA dirigidos a promover la con-
servación o la gestión de determinadas prácticas forestales y/o agrí-
colas. Erik Gómez-Baggethun reflexiona acerca de la contribución
de los PSA a la progresiva mercantilización de la naturaleza y a su
potencial para contribuir a promover la justicia ambiental, en con-
sonancia con otros autores (Martínez Alier 2005; Kosoy y Corbera,
2010).

20

Unai Pascual y Esteve Corbera

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011



El artículo de Leslie Lipper y Bernadete Neves (2011), investigado-
res de la FAO, analiza el potencial de los PSA en la promoción de
prácticas ecológicas y sostenibles en la agricultura y la actividad
pecuaria. Inicialmente, hacen hincapié en el papel de la agricultura
en el desarrollo, pero también en sus impactos sobre el medio
ambiente y enumeran las posibles prácticas agro-ecológicas y de
manejo sustentable susceptibles de ser adoptadas por los producto-
res mediante PSA, tales como el manejo integrado de plagas o la
reducción en el uso de fertilizantes inorgánicos. En este sentido, se
argumenta que los PSA podrían ser un instrumento eficaz para sol-
ventar barreras financieras en la adopción de dichas prácticas, así
como para facilitar el acceso a servicios de extensión técnica o segu-
ros agrícolas. Sin embargo, también reconocen la existencia de un
conjunto de retos tales como: asegurar la provisión de los servicios
ambientales al tiempo que se respeta la flexibilidad de los producto-
res en las opciones de gestión; garantizar prácticas sustentables ver-
daderamente adicionales, al tiempo que se involucra a productores
socialmente marginados –cuyas prácticas pueden ser en algunos
casos ya sostenibles–; identificar fuentes de financiación privadas y
sostenibles; y desarrollar sistemas fiscales específicos que aseguran la
continuidad en el tiempo de estos instrumentos. 
Los pagos por la provisión de servicios de regulación hídrica a esca-
la de cuenca hidrográfica, por ejemplo mediante el desarrollo de
actividades agropecuarias que favorezcan la conservación de la
cobertura forestal y/o la reducción de cargas de sedimentos y trazas
de agroquímicos en los cursos de agua subterránea y superficial, son
esquemas de PSA con gran potencial para vincular a los usuarios del
agua y a los proveedores potenciales de los servicios de regulación
hídricos (Pagiola et al., 2007). El caso más conocido en Europa en
este sentido es el de la empresa embotelladora de agua Vittel que, a
finales de los años 90, decidió incentivar económicamente a los pro-
pietarios de parcelas agrícolas situadas en las cuencas donde la
empresa extrae el agua a cambio de que dichos propietarios adopta-
ran prácticas agro-ecológicas (Perrot-Maïtre, 2006). Experiencias
pioneras a escala nacional o local en América Latina y Asia ofrecen
resultados mixtos desde el punto de vista de la eficiencia, su efectivi-
dad en la provisión de los servicios esperados y desde el punto de
vista social –esto es, el grado de conflicto o cooperación entre pro-
veedores, intermediarios y usuarios, así como su impacto en la reduc-
ción de la pobreza (Huang et al., 2009; Southgate y Wunder, 2009).
Todo indica pues, que los PSA hídricos, pueden llegar a ser tan com-
plejos en cuanto a diseño e implementación como cualquier otro
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PSA. El caso de Vittel, por ejemplo, tardó más de diez años en poner-
se en marcha y algunos esquemas han resultado inviables por la
imposibilidad de establecer un marco de confianza entre los provee-
dores y los usuarios del servicio y de estos últimos con el agente inter-
mediario (Van Hecken et al., 2010).
En este marco, Carlos Muñoz y sus colaboradores del Instituto
Nacional de Ecología (INE) de México analizan el programa mexi-
cano nacional de Pago por Servicios Hidrológicos, comparándolo
con los programas diseñados por Costa Rica y Ecuador. De modo
innovador, analizan los programas desde el punto de vista de la foca-
lización y la costo-efectividad, es decir, «cómo seleccionar los parti-
cipantes y cuánto pagar para ser lo más eficientes posibles en la pro-
visión de los servicios». Su trabajo ofrece datos muy relevantes sobre
cómo estos tres programas, y en particular el mexicano, han ido
cambiando los criterios de selección y pago a medida que pasaban
los años y no siempre con el fin de asegurar mejores resultados
desde un punto de vista ambiental. En algunos años, los criterios de
selección de predios han cambiado para satisfacer intereses de acto-
res particulares y fortalecer ciertas redes de clientelismo político
(ver también la aproximación histórica al programa que han desa-
rrollado McKafee y Shapiro, 2010). La evaluación de Muñoz et al.
(2011) demuestra, en cualquier caso, progresos evidentes en el uso
de PSA a nivel nacional para frenar la deforestación, si bien el
impacto hubiera sido aún mayor si se hubieran tenido en cuenta de
modo más efectivo el riesgo de deforestación y los costos de opor-
tunidad, lo que a su vez se hubiera traducido en una mayor partici-
pación de predios con mayor riesgo de cambio de uso del suelo y
con alto valor ambiental. 
El siguiente artículo de Jan Börner, Sven Wunder y Ángel Armas, eva-
lúa las oportunidades y los retos de programas y proyectos que
fomentan la conservación y el incremento de los reservorios foresta-
les de carbono en América Latina, y contribuye a los debates emer-
gentes sobre la comercialización de la fijación de carbono mediante
mecanismos de mercado en el contexto del Protocolo de Kyoto y de
la CMNUCC, entre otros (Brown y Corbera, 2003; Angelsen, 2009).
Su análisis es particularmente pertinente al tiempo que, como se ha
comentado anteriormente, la CMNUCC ha reconocido la importan-
cia de desarrollar políticas, programas y actividades, a escala nacio-
nal o sub-nacional, que reduzcan la deforestación e incrementen la
biomasa, con el objetivo de recibir a futuro incentivos económicos
por los logros conseguidos, debidamente cuantificados y verificados
(Corbera et al., 2011). Los autores evalúan, en primer término, el
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impacto de los proyectos sobre la provisión del servicio de conserva-
ción o fijación de carbono, es decir su coste-efectividad, y tienen en
cuenta el monto de los pagos, los costes de transacción, así como la
adicionalidad de las actividades respecto a una línea base de emisio-
nes o de recuperación «normal» de la biomasa. Los autores demues-
tran que los objetivos e impactos relacionados con la efectividad y los
sesgos en el establecimiento de líneas base difieren sustancialmente
entre los casos analizados, lo que a su vez implica que el nivel de
coste-efectividad y adicionalidad deban ser interpretados con pre-
caución. En Costa Rica, por ejemplo, el incremento de masa forestal
no está ligado exclusivamente al programa nacional de PSA, sino que
se explica también por otras iniciativas legislativas y de abandono de
la actividad forestal tal y como también sugieren Pagiola (2008) y
Corbera et al. (2010). En los proyectos a escala local, la adicionalidad
resulta más evidente en todos los casos analizados pero también son
superiores sus costes de transacción debido a su mayor inversión en
monitoreo, actividades de fortalecimiento institucional local y un
número superior de proveedores, que incluyen comunidades y pro-
ductores rurales. En lo que concierne a los efectos de los PSA en los
modos de vida, los autores distinguen entre: a) impactos positivos
sobre los participantes tales como la provisión de empleo y el forta-
lecimiento institucional, e impactos negativos, que son generalmen-
te nulos o solo derivados de la distribución desigual de los incentivos,
y 2) impactos sobre los no-participantes, que pueden ser también
positivos o negativos según cada caso; en este sentido, todos los casos
analizados suponen impactos mayoritariamente positivos.
Finalmente, Driss Ezzine de Blas y sus colaboradores presentan un
meta-análisis de once proyectos de PSA que promueven la conser-
vación de la biodiversidad mediante pagos genéricos por el mante-
nimiento de un paisaje o bien mediante pagos para conservar la
población de especies endémicas. Los autores discuten, en primer
lugar, las implicaciones teóricas y prácticas de desarrollar proyectos
que se concentran en biodiversidad funcional o específica. Por
ejemplo, los primeros acostumbran a tener sistemas de monitoreo
más flexibles, basados en el análisis de la cobertura forestal y el cam-
bio de uso del suelo, mientras que los segundos se concentran en
indicadores de presencia o frecuencia de las especies monitoreadas
y, por lo tanto, los pagos suelen presentar un mayor grado de con-
dicionalidad. En segundo lugar, los autores remarcan que ninguno
de los proyectos fundamenta los pagos en un análisis del costo de
oportunidad por conservar, sino en una negociación entre actores;
los pagos son, por lo tanto, un reflejo de una compensación «social-
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mente aceptable». En todos los casos parece que los pagos han con-
tribuido a reforzar los mecanismos locales de gestión de los ecosis-
temas y protección de las especies, si bien la adicionalidad es en
algunos casos discutible. Del mismo modo, todos los casos contri-
buyen a mejorar el nivel de ingresos de las familias y de las comuni-
dades, que en algunos casos se ven acompañados por mejoras en el
acceso a bienes colectivos, tales como la construcción de una escue-
la o ayudas para mejorar el estado de las viviendas. Según los auto-
res por tanto, los PSA de biodiversidad han resultado un instru-
mento efectivo, al menos a corto plazo, para reforzar y/o promover
la conservación de la biodiversidad a la vez que se fortalece y diver-
sifica la economía local.

5. CONCLUSIONES

Durante la última década, los PSA se han ido consolidando como un
instrumento con potencial para fomentar la conservación y el desa-
rrollo, amparado en la «internalización de las externalidades negati-
vas o positivas». La pregunta que subyace a este artículo introducto-
rio y a los artículos que se han descrito brevemente y que se presen-
tan a continuación es si en los próximos años los PSA se van a con-
solidar, de un modo parecido al que se han consolidado otros ins-
trumentos de gestión ambiental eminentemente públicos, tales
como la política de gestión de áreas protegidas o la promoción de
planes de manejo forestal sustentable, o bien van a perecer por falta
de financiamiento e interés de las propias organizaciones y gobier-
nos que hoy en día los están promoviendo. En este sentido, las con-
tribuciones a este monográfico sobre PSA ponen de relieve un con-
junto de lecciones compartidas, en particular la de garantizar la adi-
cionalidad de los pagos para maximizar la eficiencia (sobre todo si
los recursos son en parte públicos), minimizar los impactos negativos
sobre actores sociales vulnerables y asegurar fuentes de financiación
sustentables a medio plazo, con una participación directa de los
usuarios de los servicios y del sector privado.
La agenda de investigación en el campo de los PSA sigue amplián-
dose y debe cubrir desde las iniciativas más locales, para entender
qué factores contextuales y específicos de diseño han permitido su
desarrollo, hasta las iniciativas más globales como los pagos por cap-
tura de carbono forestal y deforestación evitada, tanto en el marco
de proyectos concretos como de programas y estrategias nacionales
o sub-nacionales. En este sentido, Corbera y Schroeder (2011) han
nombrado algunos aspectos que deberían ser investigados y analiza-
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dos durante los próximos años, con el fin de asegurar que la gober-
nanza de REDD+ y sus resultados más inmediatos no perjudiquen a
los habitantes rurales más pobres, que ya de por sí sufren condicio-
nes de vida difíciles y complejas. Entre ellos, por ejemplo, los autores
destacan la necesidad de entender cómo los esquemas PSA y los
pagos en particular interactúan con otros programas de desarrollo
que promueven otras concepciones y usos de la naturaleza. También
en el contexto de los pagos por carbono, aún si bien extrapolable a
otras tipologías de PSA, Caplow et al. (2011) han enfatizado la nece-
sidad de que próximas investigaciones utilicen grupos control, con el
fin de dilucidar el papel exacto que los incentivos económicos jue-
gan en la transformación de los usos del suelo y la adopción de prác-
ticas más sostenibles. Se ha señalado también la necesidad de anali-
zar las experiencias existentes en el campo de los esquemas de trans-
ferencia de efectivo condicionada, normalmente vinculados a pro-
gramas de desarrollo rural y reducción de la pobreza, con el fin de
entender los retos a los que se enfrentan los gestores de PSA cuando
se vinculan incentivos monetarios a resultados concretos en contex-
tos de extrema pobreza (Rodríguez et al., 2011). Nos queda pues un
largo camino para recorrer en la implementación y el análisis de los
PSA, y esperamos que este monográfico se convierta en un paso más
para profundizar y extender el diálogo entre tomadores de decisio-
nes a nivel gubernamental, técnicos, ONGs, científicos y la sociedad
civil en general.
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RESUMEN

Pagos por servicios ambientales: perspectivas y experiencias innovadoras para la conservación 
de la naturaleza y el desarrollo rural

Este artículo introduce el monográfico «Pagos por Servicios Ambientales y Desarrollo Económico:
perspectivas y retos», una de las primeras iniciativas académicas en lengua castellana destina-
das a revisar los retos de diseño e implementación de los proyectos y programas de Pagos
por Servicios Ambientales (PSA). El artículo introduce brevemente algunos de los motivos
de la actual expansión de los PSA como instrumentos para promover la conservación y el
desarrollo rural, especialmente en los países en desarrollo. Los PSA emergen en parte como
evolución a las iniciativas de conservación y desarrollo integrados, pero además surgen para
mejorar la eficiencia y eficacia en el uso de los recursos destinados a la conservación de la
biodiversidad y otros servicios ambientales clave. El artículo resume los mensajes clave de
cada una de las contribuciones al monográfico que representan la diversidad de tipologías
de PSA existentes. El artículo concluye enfatizando algunas posibles líneas de investigación
para futuros estudios sobre PSA. 

PALABRAS CLAVE: Pagos por Servicios Ambientales, conservación, desarrollo, pobreza,
biodiversidad.

SUMMARY

Payments for Environmental Services: Perspectives and innovative experiences for nature
conservation and rural development

This paper introduces the special issue on «Payments for Environmental Services and Economic
Development: Perspectives and Challenges», one of the first academic initiatives on this topic writ-
ten in Spanish and dedicated to review the current design and implementation challenges
of Payments for Environmental Services (PES) projects and programmes. The article briefly
introduces some of the reasons behind the current expansion of PES initiatives as a means
to achieve both conservation and rural development outcomes, particularly in developing
countries. PES emerge partly as a logical departure from the previous Integrated Conserva-
tion and Development initiatives and partly as a need to use any available resources for the
conservation of biodiversity and of other key ecosystem services more efficiently and effec-
tively. The article summarises the key messages from each contribution to this special issue,
which represent the diversity of existing PES schemes. The article concludes emphasising
some possible research questions for future PES studies.

KEYWORDS: Payments for Environmental Services, conservation, development, poverty,
biodiversity.
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ESTUDIOS



1. INTRODUCCIÓN

En 1829 el economista francés Jean Baptiste Say escribió, «el viento
que mueve los molinos, y aún el calor del sol, trabajan para nosotros;
pero, felizmente nadie ha podido decir todavía: el viento y el sol son
míos, y los servicios que ellos rinden deben pagármelos» (Say 1829, p. 250).
Desde entonces, la concepción económica de los ecosistemas y de los
servicios que estos generan a la sociedad ha experimentado cambios
fundamentales. Los servicios de los ecosistemas han dejado de ser
percibidos como dones gratuitos de carácter público, y en la actuali-
dad asistimos a su creciente incorporación en el mercado mediante
diversos mecanismos financieros. De entre estos mecanismos, los
denominados sistemas de Pagos por Servicios Ambientales (PSA) se
basan precisamente en el principio descartado casi dos siglos antes
por Say, a saber, la apropiación de los servicios generados por los eco-
sistemas y el posterior cobro por su uso o disfrute. ¿Cuáles son los
sucesos que han conducido a un cambio de tal envergadura en la
concepción económica de la naturaleza? ¿Qué ha empujado a los
economistas a caracterizar un número creciente de funciones ecoló-
gicas como sujetos susceptibles de apropiación y compraventa? En el
análisis que expongo a continuación trato de ofrecer respuestas a
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estas preguntas con el objeto de situar los PSA en el contexto histó-
rico e ideológico que sirvió de sustrato para su gestación y desarro-
llo. El artículo se estructura en tres partes. Primero reviso el trata-
miento analítico de la naturaleza en la Economía Clásica y Neoclási-
ca, poniendo de relieve cómo los cambios acontecidos en el pensa-
miento económico durante el siglo XIX allanaron el terreno para la
actual concepción de las funciones ecológicas como servicios mone-
tizables y potencialmente mercatilizables. A continuación analizo
cómo la conversión de funciones ecológicas en mercancías (o mer-
cancías ficticias según la expresión de Karl Polanyi) se ha materializa-
do con la implementación de los PSA y el comercio de derechos de
contaminación. Finalmente analizo implicaciones sociales que sur-
gen a la luz de esta nueva forma de gestionar los ecosistemas, abo-
gando por el rediseño de los PSA desde una perspectiva de compen-
saciones distributivas.

2. EVOLUCIÓN DE LA CONCEPCIÓN ECONÓMICA DE LA NATURALEZA: 
DE LOS VALORES DE USO A LOS VALORES DE CAMBIO 

Desde una perspectiva económica, los ecosistemas pueden ser con-
ceptuados como stocks de capital natural que generan diversos ser-
vicios para el bienestar humano (MA 2003; Daily et al., 2009). Dichos
servicios, referidos como servicios ambientales o servicios de los eco-
sistemas, abarcan desde bienes mercantiles como la madera y el ali-
mento hasta servicios no mercantiles como la depuración del agua y
el aire (Westman 1977; Odum 1989; de Groot et al., 2002). Los servi-
cios de los ecosistemas es uno de los temas que mayor atención ha
acaparado en las dos últimas décadas dentro de la Economía
Ambiental y la Economía Ecológica (Costanza y Daly 1992). No obs-
tante, el análisis de los vínculos entre los ecosistemas y el bienestar
humano no es originario de estas disciplinas. Las consecuencias
sociales negativas del deterioro ecológico fueron percibidas ya en las
antiguas civilizaciones, tal y como sugieren las descripciones de Pla-
tón sobre los efectos de la deforestación en la erosión de los suelos
(Daily 1997, pp. 5-6), o las observaciones de Plinio el Viejo en el siglo
I A.C. sobre la relación entre la deforestación, y la formación de ria-
das (Andréassian, 2004). También las primeras escuelas unificadas
de pensamiento económico enfatizaron el papel de la naturaleza en
el sustento humano, como pone de relieve la máxima fisiocrática
según la cual «la tierra es la fuente de toda riqueza» (Quesnay [1767]
1963, p. 232; véase también Turgot [1770] 1898, p. 46). No obstante,
tras el declive de la escuela fisiocrática, la concepción económica de
la naturaleza y sus servicios se ha transformado profundamente. En
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las secciones que siguen analizo la progresiva abstracción del análisis
económico de la naturaleza en la esfera del valor de cambio para exa-
minar a continuación sus implicaciones para la arquitectura de los
modernos esquemas de PSA.

2.1. Economía Clásica: los servicios de los ecosistemas como valores de uso

La economía clásica consideraba tres factores productivos: tierra, tra-
bajo y capital.
La moderna noción de capital natural tiene un claro antecedente en
el factor de producción tierra, que para Thomas Malthus englobaba
«el suelo, las minas y las pesquerías del mundo habitable» (Malthus
1853, p. 9). Los economistas clásicos consideraban que el factor tie-
rra requería un tratamiento analítico particular al entender que los
servicios que generaba escapaban a los tradicionales procesos de
apropiación, monetización y compraventa (Crocker 1999). La consi-
deración del factor tierra como un insumo productivo no sustituible
por factores de origen humano (trabajo y capital) explica el énfasis
de los economistas clásicos sobre los limitantes físicos al crecimiento
económico. Así lo ponen de relieve escritos económicos de la época,
como las elaboraciones de Thomas Malthus (1798) sobre la proble-
mática del sustento alimenticio de una población en crecimiento
exponencial, la Ley de los rendimientos decrecientes sobre la tierra
planteada por David Ricardo (1818), o los augurios de John Stuart
Mill (1848) sobre la inevitabilidad (y deseabilidad) de una tendencia
de la economía hacia el estado estacionario.
Bajo la acepción de factor tierra, el capital natural mantenía por
tanto una posición central en la Economía Clásica temprana. No obs-
tante, la medida en la que los economistas clásicos incorporaban en
su análisis los servicios ambientales generados por el capital natural
resulta menos evidente. Crocker (1999, p. 33) plantea que «más allá
de las breves observaciones de Mill [...], ningún economista de peso
deliberó sobre los servicios ambientales y otros beneficios generados
por la naturaleza». La revisión que aporto a continuación desafía
esta afirmación. Por el hecho de que la ecología no estaba por aquel
entonces desarrollada como disciplina (el término ecología fue acu-
ñado en 1866 por el biólogo alemán Ernest Haeckel), los servicios de
los ecosistemas no podían ser concebidos bajo su acepción actual.
Sin embargo, varios de los grandes economistas clásicos razonaron
sobre los «servicios» generados por los «agentes naturales» o «fuer-
zas productivas de la naturaleza». No obstante, siempre tendieron a
hacerlo en términos de valores de uso, negando por lo general que
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dichos servicios pudieran jugar papel alguno en la conformación del
valor de cambio (1), por entender que se trataba de dones gratuitos
de la naturaleza ajenos al trabajo humano.
El pasaje de Say que abre este artículo pone de relieve lo lejos que
estaban los economistas clásicos de concebir los servicios ecosistémi-
cos como sujetos susceptibles de apropiación y compraventa, y su
postura no constituye un planteamiento aislado en el pensamiento
de la época. Por ejemplo, David Ricardo desautorizaba la contribu-
ción de los servicios de los ecosistemas a la conformación del valor
de cambio cuando señalaba que «los agentes naturales nos benefi-
cian [...] mediante su contribución al valor de uso, pero al actuar de
forma gratuita, al no ser necesario tener que pagar por el uso del
aire, el calor del sol o el agua, la ayuda que nos prestan no aporta
nada al valor de cambio» (Ricardo [1817] 2001, p. 208). Al igual que
William Petty, quien señalaba que «la tierra es la madre del valor y el
trabajo es el padre» (Petty [1667] 1769, p. 57), Karl Marx considera-
ba que el valor era fruto de la acción conjunta ser humano-naturale-
za. Un pasaje explícito lo encontramos en la Crítica al programa de
Gotha, donde señala, «El trabajo no es la fuente de toda riqueza. La
naturaleza es la fuente de los valores de uso (¡que son los que verda-
deramente integran la riqueza material!), ni más ni menos que el
trabajo» (Marx [1891] 1969, p. 336), ratificando así una idea que ya
había planteado en anteriores escritos (véase Marx [1867] 1965,
p. 11; Marx [1859] 1989, pp. 22-23). Sin embargo, en consonancia
esta vez con Say y Ricardo, Marx criticaba en El Capital a los fisiócra-
tas por su «aburrida y necia discusión acerca del papel de la natura-
leza en la formación del valor de cambio. El valor de cambio no es
más que una determinada manera social de expresar el trabajo inver-
tido en un objeto y no puede, por tanto, contener materia natural
alguna» (Marx [1867] 1965, p. 49). Para Marx, la identificación fisio-
crática de una proporcionalidad entre los productos físicos de la
naturaleza y el valor de cambio suponía «una confusión del valor con
su sustancia material» (Marx [1863] 1963, p. 60).
Dos aspectos fundamentales deben ser destacados para entender la
concepción económica de la naturaleza por los economistas clásicos.
Primero, que lo que hoy se denomina capital natural (entonces tie-
rra) era concebido como un factor de producción no sustituible por
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(1) La distinción entre valor de uso y valor de cambio fue introducida por Aristóteles y desarrollada por Marx.
En economía, el valor de uso es la aptitud que posee un objeto para satisfacer una necesidad o deseo, mientras que
el valor de cambio es la proporción en que se intercambian diferentes valores de uso en el mercado. Todo bien econó-
mico posee un valor de uso, pero únicamente las mercancías poseen además valor de cambio.



ninguna forma de capital de origen humano (Costanza y Daly 1992).
Segundo, que los servicios ecosistémicos eran concebidos como valo-
res de uso, no monetizables ni incorporables a los procesos de apro-
piación y compraventa. Este planteamiento cambió radicalmente en
el siglo XIX, durante el cual procesos como la industrialización, la
aceleración del desarrollo tecnológico y la acumulación de capital
desencadenaron una serie cambios en el pensamiento económico
que llevaron a la naturaleza a perder el tratamiento analítico dife-
renciado que había obtenido en las épocas fisiocrática y clásica. El
conjunto de cambios que dio lugar esta ruptura epistemológica postfi-
siocrática (Naredo 2003, p. 149) comienza con los economistas clási-
cos y culmina con los neoclásicos, quienes desplazaron definitiva-
mente el peso del razonamiento económico desde lo físico a lo
monetario. Esta ruptura epistemológica, supuso según Naredo un
cambio de paradigma en el pensamiento económico cuya estructura
fundamental persiste hasta nuestros días (ibíd.). Una vez que el aná-
lisis económico quedaba liberado de las constricciones del mundo
físico, la Economía Neoclásica encontró vía libre para desarrollar la
teorización sobre la sustituibilidad de los recursos naturales por capi-
tal y tecnología que llevaría a los economistas del siglo XX a confiar
en la posibilidad de un crecimiento económico ilimitado (Georges-
cu-Roegen 1979; Daly 1996). Como lo plantea el economista japonés
Kozo Mayumi, con el ocaso de la Economía Clásica, el sistema eco-
nómico comenzaba su «emancipación temporal de la tierra» (Mayu-
mi 1991, p. 35).

2.2. Economía Neoclásica: la disolución de la naturaleza en los valores de cambio

Cuando el reinado de la Economía Clásica llegaba a su fin en torno
a 1870, todavía algunos economistas continuaron prestando aten-
ción al análisis de los recursos naturales en términos físicos. Por
ejemplo, la paradoja de Jevons (recientemente «redescubierta» como
efecto rebote) llamó la atención sobre el agotamiento de las reservas de
carbón en el Reino Unido, al poner de relieve que las mejoras en efi-
ciencia energética por unidad de producción propiciaban bajadas de
precios que estimulaban la demanda, teniendo como resultado un
incremento del consumo neto de energía (Jevons 1865). No obstan-
te, los resquicios de pensamiento que persistían analizando los recur-
sos naturales en términos físicos acabarían por desvanecerse a medi-
da que se completaba la denominada revolución marginalista (o revo-
lución neoclásica) acometida por pensadores como Léon Walras,
Alfred Marshall, Vilfredo Pareto y el propio Jevons, principales for-
malizadores del aparato analítico neoclásico (Schumpeter 1954).
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Dos efectos fundamentales de la revolución neoclásica deben ser des-
tacados por sus implicaciones ambientales de largo plazo. El primero
consiste en un desplazamiento del peso del análisis económico desde
el factor tierra hacia los factores trabajo y capital (Schumpeter 1954;
Hubacek y van der Bergh 2006). Todavía entre 1910 y 1930, varios
autores alertaron sobre los posibles efectos del agotamiento de los
recursos naturales no renovables en las generaciones futuras (revisa-
do en Martínez Alier y Schlüpmann 1992) y la escuela minoritaria del
institucionalismo clásico aportó una notable literatura sobre la pro-
blemática ambiental (revisado en Vatn 2005). No obstante, una vez
culminada la revolución neoclásica hacia finales de la década de 1930,
la atención prestada por los economistas a la escasez física de recur-
sos naturales destacó por su ausencia (Crocker 1999). En este perío-
do, los economistas neoclásicos comienzan a teorizar sobre la susti-
tuibilidad del capital natural por medios artificiales gracias al progre-
so tecnológico, disipando la ya escasa preocupación de la época por
el agotamiento de los recursos naturales (Georgescu-Roegen 1975;
Naredo 2003, p. 133). En las contribuciones del premio Nóbel de eco-
nomía Robert Solow a la teoría del crecimiento económico durante
la década de 1950, la tierra es completamente eliminada de la función
de producción (véase Solow 1956). En la década de 1970, con la
publicación del informe del Club de Roma Los límites del crecimiento
(Meadows et al., 1971), y al calor de la crisis de petróleo, la preocu-
pación por el agotamiento de los recursos naturales volvió a resurgir
entre los economistas. No obstante, Solow contribuyó a disipar el
desasosiego sobre la escasez física de recursos señalando que a medi-
da que ciertos recursos naturales se tornan escasos, la subida de pre-
cios incentivaría a los consumidores a dirigirse hacia otros sustitutivos
(Solow 1973). Poco después, Solow llegaría a señalar que, «Si es fácil
sustituir los recursos naturales por otros factores, en principio no hay
problema alguno. El mundo puede continuar, de hecho, en ausencia
de recursos naturales, por lo que el agotamiento de estos constituye
un acontecimiento y no una catástrofe» (Solow 1974, p. 11). El pro-
blema de la escasez física quedó así reducido a un problema de esca-
sez de capital, entendida como «categoría abstracta expresable en
unidades monetarias homogéneas» (Naredo 2003, p. 250).
El segundo efecto de la revolución neoclásica a destacar por sus
implicaciones ecológicas es la mutación de los servicios de los eco-
sistemas desde su concepción como valores de uso no apropiables ni
intercambiables, a su naciente concepción como valores de cambio
susceptibles de ser libremente comprados y vendidos en el mercado
(Gómez-Baggethun et al., 2010). La obra de Arthur Pigou, uno de los
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precursores de la moderna Economía Ambiental, ponía de relieve la
acotación del análisis económico neoclásico a la esfera de los valores
de cambio al señalar que «el ámbito de investigación de la economía
debe circunscribirse a aquellos aspectos del bienestar que pueden
ponerse, ya sea de forma directa o indirecta, en relación con la vara
de medir del dinero» (Pigou [1920] 2006, p. 11). La Economía Neo-
clásica limitó en un principio su análisis al estudio del subconjunto
de servicios de los ecosistemas que son intercambiados en el merca-
do y que por tanto están asociados a precios. No obstante, constru-
yendo sobre los análisis de Alfred Marshall y Arthur Pigou en torno
al concepto de «externalidad» (beneficio o coste no reflejado en el
mercado y por tanto invisible a la contabilidad económica conven-
cional) (2), el análisis monetario de la naturaleza por los economis-
tas neoclásicos pronto trascendió el ámbito de los servicios ambien-
tales mercantiles para abarcar también el de los no mercantiles.
La sub-disciplina neoclásica denominada Economía Ambiental adop-
ta el concepto de externalidad como piedra angular de su aparato
analítico, al razonar que dado que los impactos en el bienestar que
carecen de mercados asociados son invisibles a la contabilidad eco-
nómica, la solución del problema implica la valoración y posterior
internalización de las externalidades en los sistemas de precios. Con
el desarrollo de la Economía Ambiental en la década de 1960 tiene
lugar una rápida expansión de los métodos para valorar externalida-
des (positivas o negativas) en términos monetarios de cara a su incor-
poración en la contabilidad económica. Trabajos pioneros en este
ámbito fueron los aportados por Krutilla (1967), que en el marco del
análisis coste-beneficio para la construcción de presas asignó valores
económicos elevados a los servicios recreativos que se perderían en
el caso de que la presa fuera construida. Posteriormente, la Econo-
mía Ambiental ha planteado la existencia de diversas formas de valor
monetario que escapan a la contabilidad económica convencional.
Dichos valores (valor de uso indirecto, valor de opción, valor de lega-
do, valor de existencia, etc.), que los economistas ambientales agre-
gan en el denominado Valor Económico Total, se obtienen general-
mente a través de mediciones de mercado directas e indirectas, o en
ausencia de las mismas, mediante la simulación de mercados hipoté-
ticos construidos a través de encuestas (revisado en Pascual et al.,
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(2) Otros pensadores que razonaron sobre los costes ocultos de la economía evitaron el concepto de externalidad
por considerar que los «fallos de mercado» no eran el marco de referencia adecuado para analizarlos, y por entender
además que no eran costes conmensurables en dinero. Es el caso de los pasivos ambientales de William Kapp (1965)
y de los disvalores de Ivan Ilich (1968), que el autor definía como la «pérdida […] que no [podría] estimarse en tér-
minos económicos» (citado en Latouche 2009, p. 66).



2010). La economía ambiental complementa así el marco analítico
neoclásico pero sin transgredir las fronteras de la crematística y la
valoración monetaria. Llegada la segunda mitad del siglo XX el des-
plazamiento de las medidas físicas a unidades monetarias y más agre-
gadas de capital había sido completado (Hubaceck y van der Bergh
2006). Una vez consolidada la concepción de los servicios de los eco-
sistemas como sujetos monetizables, solo una fase restaba para su
transmutación en mercancías, a saber, la creación de estructuras que
permitan su apropiación e intercambio. La implementación de los
PSA y de los mercados de derechos de contaminación ha permitido
culminar este proceso (Kosoy y Corbera 2010).

3. QUIEN CONTAMINA PAGA Y QUIEN CONSERVA COBRA: DE LOS
MERCADOS Y ECOTASAS A LOS PAGOS POR SERVICIOS AMBIENTALES

La mercadotecnia se ha erigido en uno de los mecanismos vertebra-
dores de la nueva gobernanza ambiental. El desarrollo de herra-
mientas financieras en política ambiental comienza a expandirse de
forma notable desde finales de la década de 1980, coincidiendo con
el declive del ciclo económico keynesiano y el ascenso de la confian-
za en la capacidad autoreguladora del mercado como principio rec-
tor de la política económica global. Desde que Ronald Coase (1960)
publicara sus loas a los títulos de propiedad como forma de prevenir
las externalidades ambientales y Garret Hardin (1968) reforzara esta
línea argumental con su célebre Tragedia de los comunes, organizacio-
nes internacionales como el Banco Mundial o World Wildlife Fund
(WWF) han asimilado el discurso que concibe los bienes ecológicos
públicos y comunales como externalidades del mercado, promo-
viendo los derechos de propiedad, la creación de esquemas de
comercio de emisiones y los PSA como herramientas para facilitar la
conservación de recursos naturales «escasos» (3) (Bromley y Cernea
1989; Lohman 2002; Pagiola y Platais 2007). Al calor de la coyuntura
económica inflacionista que desde la década de 1970 facilitó el
ascenso de la ideología económica ultraliberal de la Escuela de Chi-
cago (Stiglitz 2002), el protagonismo adquirido por el mercado libre
y la propiedad privada en la economía global ha permeado progre-
sivamente hacia la gobernanza ambiental. Así, desde la década de
1980 ha crecido la importancia del denominado conservacionismo de
mercado (Smith 1995), que conceptúa los servicios ambientales no
mercantiles como externalidades positivas a ser valoradas e incorpo-
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(3) Para una crítica del postulado de escasez del que parte el razonamiento económico neoclásico consúltense El
sustento de Hombre de Karl Polanyi (1997) y Economía de la edad de piedra de Marshall Sahlins (1972).



radas en los sistemas de precios mediante mecanismos fiscales y
financieros (Corbera et al., 2007).
En 1987 el Informe Bruntland (WCED 1987), acuñó el concepto de
desarrollo sostenible y estableció las directrices políticas para su arti-
culación, que más tarde serían ratificadas en la Conferencia de las
Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo (CNU-
MAD) de 1992, también conocida como Conferencia de Río. Tanto
el Informe Bruntland como la Conferencia de Río enfatizan el cre-
cimiento económico como condición para avanzar hacia el desarro-
llo sostenible y ensalzan el ejercicio del libre comercio como forma
de promover dicho crecimiento. Desde la Conferencia de Río, la
Organización de las Naciones Unidas colabora con el Acuerdo Gene-
ral de Tarifas y Aduanas (GATT, desde 1995 Organización Mundial
del Comercio) con el objetivo de armonizar los planteamientos
macroeconómicos del desarrollo sostenible con la práctica del libre
comercio (Londoño y Pimiento 1997). Favorecidos por su compati-
bilidad con los planteamientos de la ideología económica liberal, los
instrumentos de gobernanza ambiental basados en las fuerzas de
mercado se han erigido en herramienta clave de las nuevas políticas
conservacionistas. El ascenso de la mercadotecnia en materia
ambiental se ha materializado a través de dos grandes mecanismos:
los Mercados de Servicios Ambientales (MSA) (Bayon 2004), y los
PSA (Landell-Mills y Porras 2002; Engel et al., 2008; Muradian et al.,
2010). El principio de «quien contamina paga», impulsado por los
primeros se complementa con el de «quien conserva cobra», pro-
movido por los segundos, asentando un modelo de gobernanza
ambiental en el que el mercado pasa a ocupar una posición medular
(Gómez-Baggethun 2010).

3.1. Mercados de Servicios Ambientales: quien contamina paga

Enraizado en los planteamientos sobre las externalidades ambien-
tales ya descritos, el principio de quien contamina paga está fun-
damentado en una presunta ética de la responsabilidad, consisten-
te en que cada agente económico se haga cargo de los costes
(monetarios) asociados a las externalidades negativas que genere
su actividad. Desde la década de 1980, el principio de quien conta-
mina paga viene siendo incorporado en textos legales de la nor-
mativa ambiental de diversos países. En el ámbito europeo, fue
incluido en el Acta Única Europea firmada en 1986 (artículo 174),
en el Tratado de Maastricht (artículo 130.2), y en el actualmente
estancado Tratado Constitucional para Europa (artículo III, 233.2).
En el ámbito internacional, el principio fue adoptado por la OCDE
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en 1972 y contemplado en el artículo 16 de la Declaración de Río
de 1992.
Durante una primera etapa, la legislación y la fiscalidad ambiental
fueron las principales vías usadas para implementar el principio de
quien contamina paga, especialmente en Europa (Barker et al.,
2001). Un país pionero al respecto es Suecia, donde existen cargas
fiscales sobre la energía nuclear (US$ 0.003/KWh), el carbono
(US$ 150/tonelada de CO2), los sulfuros (US$ 3.3/kg de S) y los óxi-
dos de nitrógeno (US$ 4.4/kg de NO2). Otros ejemplos de fiscalidad
ambiental a través de impuestos y ecotasas son el Gas Guzzler tax esta-
blecido en 1978 en EE.UU. para vehículos de alto consumo energé-
tico y el ICMS ecologico de Brasil, que regula la carga fiscal de los
municipios en función del nivel de protección ambiental (Grieg-
Gran et al., 2005). No obstante, ante la presión ejercida por determi-
nados sectores industriales (en especial la industria petrolera), que
perciben la fiscalidad ambiental como una amenaza a su competiti-
vidad en el mercado global, gobiernos neoliberales de derecha y de
izquierda han redirigido progresivamente sus esfuerzos desde la
regulación estatal hacia la creación de esquemas de comercio, una
de cuyas variantes son los MSA (Lohman 2006; Spash 2010).
En 1983, el servicio de Pesca y Vida Silvestre de los EE.UU. apoyó la
creación de las primeros sistemas de «banca de humedales» (wetland
banking), diseñados como mecanismos para compensar daños causa-
dos por el desarrollo de infraestructuras en los ecosistemas acuáticos
y sus servicios ambientales. Su puesta en práctica en EE.UU. se gene-
raliza a partir de 1995, con la figura legal Clean Water Act, que per-
mite a promotores desarrollistas emitir permisos para deteriorar
humedales a cambio de su compromiso para restaurarlos, crearlos o
conservarlos en otros lugares (Robertson 2004). Un segundo con-
junto de MSA ha gravitado sobre los esquemas de cuota y comercio
de emisiones (cap and trade). Pionero en este sentido es el mercado
de emisiones de óxidos de sulfuro nacido en los EE.UU. a principios
de la década de 1990. Mediante la reforma del Clear Air Act el Con-
greso de los EE.UU. impulsó mecanismos para el comercio de dere-
chos de emisiones de dióxido de sulfuro y estableció límites a la emi-
sión de dichos gases (Stavins 1998). Durante la década de 1990, nue-
vos mercados siguieron a esta experiencia, siendo los mercados de
emisiones de invernadero los que han sido objeto de una mayor
expansión. En el Reino Unido, un esquema de comercio de conta-
minación estableció límites de emisiones permitiendo a las empresas
contrayentes comprar derechos de emisión para mantenerse por
debajo de dichos límites (Bayon 2004). Otras experiencias pioneras
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son el Chicago Climate Exchange, nacido en el 2003 en los EE.UU., y el
Greenhouse Gas Abatement Scheme establecido en el mismo año en la
región de New South Wales, en Australia (Capoor y Ambrosi 2009). 
El Protocolo de Kyoto, impulsado por la Convención Marco de las
Naciones Unidas para el Cambio Climático tras la cumbre de Río, gene-
ró un marco para la creación de esquemas de comercio de emisiones a
escala internacional (Barker et al., 2001). Con su entrada en vigor en el
año 2005 se pone en funcionamiento el esquema de comercio de emi-
siones de la Unión Europea, mediante el cual se establecen mecanis-
mos de compraventa para los seis principales gases de efecto inverna-
dero, generando un mercado cuyo volumen alcanzaba 80 millones de
US$ en el año 2008 (Kanter 2008; Capoor y Ambrosi, 2009). 

3.2. Pagos por Servicios Ambientales: quien conserva cobra

Si las externalidades ambientales negativas se han abordado por el prin-
cipio de «quien contamina paga» promovido por la fiscalidad ambiental
y los MSA, las externalidades ambientales positivas, se han abordado
mediante el principio de «quien conserva cobra» que subyace a la lógi-
ca de los subsidios a conductas pro-ambientales y a los PSA. Los PSA han
sido definidos como transacciones voluntarias y condicionadas de servi-
cios ambientales entre al menos un proveedor y un usuario de dichos
servicios (Wunder 2005). La lógica que subyace a estos mecanismos radi-
ca en que los beneficiarios de los servicios de los ecosistemas compen-
sen a quienes velan por su protección o por el mantenimiento de los
usos del suelo que favorecen su generación, siendo el secuestro de car-
bono, la protección de la biodiversidad, y las funciones de regulación
hídrica los principales servicios ambientales incorporados en dichos
mecanismos (Bishop 2003; Pagiola y Platais 2007; Jack et al., 2008).
Como en el caso de los MSA, los sistemas de PSA vienen dándose, al
menos bajo formas rudimentarias, desde hace décadas. Por ejemplo,
en la década de 1930 el gobierno de los EE.UU. promovió sistemas
de pagos a granjeros y terratenientes que tomaran medidas contra la
erosión del suelo, y en la década de 1950 estableció mecanismos aná-
logos para proteger tierras agrícolas frente a la expansión urbanísti-
ca (Jacobs 2008). Otros ejemplos de experiencias tempranas son los
sistemas de pagos para favorecer medidas agroambientales en Euro-
pa y EE.UU. (Claassen et al., 2008; Dobbs y Pretty 2008). En cualquier
caso, la conceptuación de estos esquemas como PSA y su promoción
a gran escala en los denominados esquemas integrados de conservación y
desarrollo es relativamente reciente y no se ha aplicado a gran escala
hasta la década de 1990 (Wunder et al., 2008). 
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En la actualidad se multiplican diversas variantes de sistemas de PSA
a escala local, nacional e internacional. A escala local, uno de los
esquemas más extendidos se establece entre usuarios situados a dife-
rentes alturas de las cuencas hidrográficas. Los usuarios aguas abajo
(generalmente poblaciones urbanas) realizan un pago a los usuarios
aguas arriba (generalmente agricultores) para que éstos vean com-
pensados los costes de oportunidad en los que incurren por no rotu-
rar sus tierras con fines agrícolas, favoreciendo así el mantenimiento
de funciones de regulación ecológica que mejoran la calidad hídrica
aguas abajo (véase Kosoy et al., 2007; Corbera et al., 2007). Costa Rica
fue el primer país en implementar esquemas de PSA a escala nacio-
nal, al establecer a mediados de la década de 1990 un programa
orientado a revertir las elevadas tasas de deforestación existentes en
el país que ofrecía US$ 45 por hectárea forestada y año a los terrate-
nientes que se acogieran al programa (Pagiola 2008). Más reciente-
mente se han impulsado diversas iniciativas orientadas al diseño de
sistemas internacionales de PSA. Un importante esquema de PSA en
sentido amplio surge de las Conferencias de las Partes (COP) 6 y 7
del Protocolo de Kyoto, en las que se impulsan dos los denominados
mecanismos de flexibilización. Estos incluyen los denominados
Mecanismos de Desarrollo Limpio, orientados a la inversión de
empresas privadas en proyectos de reducción de emisiones o fijación
de carbono, y los Mecanismos de Acción Conjunta, con los que se
pretende promover dichas inversiones entre países (Capoor y
Ambrosi, 2009). Otro mecanismo internacional de PSA en sentido
amplio son los esquemas denominados REDD o Reduced Emissions
from Deforestation and Degradation, a través de los cuales se pretende
canalizar fondos de los países desarrollados a los países en desarro-
llo con el fin de reducir la deforestación e incentivar el manteni-
miento de los servicios ambientales que los bosques generan a esca-
la global (Sandker et al., 2010).

4. DISCUSIÓN

4.1. Pagos por Servicios Ambientales y proceso de mercantilización

Los PSA han levantado fuertes expectativas como palancas para la
transición hacia una economía menos depredadora de los recursos
naturales que permita compatibilizar la conservación con la mejora
del nivel de ingresos en comunidades indígenas y campesinas (Bulte
et al., 2008; Jacobs 2008). No obstante, bajo su acepción actual los
PSA no solo ofrecen pocas posibilidades de actuar como mecanismos
eficaces de redistribución de riqueza (cf. Corbera et al., 2007), sino
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que además pueden actuar como un potente vector de occidentali-
zación de la conservación y de la mercantilización de ecosistemas.
En primer lugar, la lógica de los PSA responde más a la cosmovisión
propia de la sociedad urbana occidental que a la mantenida tradi-
cionalmente por las comunidades indígenas y campesinas a las que
mayoritariamente se dirigen estos esquemas (Gómez-Baggethun
2010). La promoción de los MSA/PSA en el Sur desde los países
desarrollados y desde las instituciones internacionales de crédito
lleva incorporada la exportación de una lógica de conservación que
es específica de la sociedad de mercado. Su aplicación puede ser
especialmente disruptiva al aplicarse en comunidades rurales e indí-
genas situadas en la frontera de la globalización económica, donde
la concepción utilitaria de la naturaleza, la propiedad privada de la
tierra, y la lógica del beneficio con frecuencia colisionan con la no
separación indígena ser humano-naturaleza, las formas de propie-
dad comunal y las lógicas económicas de reciprocidad que en mayor
o menor medida persisten en dichas culturas. 
Lohman (2002) señala que la promoción del Banco Mundial de mer-
cados de tierras en regiones pobres de Asia ha llevado a la erosión de
sistemas milenarios de propiedad comunal de la tierra. De forma
similar, se ha señalado que la formalización de derechos de propie-
dad requerida para el buen funcionamiento de los PSA, puede pro-
mover la extensión de la propiedad privada a nuevos ecosistemas
(Vatn 2010). En este sentido, las instituciones internacionales
(incluidas las organizaciones ecologistas) que promueven los PSA en
el Sur como mecanismos de conservación y desarrollo, actúan como
un nuevo vector de occidentalización de culturas (sensu Latouche
1998) al potenciar la reproducción de estructuras ideológicas e ins-
titucionales específicas de la sociedad de mercado. Con su proceder,
dichas entidades contribuyen de forma consciente o inconsciente a
manufacturar el homo economicus en lugares donde dicha racionali-
dad está en gran medida ausente o está desincentivada por las nor-
mas y convenciones sociales existentes.
En segundo lugar, de la naturaleza debido a que la puesta en prácti-
ca de los MSA/PSA implica que las funciones ecológicas adopten la
condición de mercancías que puedan ser compradas y vendidas en el
mercado, actuando así como motores de una nueva fase expansiva
en el proceso de mercantilización de la naturaleza (Kosoy y Corbera
2010; McCauley 2006; Foster et al., 2010). Al calor de los MSA/PSA
proliferan así nuevas mercancías ficticias, concepto acuñado por Karl
Polanyi en referencia a la absorción por el mercado de bienes y ser-
vicios que, a diferencia de las mercancías tradicionales, no han sido
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ni producidos por el ser humano ni concebidos para su compraven-
ta en el mercado (Polanyi [1944] 1997, pp. 126-127). La conversión
de la tierra en mercancía ficticia era interpretada por Polanyi como
una adaptación de las relaciones ser humano-naturaleza a las estruc-
turas institucionales de la sociedad de mercado. Su crítica de las mer-
cancías ficticias gana una actualidad renovada en el marco de la pro-
liferación de los MSA/PSA. En efecto dichos mecanismos actúan
como un vector adicional en la expansión de la frontera de la mer-
cancía hacia nuevas funciones ecológicas. Una vez transmutados en
mercancías, dichas funciones son incorporadas a los procesos de acu-
mulación de capital y puestas al servicio del crecimiento económico.
Desde esta óptica, los PSA pueden ser entendidos como una nueva
forma de acumulación por desposesión (Harvey 2004; Prudham 2007),
mediante la apropiación mercantil de nuevos medios ecológicos de
subsistencia.

4.2. Pagos por Servicios Ambientales y justicia ambiental

Los PSA están en plena expansión y las tendencias apuntan a que su
importancia seguirá creciendo durante los próximos años, constitu-
yendo una realidad con la que el mundo de la conservación tendrá
que lidiar en la década entrante. Ante la formulación que la Econo-
mía Neoclásica ha hecho de los PSA (véase Engel et al., 2008 para un
ejemplo de manual), la Economía Ecológica está tratando de recon-
ceptuar los PSA bajo planteamientos menos alineados con la ortodo-
xia económica y más adaptados a idiosincrasias culturales particulares
(véanse las aportaciones de Corbera et al., 2007; Muradian et al., 2010;
Vatn 2010). La Ecología Política puede llevar esta crítica un paso más
allá para extraer los PSA de su actual racionalidad mercantil y redefi-
nirlos bajo la perspectiva de la justicia ambiental (Pellow y Brulle
2005). Desde esta óptica, los PSA pueden ser conceptuados como
mecanismos de compensación de deudas ecológicas. La deuda ecoló-
gica hace referencia a deudas contraídas mediante la adquisición de
recursos, sumideros y servicios ecosistémicos a precios que no reflejan
los costes ambientales y sociales presentes y futuros asociados a su
explotación (Martínez Alier 2005). El concepto de deuda ecológica
no es solo aplicable desde una perspectiva de equidad intragenera-
cional sino también desde la equidad intergeneracional, al estar dila-
pidando las generaciones presentes recursos y sumideros ecológicos
que ya no estarán disponibles para las generaciones venideras.
Hay al menos dos ámbitos sobre los que potencialmente podrían
aplicarse dichos mecanismos compensatorios. El primero se corres-
ponde con el eje campo-ciudad, dado que las ciudades actúan como
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principales receptores de los servicios ambientales provenientes del
mundo rural (Gutnam 2007) y a la vez como principal fuente de con-
taminación y otros pasivos ambientales cuyos impactos se manifies-
tan fundamentalmente más allá de sus límites geográficos (Naredo
2006). El segundo se corresponde con el eje Norte-Sur, dadas las
actuales relaciones de intercambio ecológico desigual (Martínez
Alier y Oliveres 2010). En efecto el análisis de los flujos físicos del
metabolismo global pone de relieve la creciente polarización entre
economías productivas (países en desarrollo) basadas en la explotación
de recursos naturales de bajo valor añadido y economías adquisitivas
(países desarrollados) especializadas en servicios de alto valor añadi-
do y donde se acapara el mayor consumo per cápita de materiales y
energía de baja entropía (Carpintero 2005; Naredo 2006). La inicia-
tiva conocida como proyecto ITT, firmada por el gobierno de Ecua-
dor en agosto de 2010 podría ser analizada desde esta perspectiva.
Partiendo de un principio de corresponsabilidad por los problemas
ambientales globales, e impulsada en el marco de las políticas de
lucha contra el cambio climático, el proyecto ITT (siglas tomadas del
nombre de tres pozos de exploración perforados en la selva tropical:
Ishpingo-Tambococha-Tiputini) consiste en no explotar unos
850 millones de barriles de petróleo situados en el Parque Nacional
Yasuní a cambio de una contribución por parte de la comunidad
internacional cercana al 50 por ciento de los ingresos que se podrían
conseguir si dicho petróleo fuese explotado (ZIP-Ecosocial 2009). 

5. CONCLUSIÓN

Los PSA empujan la frontera de la mercancía hacia nuevas funciones
ecológicas favoreciendo una nueva fase expansiva en el proceso de
mercantilización de la naturaleza que comenzó con los cercamientos
de tierras comunales en la Inglaterra del siglo XVIII. La implementa-
ción de PSA/MSA conllevan la apropiación de servicios ecosistémicos
de libre acceso (o regulados bajo sistemas de propiedad pública o
comunal) para situarlos en la esfera del mercado a disposición del
mejor postor. Una vez que las funciones ecológicas adoptan la condi-
ción de mercancías, el entramado de impactos ecológicos y sociales
asociados al deterioro ambiental queda reducido a la lógica de una
transacción comercial. En la Edad Media la compraventa de cartas de
indulgencia permitía expiar pecados con pagos a las autoridades ecle-
siásticas. En la postmodernidad, los esquemas de comercio absuelven
a la sociedad opulenta de sus impactos ecológicos  mediante la com-
pra de derechos de deterioro ambiental. Desde un marcado reduc-
cionismo crematístico, el principio de «quien contamina paga» legiti-
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ma a quienes cuentan con el poder adquisitivo necesario para pagar
el precio con el que el mercado tase sus daños ecológicos y sociales.
Frente a esta forma de apolitización de los conflictos ecológicos dis-
tributivos, he adoptado aquí la lectura de la Ecología Política que,
fundamentada en el concepto de justicia ambiental, aboga por el
mantenimiento de los medios ecológicos de subsistencia fuera de la
racionalidad mercantil. Confío en haber aportado así algunos ele-
mentos para la crítica de los PSA de cara a su posible redefinición
como mecanismos de compensación de deudas ecológicas.
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RESUMEN

Análisis crítico de los pagos por servicios ambientales: de la gestación en la teoría económica a la
implementación en política ambiental

Desde finales de la década de 1980 la política ambiental se ha apoyado de forma creciente
en las fuerzas del mercado de cara al diseño de sistemas de incentivos económicos para pro-
mover el uso sostenible de los ecosistemas y de los servicios que estos generan. La merca-
dotecnia en política ambiental está siendo implementada a través de dos mecanismos fun-
damentales: los Mercados de Servicios Ambientales y los sistemas de Pagos por Servicios
Ambientales. El principio de «quien contamina paga» promovido por los primeros, se com-
plementa con el principio de «quien conserva cobra» que subyace a los segundos. A pesar
de que algunos países han experimentado con este tipo de mecanismos desde hace al
menos medio siglo, la idea de que servicios ecológicos de carácter público puedan ser apro-
piados, monetizados e incorporados a la esfera del comercio y la compraventa supone un
fenómeno relativamente reciente en la historia del pensamiento económico, y su puesta en
práctica no está siendo ajena a la controversia. En el presente artículo se revisa la historia
de los Pagos por Servicios Ambientales desde su gestación en la teoría económica a su
implementación en política ambiental. Asimismo, se analiza la evolución de las ideas en el
seno del pensamiento económico que ha facilitado la conceptualización de los servicios de
los ecosistemas como valores de cambio y su articulación en los mercados a través de los
diferentes sistemas de compensación que están siendo conceptuados como variantes de los
sistemas de Pagos por Servicios Ambientales.

PALABRAS CLAVE: historia económica, Pagos por Servicios Ambientales, valor de uso,
valor de cambio, mercancía, economía ambiental.

SUMMARY

Payments for ecosystem services from gestation in economics to implementation in environmental
policy: a critical analysis

Since the late 1980s environmental policy has growingly used market forces for the design
of economic incentives to promote sustainable use of ecosystems and ecosystem services.
The market approach to environmental policy is being implemented through two basic
mechanisms: Market for Ecosystem Services and Payments for Ecosystem Services. The «pol-
luter pays principle» underpinning the former is complemented with the «steward earns
principle» underlying the latter. Despite some countries have experimented with such
mechanisms for at least fifty years, the notion that public ecosystem benefits can be the sub-
ject of appropriation, monetization, and articulation in markets constitutes a relatively
recent phenomenon in economic thinking, and its implementation has not escaped con-
troversy. I analyze the history of Payments for Ecosystem Services from its gestation in eco-
nomic theory to their implementation in environmental policy. In particular, I analyze how
the evolution of ideas in economic thinking have paved the way, first, for the conceptual-
ization of ecosystem services as exchange values, and then, for their articulation within the
range of market mechanisms that are being labeled as variants of Payments for Ecosystem
Services.

KEYWORDS: Economic history; Payments for Ecosystem Services, use value, exchange
value, commodity, environmental economics.
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1. EL PAPEL DE LOS PSA EN LA AGRICULTURA Y EL DESARROLLO RURAL
SOSTENIBLES (ADRS)

El sector agrícola en los países en desarrollo necesita crecer para
lograr el desafío de alimentar a una población mundial en aumento
y reducir la inseguridad alimentaria (Bruinsma, 2009). Dada la cre-
ciente escasez de recursos naturales y la concienciación cada vez
mayor con respecto al costo de la degradación ambiental, la elabo-
ración y aplicación de estrategias para un crecimiento agrícola soste-
nible es esencial. Las experiencias de crecimiento e intensificación
agrícola durante las últimas décadas indican el papel clave de las
políticas y las instituciones en facilitar la transformación y el creci-
miento de los sistemas de producción agrícola. Hasta hace poco las
políticas nacionales y las instituciones de los países en desarrollo no
solían considerar la importancia de los recursos naturales y ambien-
tales dentro y fuera de los sistemas de producción agrícola (FAO,
2007a; TEEB, 2010). Por consiguiente, el crecimiento y desarrollo
agrícola ha venido acompañado de una amplia y costosa disminu-
ción de los recursos naturales y degradación ambiental (Tillman et
al., 2002; MEA, 2005). Recientemente, se ha renovado el interés en
fomentar el desarrollo agrícola sostenible unido a una búsqueda de
políticas e innovaciones institucionales que lo favorezcan. Los pagos
por servicios ambientales (PSA) son un instrumento normativo rela-
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tivamente nuevo y diseñado para incentivar la provisión de externa-
lidades (1) positivas para el medio ambiente. Este artículo pretende
evaluar la experiencia y el potencial de los programas de PSA en
apoyo del desarrollo agrícola sostenible. 
La FAO estima que el número de personas que padecen hambre cró-
nica en el mundo ha alcanzado un total de 925 millones (FAO,
2009a). Alrededor del 75 por ciento de las personas más afectadas
reside en las zonas rurales de países en desarrollo y su subsistencia
económica y alimentaria depende de la agricultura (FAO, 2009b). Se
calcula que la población mundial alcanzará los nueve mil millones en
2050. Las previsiones indican que la producción agrícola tiene que
aumentar un 70 por ciento en todo el mundo con respecto a los nive-
les del año 2000 y un 100 por cien en los países en desarrollo para
satisfacer la demanda mundial de alimentos (Fischer et al., 2002;
Bruinsma, 2009). Aumentar la productividad y los beneficios de los
pequeños agricultores son las claves fundamentales para reducir la
inseguridad alimentaria y la pobreza en las economías basadas en la
agricultura (Banco Mundial, 2008; de Janvry y Sadoulet, 2010). 
En las últimas décadas se han cosechado considerables éxitos en
muchos países en desarrollo debido en parte a la amplia adopción
de tecnologías de la «revolución verde» como las variedades mejora-
das de cultivos, fertilizantes y pesticidas. Sin embargo, estos avances
han conllevado una grave degradación ambiental. La Evaluación
Ecosistémica del Milenio (2005) documentó que alrededor del
60 por ciento de los ecosistemas estudiados se estaban degradando o
siendo utilizados de forma no sostenible, aumentando así la presión
ejercida sobre los recursos de la tierra debido al crecimiento conti-
nuo de la población humana y al cambio climático. La degradación
ambiental provocada por el desarrollo agrícola tiene costos tanto pri-
vados como públicos. Ejemplos de los primeros son las reducciones
de la productividad agrícola y de la eficiencia de los insumos (Ali y
Byerlee, 2000), mientras que la contaminación hídrica y las emisio-
nes de gases invernadero son ejemplos de los segundos (FAO, 2007b;
Molden, 2007; FAO, 2009c).
La combinación del fuerte incremento del precio de los alimentos
en 2008 y la creciente preocupación por los efectos del cambio cli-
mático han despertado un renovado interés en el fomento del desa-
rrollo agrícola sostenible, es decir, en el crecimiento agrícola ecoló-
gicamente racional, económicamente factible y socialmente justo
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que pretende producir alimentos y/o generar los ingresos necesarios
para alcanzar la seguridad alimentaria (FAO, 2002a; FAO, 2009a).La
consecución de este objetivo conlleva invertir en un entorno institu-
cional favorable y en la provisión de incentivos a los agricultores para
que cambien sus prácticas de producción. A pesar de que no existe
un consenso sobre una definición específica de desarrollo e intensi-
ficación agrícolas sostenibles, ésta seguramente incluiría el aumento
de las externalidades ambientales positivas y la reducción de las
negativas relacionadas con los sistemas de producción (FAO, 2007a;
Tillman, 2002).
Existen varios ejemplos de sistemas, prácticas y tecnologías aplicadas
en la actualidad que generan beneficios para la producción agrícola
y los bienes ambientales públicos (2) (FAO, 2007a). Las prácticas
agrícolas y ganaderas que maximizan las sinergias con las funciones
de los ecosistemas, como aquellas que rigen los ciclos del agua y de
los nutrientes, la fijación del nitrógeno y el control natural de las pla-
gas, tienen la capacidad de mejorar la calidad del suelo, realizar un
uso más eficiente del agua disponible, aumentar la resistencia al cam-
bio climático y mejorar los ingresos y la producción alimentaria, a la
vez que fomentan y protegen los servicios medioambientales (Royal
Society of London, 2009; Godfray et al., 2010; FAO, 2007b; Molden,
2007; Pretty et al., 2006; PASOLAC, 1999; WOCAT, 2007; FAO,
2009c). La gestión sostenible de la tierra es una categoría amplia que
incluye prácticas de este tipo. Estas prácticas (3) tienen por objetivo
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(2) Se ha demostrado que las prácticas que reducen las perturbaciones del suelo y mantienen su cobertura aumen-
tan los rendimientos (Altieri, 2001; Kaumbutho et al., 2007) además de la retención de carbono en el suelo (Follet
et al., 2001; IPCC, 2007).Además, tales prácticas pueden también reducir la evaporación de agua y aumentar la
infiltración del agua de la lluvia, a la vez que reducen la erosión del suelo y la sedimentación en los cursos de agua
hidrográficos (Hunink et al., 2010). La gestión sostenible de la tierra puede mejorar la biodiversidad y reducir la
contaminación hídrica y atmosférica mediante la reducción del uso de insumos sintéticos y la adopción de métodos
naturales para la gestión de plagas (e.g. variedades resistentes a las plagas, rotación de cultivos) y de sistemas inte-
grados de nutrientes de las plantas como el reciclaje de residuos animales y vegetales y el uso de leguminosas para
fijar el nitrógeno (Edwards, 2000; Hine and Pretty, 2008; Parrot and Marsden, 2002; Scialabba and Hattam,
2002). El restablecimiento y rotación de los pastos puede mejorar la productividad, y si ambas medidas se aplican
en conjunto con la gestión de la densidad de pastoreo, también se pueden reducir las emisiones de metano y nitróge-
no al reducir también el número de animales (FAO, 2006). Al mismo tiempo, las mejoras en la producción de pas-
tos puede traducirse en un aumento de la fijación de carbono en los suelos y la biomasa, y prevenir otras emisiones
al evitar la degradación de los pastos (VCS, 2008a).

(3) La FAO (2002b) considera los siguientes cuatro grupos principales de tecnologías de agricultura sostenible:
a) Agricultura sin labranza/de conservación: reducción de la perturbación del suelo, mantenimiento de la cober-

tura permanente del suelo, rotación de cultivos;
b) Gestión integrada de plagas: variedades resistentes a las plagas, insecticidas biológicos y un mejor uso de los

fertilizantes y el riego, toxicidad mínima y aplicación cuidadosa de pesticidas químicos;
c) Sistemas integrados de nutrientes de las plantas: reciclaje de residuos vegetales y animales y uso de legumino-

sas para fijar el nitrógeno; mejor uso de nutrientes externos;
d) Agricultura orgánica: técnicas para mejorar la biodiversidad y rehabilitar el equilibrio ecológico natural

mediante la intercalación y rotación de cultivos, la conservación del suelo y el agua y un uso mínimo de insumos
externos.



reducir las perturbaciones del suelo y mantener su cobertura per-
manente, aumentar la retención hídrica y minimizar el uso de insu-
mos sintéticos mediante la gestión integrada de las plagas y de los sis-
temas de nutrición de las plantas (FAO, 2002b). Además, en última
instancia pretenden mantener la productividad a largo plazo de las
funciones ecosistémicas (tierra, agua, biodiversidad) y aumentar la
productividad (calidad, cantidad y diversidad) de los bienes agríco-
las y los servicios ambientales (TerrAfrica, 2006, citado en FAO,
2008a). Aparte de los cambios dentro de los sistemas de producción
agrícolas, los cambios en las practicas de uso de las tierras como la
reducción de la expansión de las tierras de cultivo y/o la conversión
de las tierras de cultivo en otros usos no agrícolas constituye otro
grupo de actividades que se podrían incluir en las estrategias gene-
rales para el desarrollo agrícola sostenible.
La cuestión es pues: ¿en qué medida han contribuido y podrán con-
tribuyir los PSA a la adopción de cualquiera de estas prácticas soste-
nibles de gestión agrícola? El Banco Mundial considera en su Infor-
me sobre el desarrollo agrícola mundial que la aparición de progra-
mas de PSA constituye un enfoque prometedor que debería ser
secundado por los gobiernos, tanto locales como nacionales, y por la
comunidad internacional (Banco Mundial, 2008: 199). El grupo de
asesoramiento científico y técnico del Fondo para el Medio Ambien-
te Mundial (FMAM; Global Environment Facility en inglés) que se
ocupa de los PSA ha afirmado que «como único organismo compro-
metido de forma multilateral con el suministro continuo de benefi-
cios ambientales mundiales, el FMAM debería considerar la finan-
ciación a largo plazo de los PSA» (GEF, 2009: 1). Las carteras de acti-
vidades del FMAM y del Banco Mundial cuentan cada vez más con
los PSA para proyectos generales de conservación y desarrollo rural,
como componentes que aportan una fuente de financiación sosteni-
ble (Wunder et al., 2008). El informe del estado mundial de la agri-
cultura y la alimentación de 2007 de la FAO se concentró en la eva-
luación de la experiencia y el potencial de los programas de PSA en
apoyo del desarrollo sostenible de la agricultura y la reducción de la
pobreza. El informe infería que la demanda de servicios ambientales
procedentes de terrenos agrícolas aumentará y que los PSA podrían
constituir un importante medio para estimular su suministro. Sin
embargo, la efectividad de tales programas depende de políticas e
instituciones favorables a nivel local e internacional, las cuales aún
no existen en la mayoría de los casos (FAO, 2007a).
Acuerdos ambientales multilaterales como el Convenio sobre la
Diversidad Biológica (CDB), la Convención de las Naciones Unidas
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de Lucha contra la Desertificación (CNULD), la Convención Marco
de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) están
estudiando la aplicación de PSA y otros mecanismos basados en
incentivos como instrumentos innovadores de financiación para la
conservación de la biodiversidad (CDB, 2010) y la gestión sostenible
de la tierra (CNULD, 2005). Las opciones de pago para evitar la con-
versión de bosques en terrenos agrícolas se están debatiendo en la
CMNUCC dentro del marco del programa de reducción de emisio-
nes por deforestación y degradación (REDD) en los países en desa-
rrollo. Desde 2005, la Convención de las Naciones Unidas de Lucha
contra la Desertificación (CNULD) ha apoyado la integración de los
mecanismos de los PSA en los Planes de acción nacional de sus Paí-
ses Miembros como instrumento para la movilización de recursos y
continúa defendiendo la consideración de tales fuentes y mecanis-
mos innovadores de financiación en su Estrategia para 10 años
(2010-2018) (CNULD MM, 2008). 
La OCDE (2010) constata la proliferación de programas de PSA en
países desarrollados y en desarrollo con la consiguiente movilización
de cantidades cada vez más sustanciosas para la financiación y apoyo
del diálogo internacional sobre los instrumentos eficientes para mejo-
rar los servicios ecosistémicos. Los gobiernos, sobre todo en los países
en desarrollo, se interesan en los PSA por su potencial de recaudar
financiación suplementaria a largo plazo del sector privado como
apoyo a sus programas mejorados para la ordenación de recursos
naturales, empleando el incentivo de «el usuario paga» y de «la dis-
tribución de los beneficios». En Brasil, el Congreso está considerando
una normativa nacional y un programa federal de PSA (Câmara dos
Deputados do Brazil, 2010), y en el Estado de São Paulo se ha apro-
bado una ley que permite su aplicación a nivel estatal (Governo do
Estado de São Paulo, 2010). Esta ley permitirá la realización de pagos
a los agricultores que participen en sistemas de cultivo sostenibles,
incluyendo los silvopastoriles, agroforestales y la conservación fores-
tal, las cuales se conocen como «acciones apropiadas de mitigación a
nivel nacional» (Nationally Appropriate Mitigation Measures,
NAMAS, en inglés) en la presentación de Brasil a la CMNUCC
(2009). 
A pesar del amplio interés existente por los PSA y después de más de
una década de experimentación con los mismos, aún no está claro si
son un instrumento con el potencial de proporcionar combinacio-
nes rentables de beneficios ambientales y de desarrollo (Pagiola et
al., 2005; FAO 2007a; Engel et al., 2008). FAO (2007a) concluye que
los PSA pueden contribuir a la agricultura y desarrollo rural sosteni-
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bles solo como un elemento integrado en una serie de instrumentos
potenciales, y además requieren un entorno normativo e institucio-
nal favorable. Se necesitan marcos analíticos y mejores pruebas
empíricas para determinar cuándo y dónde los instrumentos de los
PSA tienen más probabilidades de conseguir sus objetivos ambienta-
les y/o sociales (FMAM, 2009; Pattanayak et al., 2010). En el presen-
te artículo nos centramos en el análisis de las experiencias con PSA
y en su potencial para cambiar los sistemas de producción agrícola
en lugar de cambiar el uso de la tierra. Sobre la experiencia de los
PSA en este contexto se han realizado menos estudios y el análisis
resultante presenta importantes diferencias con los estudios del
cambio de uso de la tierra. 

2. LOS PSA EN EL SECTOR AGRÍCOLA: DE LA TEORÍA A LA PRÁCTICA

Los Pagos por Servicios Ambientales configuran un sistema median-
te el cual los beneficiarios de los servicios ambientales contraen
acuerdos de forma voluntaria con los gestores de las tierra en favor
de la adopción de prácticas diseñadas para aumentar la provisión de
externalidades positivas para el medio ambiente a partir de una base
de referencia o en el contexto habitual. Los acuerdos de los PSA
hasta ahora se han centrado en cuatro grupos principales de servi-
cios ecosistémicos de regulación y culturales. Los PSA encaminados
a mitigar el cambio climático apoyan las actividades que fijan el car-
bono y reducen o evitan las emisiones de gases de efecto invernade-
ro (GEI) responsables del cambio climático (4). Una de las princi-
pales fuentes de demanda de estos servicios son los mercados de
compensación por la reducción de las emisiones de carbono dentro
de sistemas de intercambio. Aunque muchas actividades agrícolas de
mitigación no se prestan al comercio de contrapartida en mercados
mundiales regulados como el mecanismo de desarrollo limpio
(MDL), existen ejemplos de actividades piloto en intercambios
voluntarios a nivel regional como la Bolsa del Clima de Chicago, el
Alberta Offset System (sistema de contrapartida de Alberta, Canadá)
y el mercado voluntario del carbono. Los acuerdos de PSA en la ges-
tión de cuencas hidrográficas suelen tener el objetivo de proteger la
calidad del agua mediante la reducción de las sustancias contami-
nantes y los sedimentos que entran en las corrientes hídricas o mejo-
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vos para su uso como pastizales permanentes o a las prácticas forestales mejoradas (http://www.v-c-s.org/afl.html,
en inglés).



rar la cantidad de agua mediante el aumento de la infiltración y el
uso más eficaz de este elemento. Los compradores típicos de estos
mercados son hidroeléctricas y redes municipales de abastecimiento
de agua. Los PSA en apoyo de la conservación de la biodiversidad tie-
nen el objetivo de aumentar las inversiones asignadas por las ONG y
el sector privado para una mejor gestión de las zonas protegidas o
para preservar las zonas no protegidas con una biodiversidad impor-
tante (como las explotaciones agrícolas con islas de vegetación
autóctona o en franjas ribereñas). Esta última categoría suele venir
acompañada de PSA para la conservación de la belleza paisajística
financiados con los ingresos del turismo. 
En teoría, los PSA son un instrumento que aporta a las inversiones
para la ordenación de recursos naturales, de forma voluntaria pero
contingente, una dimensión suplementaria basada en incentivos
dentro del marco de una base normativa apropiada. Los principios
fundamentales del diseño de los PSA, que distinguen este instru-
mento de otros mecanismos de ordenación de los recursos naturales
son los siguientes: (i) adicionalidad de las inversiones en programas
de PSA: los pagos o contribuciones en especie se dirigen solo a los
gestores de tierras capaces de proporcionar beneficios ambientales
adicionales con respecto a una base de referencia o a la situación
habitual; (ii) condicionalidad: los pagos solo se realizan tras verificar
debidamente la adopción y mantenimiento de las prácticas acorda-
das y (iii) la permanencia de las intervenciones, una condición espe-
cialmente importante cuando se trata de garantizar las funciones
ecosistémicas a largo plazo (Wunder, 2005; GEF, 2009). Dependien-
do del plan, los requisitos para el monitoreo, reporte y verificación
(MRV) de los resultados de estos tres indicadores pueden ser más o
menos rigurosos. Las normas de MRV son los principales determi-
nantes de los costos de transacción, uno de los obstáculos primor-
diales para la implementación de los PSA (FAO 2007a; Cacho y Lip-
per, 2005). Por ejemplo, el seguimiento de la mitigación podría rea-
lizarse mediante la toma de muestras de la zona en cuestión o el esta-
blecimiento de índices de provisión de servicios ambientales relacio-
nados con actividades específicas, incluido el seguimiento de la
implementación de la actividad o el control de la cubierta forestal
utilizando un sistema de teledetección. Cada una de estas opciones
tendrá un nivel de precisión y fiabilidad distinto, además de costos
diferentes (FAO 2007a; FAO 2009b; Wunder y Börner, en curso). 
Los proyectos de PSA pueden dividirse en dos categorías principales:
tierras cultivadas o tierras convertidas a otros usos (Zilberman et al.,
2009). En las primeras, el servicio ambiental se produce conjunta-
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mente con los productos agrícolas, mientras que en las segundas los
servicios ambientales sustituyen a la producción agraria. La adop-
ción de prácticas de gestión sostenible de la tierra en los sistemas
agrícolas y ganaderos es un ejemplo de la primera categoría, mien-
tras que la limitación de la expansión de las actividades agrícolas a
los terrenos forestales constituye un ejemplo de la segunda. 
La FAO afirma que, en los casos comprendidos en esta primera cate-
goría, los PSA podrían ser utilizados como medio para superar los
obstáculos a la adopción de prácticas agrícolas sostenibles que gene-
ren, a largo plazo, unos ingresos agrícolas superiores a los consegui-
dos con las prácticas actuales (FAO, 2007a). De este modo no seria
necesaria la continuación de los pagos para asegurar su permanen-
cia. Por ejemplo, en Perú, Quintero et al. (2009) estima que cambiar
el ciclo de pastos de maíz quemados por el café cultivado a la som-
bra duplicaría con creces los ingresos de los agricultores, a la vez que
se reduciría en un 18 por ciento la cantidad de sedimentos que ter-
minan en las fuentes de agua potable río abajo y se evitaría la defo-
restación. Aún así, los agricultores necesitarían inversiones iniciales
de capital por un valor de 268 USD/ha durante dos años; después
de este período el nuevo sistema sería más rentable que el anterior y,
asumiendo que el mercado del café continúe siendo viable, los agri-
cultores mantendrían el nuevo sistema agrícola, más rentable que el
anterior, sin necesidad de compensaciones adicionales. Las prácticas
de gestión sostenible no se adoptan debido a una serie de impedi-
mentos como la financiación y los problemas relacionados con los
derechos de propiedad, la acción colectiva, los precios desfavorables
de insumos y/o productos, la falta de información y las preocupa-
ciones por la gestión del riesgo (Giller et al., 2009; Pattanayak et al.,
2010; FAO, 2010a; FAO, 2009b; FAO, 2008b; FAO, 2007a; Graff-Zivin
y Lipper, 2008). El cambio de sistemas de producción incluye un
período de transición que puede extenderse durante varios años,
mientras que los ingresos pueden disminuir y los riesgos multiplicar-
se. La falta de financiación para respaldar estas transiciones y la ofer-
ta de un sistema de seguros de ingresos son, por lo tanto, uno de los
principales obstáculos para su adopción. Los programas de PSA
podrían ser diseñados para afrontar barreras específicas para su
adopción, como la prestación de capital de inversión, seguros, servi-
cios de extensión, entre otros.
En general la «productividad» de los servicios ambientales por hec-
tárea o por explotación agrícola familiar es baja en estos tipos de sis-
temas, sobre todo si se comparan con los programas de conversión
de tierras. Este hecho unido a los precios generalmente bajos que se
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pagan por los servicios ambientales se traduce en beneficios poco
sustanciales por el suministro de dichos servicios en las explotacio-
nes agrícolas (5). Esto sugiere que agrupar los beneficios obtenidos
por una gran cantidad de productores y usarlos para realizar inver-
siones de grupo destinadas a eliminar obstáculos para la adopción de
prácticas sostenibles, como la financiación de servicios de extensión
o la compra compartida de equipos y maquinaria, podría ser más
efectivo que realizar pagos individuales. Tanto si los pagos son colec-
tivos o individuales, la elaboración de proyectos de PSA con el fin de
aumentar y complementar otras inversiones de mayor envergadura a
favor del desarrollo agrícola sostenible también es importante para
mejorar la efectividad en este ámbito. 
Una de las principales características de los modos de vida de los
pequeños agricultores es la necesidad de flexibilidad en la gestión
del sistema productivo como respuesta a las variaciones del clima, los
mercados, el estado de salud o la composición de su familia (Banco
Mundial, 2008). Mantener la flexibilidad en el contexto de un pro-
grama de PSA puede ser todo un reto, especialmente en lo que se
refiere a los servicios que implican compromisos a largo plazo con
una determinada práctica del uso de la tierra, como es el caso de la
retención de carbono en el suelo. Conciliar la necesidad de las con-
diciones y la permanencia de los PSA con la flexibilidad de la gestión
de los recursos por parte de las familias de agricultores es uno de los
principales retos del diseño de estos programas. Un modo de supe-
rar este problema es desarrollar programas que reduzcan el riesgo de
incumplimiento mediante la diversificación de los tipos de partici-
pantes y de las actividades, además del establecimiento de «fondos o
cuentas de amortiguación» para garantizar la permanencia (6), dedi-
cando más tierra a una actividad específica como seguro ante incum-
plimientos o cambios de tendencia. Esta ampliación puede tener el
doble beneficio de dispersar el riesgo y reducir los costos fijos de
transacción, y por consiguiente puede ser importante para este tipo
de programas de PSA.
Para los programas de PSA que entran en la segunda categoría de
conversión de tierras, los potenciales proveedores de servicios
ambientales demandarán un pago perpetuo como resarcimiento por

Pagos por servicios ambientales: ¿qué papel ocupan en el desarrollo agrícola sostenible?

63
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011

(5) En el contexto de los cuatro servicios ambientales principales con los que se hacen transacciones en los mer-
cados en la actualidad. Puede variar para la polinización, control de las plagas o mantenimiento de agrobiodiver-
sidad específica.

(6) Por ejemplo, el Voluntary Carbon Standard, una norma voluntaria relativa al mercado de carbono, nor-
malmente establece la retención de un porcentaje entre el 10 y el 60 por ciento de los créditos del carbono generados
por la actividad del proyecto aprobada. Estos créditos se depositan en la «AFOLU Pooled Buffer Account» (i.e., una
cuenta de recursos de amortiguación) para cubrir los riesgos de permanencia en las intervenciones.



los costos de oportunidad de las opciones de gestión anteriores, las
cuales reducirían la generación de servicios ambientales. En estos
casos existe normalmente un mayor nivel de prestación servicios
ambientales por productor o por hectárea y un menor costo de
monitoreo –pues existe la capacidad de usar datos referenciados geo-
espacialmente–, lo cual contribuye a aumentar los beneficios econó-
micos de la prestación de servicios ambientales. 

3. LA EXPERIENCIA CON LOS PROGRAMAS DE PSA EN LA AGRICULTURA

Recientes reseñas de la literatura sobre las experiencias de PSA des-
tacan cuatro características principales de este tipo de programas
que se están ejecutando en la actualidad: 1) la mayoría no se demues-
tra que aporten adicionalidad y carecen de mecanismos de selección
apropiados, 2) están diseñados con objetivos múltiples y 3) siguen
estando financiados en gran o total medida por el sector público
(Engel et al., 2008; FMAM, 2009; Stanton et al., 2010).
En la mayoría de los proyectos de PSA no se demuestra que apor-
ten adicionalidad. Generalmente los programas de PSA, al igual
que otras iniciativas para la conservación, no suelen considerar el
escenario contrafactual cuando evalúan los efectos, por lo cual es
difícil determinar si una cierta inversión ha sido realmente respon-
sable de las mejoras comprobadas (Ferraro y Pattanayak, 2006; Pat-
tanayak et al., 2010). Hay pocos datos sobre los efectos causados,
sobre todo en las inversiones en proyectos hídricos. El informe de
Porras et al. (2008) ejemplifica casos en los que los efectos de la ges-
tión de cuencas hidrográficas se basan en el seguimiento real, al
menos de la adopción de las prácticas encaminadas a suministrar
los beneficios hidrológicos esperados, aunque puntualiza que en
muchos casos la única información disponible está basada en las
percepciones locales. 
A pesar de esto, se están realizando progresos y existen ejemplos
prometedores. En Ecuador, Quintero et al. (2009) ha demostrado
que los PSA de hecho han apoyado mejoras rentables de la calidad
del agua con el precio implícito de la sedimentación evitada gracias
a los PSA con un coste de 3.1 USD/tonelada de sedimento. En
Perú, los autores mencionados han constatado que la disponibili-
dad de pago de los usuarios de agua potable cubriría la inversión
necesaria para pasar de un cultivo anual que causa degradación a
un cultivo de café de sombra de solo dos meses. En Francia, la
empresa embotelladora de agua mineral Vittel invirtió alrededor
de 978 EUR/ha al año durante los primeros siete años (el progra-
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ma está en marcha desde 1993) y los beneficios obtenidos equiva-
len a 1,52 EUR por m3 de agua embotellada (Perrot-Maître, 2006).
Considerando que cada botella de Vittel de 75 cl se vende por 1
euro, e incluso contabilizando los costos de producción y venta, los
beneficios de esta inversión son considerables, sobre todo si se con-
sidera que una hectárea de pastos bien gestionada suele producir
3000 m3 de agua mineral al año (INRA, 1997, citado en Perrot-Maî-
tre, 2006). La necesidad de preparar un «modelo comercial» para
justificar la inversión del sector privado como base para las iniciati-
vas de PSA del CARE-WWF en África Oriental (Lopa y Ellis-Jones,
2007) es un ejemplo del aumento de la atención prestada a la adi-
cionalidad. Además, se ha conseguido el compromiso de dos
importantes consumidores de agua (la empresa hídrica de Dar es
Salaam y la embotelladora de agua Coca-Cola) para comenzar con
las inversiones en gestión sostenible de tierras río arriba (Branca et
al., 2009).
Los programas de PSA carecen de mecanismos de selección efecti-
vos. A pesar de que la capacidad y los costos por la prestación de ser-
vicios ambientales varían mucho, la mayoría de los programas de
PSA no reflejan esta variabilidad en sus planes de pagos, en especial
cuando se trata de distintos costos de prestación. De hecho, una de
las principales recomendaciones de un reciente taller de la OCDE
con respecto a la relación coste-eficacia de los programas de PSA fue
realizar una mejor selección de los proveedores de tales servicios y
diferenciar varios niveles de pago mediante el uso de instrumentos
como las subastas inversas (OCDE, 2010). 
Las dificultades para asegurar la adicionalidad y realizar una selec-
ción adecuada también se deben a que los proyectos de PSA están
diseñados con objetivos múltiples. En particular muchos programas
de PSA combinan el objetivo de reducir la pobreza con objetivos
ambientales. Si bien algunos sostienen que los PSA no son un ins-
trumento de mitigación de la pobreza y que perderán su valor si
comprometen su eficiencia (Alix-Garcia et al., 2008; Wunder et al.,
2008), otros consideran que los PSA deberían incorporar otros obje-
tivos (Rosa et al., 2004; Swallow et al., 2007). Teniendo en cuenta que
la mayoría de los proyectos de PSA en realidad tienen financiación
pública (Stanton et al., 2010; Porras et al., 2008), su diseño y regla-
mento operativo ya incluyen una diversidad de objetivos (Pascual et
al., 2010) que comprometen de forma involuntaria la eficiencia del
proyecto ambiental a la hora de seleccionar a los participantes
(Muñoz-Piña et al., 2008; Wunder y Santiago 2010, Alix-Garcia et al.,
2008). Las tasas de pobreza se incluyen como criterio para seleccio-
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nar a los proveedores o se suaviza el tipo o las condiciones del pago
en detrimento de las condiciones impuestas en los casos en los que
la aplicación sería políticamente comprometida (Pattanayak et al.,
2010). 
En la medida en la que los programas de PSA están diseñados para
superar los obstáculos por falta de inversiones para la adopción de un
nuevo sistema que genere mayores beneficios económicos a largo
plazo, existe una justificación para seleccionar a agricultores pobres,
que son los que con más probabilidad entran dentro de esta catego-
ría, y la pérdida de eficiencia en este tipo de selección debería ser
relativamente baja. No obstante, existen pocos ejemplos de selección
de participantes por este motivo (el proyecto RISEMP (7) es uno de
ellos). En este punto surgen dudas sobre la equidad. Seleccionar solo
«malos» gestores de tierras para los pagos y excluir a aquellos que ya
han adoptado prácticas sostenibles no suele ser aceptable en las
comunidades rurales, aunque sea necesario para alcanzar una presta-
ción eficiente de servicios ambientales (FAO 2007a). Además, impo-
ner las condiciones en los casos en los que los pagos impliquen inver-
siones fijas no es realmente viable desde el punto de vista político ni
práctico. En última estancia, cuando los pobres no se encuentran en
la mejor posición para ofrecer servicios ambientales adicionales, com-
prometer los resultados ambientales usando la pobreza como princi-
pal criterio para la selección de participantes y reducir la contingen-
cia de los pagos puede ser una de las principales causas del bajo ren-
dimiento ambiental de los programas de PSA (FMAM, 2009). 
Encontrar el equilibrio entre la eficiencia y las preocupaciones por
una mayor equidad e imparcialidad es una cuestión fundamental
para la desarrollo de los PSA (Pascual et al., 2010), y debe ser clari-
ficada de forma explícita en el diseño de los mismos. Noordwijk y
Beria (2010) han afrontado esta cuestión definiendo 3 categorías
de PSA en las que el nivel de condicionalidad y eficiencia al selec-
cionar a los participantes varía desde planes a favor de los pobres a
planes basados en el mercado: desde (i) inversiones conjuntas en
prácticas de gestión de los recursos naturales que mejoren tanto la
productividad agrícola como la prestación de servicios ambienta-
les, pasando por (ii) la compensación de los costos de oportunidad
derivados de la restricciones impuestas por la ordenación de los
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(7) El RISEMP (proyecto de gestión ecosistémica con un enfoque regional silvopastoril integrado) se centró de
forma específica en rancheros pequeños y medianos y les proporcionó asistencia técnica e incentivos financieros para
apoyar la adopción de paquetes silvopastoriles diseñados para mejorar la sostenibilidad del sistema y suministrar ser-
vicios ambientales del carbono y la biodiversidad (Pagiola et al., 2004).



recursos naturales, hasta (iii) los pagos supeditados al nivel de la
provisión de los servicios ambientales (8) sin dar prioridad a los
requisitos a favor de los pobres.
La mayoría de los programas de PSA están financiados por el sector
público. Aunque la financiación pública de los programas de PSA no
es necesariamente un problema, la gran dependencia de los fondos
del sector público suscita alguna preocupación por la viabilidad a
largo plazo del apoyo al desarrollo agrícola sostenible. En primer
lugar, esto indica que los programas de PSA hasta ahora no han sido
capaces de atraer fondos adicionales del sector privado, lo cual cons-
tituye uno de los principales argumentos para que los PSA se con-
viertan en un nuevo instrumento que aumente las inversiones desti-
nadas a la ordenación de los recursos naturales. En segundo lugar, la
idea de vincular mejor la oferta y la demanda de servicios ambienta-
les a través de los programas de PSA puede perderse si la financia-
ción del sector público depende de los fondos generales sin contar
con mecanismos específicos que asignen parte de las tasas recauda-
das por el uso del agua o por los impuestos sobre el combustible. En
tercer lugar, los problemas relativos a la falta de sostenibilidad de los
fondos públicos a largo plazo constituye una preocupación, al igual
que la capacidad general del sector público en los países en desarro-
llo para apoyar tales programas.
El FMAM señala la falta de incentivos adecuados para involucrar al
sector privado en las inversiones iniciales realizadas por los usuarios
de las tierras (FMAM, 2007). El Banco Mundial alberga grandes
expectativas sobre la capacidad de los PSA de atraer fondos privados
adicionales sin depender del gobierno o los donantes y asegurando
la eficiencia, ya que los compradores solo contribuirán si los benefi-
cios que obtienen superan sus inversiones (Banco Mundial, 2008). A
pesar de la multiplicación de estas iniciativas, pocos programas han
sido capaces de asegurar el compromiso de los beneficiarios directos
de la prestación de servicios ambientales mejorados (Porras et al.,
2008). La capacidad de los PSA de recaudar fondos adicionales y sos-
tenibles de los usuarios de SA sigue siendo escasa y la mayoría de los
proyectos sigue dependiendo de la reasignación de fondos guberna-
mentales (Porras et al., 2008, Stanton et al., 2010). 
Incluso los programas más veteranos dependen aún en gran medida
de la financiación de los donantes para sufragar sus pagos a los pro-
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(8) Por ejemplo, en la iniciativa Rivercare dirigida por ICRAF en la que los pagos a los proveedores de servicios
ambientales están supeditados a la reducción de los sedimentos, entre las sanciones se incluye la posibilidad de revo-
car la titularidad del contrato, (Suyanto, 2007, Widodo et al., 2006).



veedores de servicios ambientales. Dos de los programas más avanza-
dos de PSA en Costa Rica (desde 1997) y en México (desde 2003)
siguen basándose en los préstamos del Banco Mundial para cumplir
con los pagos a los proveedores de servicios. En la primera fase del
proyecto Ecomercados de Costa Rica (2001-2005) 14 millones USD
de los 32 millones totales del préstamo del Banco Mundial fueron
asignados para el componente de «contratos de SA programados»
(FMAM, 2000). Ecomercados II (2006-2012) asignó la totalidad del
préstamo de 30 millones de USD al saldo de los pagos con contratos
con los propietarios de las tierras para proporcionar servicios ambien-
tales (componente del proyecto 2D), a pesar de que esta cantidad fue
igualada por los fondos nacionales (FMAM, 2005). De igual modo, en
el proyecto de apoyo al desarrollo del proyecto nacional mexicano de
PSA, el préstamo del Banco Mundial se utilizó para sufragar el pago
de los compromisos del Proyecto de Servicios Ambientales 2006-2011
(componente del proyecto VI), alcanzando un total de 149 millones
de USD. En este caso la otra mitad también fue financiada con fon-
dos públicos (41 millones de USD) y contribuciones realizadas por
los consumidores de agua (33 millones de USD) (FMAM, 2006). 
Este análisis señala el dilema de la conveniencia o no de continuar
con los PSA para apoyar el desarrollo agrícola sostenible, y de qué
manera hacerlo. La experiencia con este instrumento nos muestra
que la falta de eficiencia es un gran problema tanto en la propia pres-
tación de los servicios ambientales como en la atracción de financia-
ción complementaria de carácter sostenible. También se ha indicado
que los programas de PSA suelen incluir las preocupaciones por
reducir la pobreza, lo cual puede disminuir la eficiencia de la pres-
tación de servicios ambientales (Pascual et al., 2010). Al mismo tiem-
po, aunque no son claros los efectos de los PSA en el fomento de la
adopción de sistemas agrícolas sostenibles, es probable que no sean
de gran importancia debido a su uso limitado para cambiar los siste-
mas de producción agrícola. Las sugerencias para mejorar los resul-
tados de los programas de PSA se centran en mejorar la selección de
los participantes diferenciando los pagos y las condiciones de los mis-
mos, pero estas sugerencias pretenden mejorar la eficiencia de la
provisión de servicios ambientales, y no mejorar la efectividad poten-
cial de los PSA para apoyar el desarrollo agrícola sostenible. 
Aunque las anteriores sugerencias se solapan, no coinciden en lo que
se refiere al fomento de la adopción de practicas agrícolas sostenibles
por parte de los pequeños agricultores. En este sentido, uno de los obs-
táculos principales para alcanzar el máximo potencial de los PSA es la
necesidad de ampliar los programas con el fin de reducir los altos cos-
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tes de negociación y MRV por unidad de servicio y permitir la creación
de suficientes servicios ambientales que actúen como «cuentas amor-
tiguadoras» garantizando la flexibilidad necesaria para los participan-
tes. Por otra parte, la tensión entre la adicionalidad y la equidad supo-
ne también una barrera. La adicionalidad es necesaria para garantizar
la eficiencia ambiental de los servicios ambientales prestados y la equi-
dad constituye una importante preocupación cuando solo se conce-
den pagos a quienes realizan prácticas de gestión no sostenibles, exclu-
yendo a los que ya han adoptado prácticas sostenibles.
La combinación de estos factores indica que predisponer los PSA para
que apoyen el desarrollo agrícola sostenible requiere el estableci-
miento de fuertes vínculos con las iniciativas de desarrollo agrícola y la
financiación del sector público, al menos en las fases iniciales. Sin
embargo, sí que sería posible asegurarse la participación y financia-
ción del sector público en estos programas, si la participación se plan-
tease como un proceso de preparación, es decir como un proceso
necesario para crear las condiciones que faciliten la participación pri-
vada, análogo al de «REDD readiness». Este tipo de enfoque puede ser
muy efectivo cuando el proceso de preparación conlleva en gran medi-
da el mismo fortalecimiento institucional necesario para el desarrollo
agrícola sostenible, como por ejemplo la clarificación de los derechos
de propiedad, la mejora de los servicios de extensión, la facilitación de
las redes de la comunidad y la organización de los agricultores para la
gestión colectiva de los recursos o la comercialización. 
La experiencia de REDD nos está enseñando mucho sobre el proce-
so de preparación, el cual incluye la difícil tarea de crear los entor-
nos técnicos e institucionales necesarios para los programas de pagos
a favor de la reducción de emisiones relacionadas con la deforesta-
ción y la degradación, siendo el proceso tan importante como los
resultados. En particular, el proceso de preparación para reducir los
costos y aumentar la capacidad de ampliación y reproducción de los
programas, la estimulación del desarrollo de un entorno normativo
general favorable, la garantía de la equidad y los numerosos benefi-
cios y la creación de las condiciones para el desarrollo de determi-
nados proyectos con apoyo del sector público, son beneficios esen-
ciales que pueden obtenerse aplicando un estrategia de este tipo.

4. CÓMO APROVECHAR EL POTENCIAL DE LOS PSA PARA LA ADRS: 
PREPARAR Y ASEGURAR LA PARTICIPACIÓN DEL SECTOR PRIVADO

Nuestro análisis indica tres importantes áreas en las que la inversión
del sector público podría mejorar la capacidad de los programas de
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PSA para apoyar el desarrollo agrícola disponible: 1) reducir los cos-
tos de transacción y facilitar la reproducción, 2) crear un entorno
normativo favorable y 3) garantizar la equidad y el aprovechamiento
de múltiples beneficios. El siguiente apartado proporciona más aná-
lisis del papel de los sectores público y privado para la consecución
de estos objetivos. Es importante señalar que la capacidad y conve-
niencia de alcanzar un enfoque público-privado conjunto de los pro-
gramas de PSA a favor del desarrollo agrícola sostenible variará con-
siderablemente dependiendo de circunstancias específicas. Aspectos
importantes a considerar son los costos y beneficios de la prestación
de servicios ambientales en los sistemas de producción agrícola, el
desarrollo y el entorno institucional general del país, la demanda
potencial de servicios ambientales y el grado de dependencia de la
prestación de servicios a un determinado lugar (como los beneficios
de las cuencas hidrográficas o la conservación de la biodiversidad),
en contraposición con otros con una base de prestación más amplia
como la fijación del carbono o la reducción de las emisiones.

4.1. Reducción de los costos de transacción y fomento de la reproducción

Las iniciativas públicas para proporcionar un marco específico para
la inversión del sector privado en los programas de PSA pueden con-
tribuir a reducir los costes iniciales del proyecto, eliminar uno de las
principales obstáculos para su reproducción a mayor escala (FMAM,
2009; Wunder et al., 2008) y disminuir los riesgos del sector privado
valiéndose de la experiencia y el fortalecimiento institucional alcan-
zado durante las primeras fases (Stanton et al., 2010). Éstas podrían
reducir los costes de diseño y aplicación de futuros proyectos de PSA
mediante el desarrollo de metodologías, datos y experiencias, evi-
tando así la duplicación de las inversiones en tareas técnicas, de
investigación y de gestión (Porras et al., 2006), y utilizando los cana-
les gubernamentales existentes para la agrupación e inversión en
materia de capacitación. Los gobiernos pueden hacer llegar la asis-
tencia técnica para la tecnologías de ordenación del territorio a
zonas específicas, desarrollar normativas para la contratación e inver-
tir en la capacitación de las comunidades de modo que éstas alcan-
cen un mejor entendimiento de su propia provisión y uso de servi-
cios ambientales, contribuyan a la elaboración de los programas y
negocien los pagos y los contratos. Un ejemplo de este tipo de pro-
ceso de preparación procede de Kenya, dónde dos proyectos de PSA
financiados por el Fondo Internacional para el Desarrollo Agrícola
(FIDA), el Programa de Pagos por Servicios Ambientales a favor de
los Pobres en África (Programme Pro-poor Rewards for Environ-
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mental Services in Africa, PRESA, en inglés) y el Programa de Cré-
ditos de Agua Verde (Green Water Credits programme, GWC, en
inglés) han establecido una base científica para la inversión en la
ordenación de cuencas hidrográficas usando las técnicas agrofores-
tales y de gestión de agua verde, facilitando el diálogo sobre políticas
para una mejor gestión del agua y de las tierras y una mayor partici-
pación de los usuarios del agua en la gestión de las cuencas hidro-
gráficas. En la actualidad la estrategia para incorporar su trabajo en
las políticas gubernamentales y conseguir que se reproduzcan se cen-
tra en el desarrollo de un paquete técnico realizado conjuntamente
con el Instituto Kenyano de Investigación Agrícola (Kenyan Agricul-
ture Research Institute, KARI, en inglés), como anexo del manual
que la Autoridad Gestora de los Recursos Hídricos (Water Resources
Management Agency, WRMA, en inglés) utiliza para ayudar a las aso-
ciaciones de usuarios de estos recursos a desarrollar sus planes de
ordenación de subcuencas hidrográficas. Hasta ahora el paquete
incluye solo asesoramiento técnico sobre las diferentes opciones
para la gestión de las franjas ribereñas de los principales canales flu-
viales y no involucra a los campesinos de las parte superiores de las
subcuencas. 
Los costos de MRV podrían reducirse con el uso de estructuras
gubernamentales que unifiquen la información de los proveedores
partiendo de los proyectos de ordenación del territorio y los recur-
sos que estén recopilando la información necesaria (Lipper et al.,
2010). Las economías de escala alcanzables pueden justificar la inver-
sión en protocolos basados en actividades que faciliten la reproduc-
ción de los programas para la mejora de cuencas hidrográficas, de
mitigación del cambio climático o conservación de la biodiversidad.
Por ejemplo, la Bolsa del Clima de Chicago está realizando transac-
ciones con carbono proveniente de la labranza de conservación, de
plantación y gestión de pastizales, empleando una metodología sim-
plificada que asigna beneficios de carbono según los tipos de suelo y
las amplias opciones de gestión de la tierra. La cantidad de benefi-
cios de carbono producidos se calcula usando protocolos basados en
la investigación realizada por el departamento de agricultura de
EE.UU. (USDA) (9). De igual modo, el sistema de contrapartida de
Alberta en Canadá ha construido sus protocolos según el consenso
alcanzado por destacados científicos (de institutos de investigación y
del gobierno) y al principio con el apoyo y la aprobación del gobier-
no de Alberta. Ambos proyectos permiten la agrupación de créditos

Pagos por servicios ambientales: ¿qué papel ocupan en el desarrollo agrícola sostenible?

71
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011

(9) http://www.chicagoclimatex.com/docs/offsets/CCX_Soil_Carbon_Offsets.pdf (en inglés)



del carbono provenientes de grandes extensiones dentro de las
regiones seleccionadas. Sin embargo, ambos se basan en un conjun-
to existente de investigaciones y datos relacionados con la agroeco-
logía y los sistemas de producción de la zona y por lo tanto inspiran
una mayor confianza en la prestación de los servicios ambientales
mediante el uso de tales protocolos. Por su parte, la mayoría de los
países en desarrollo carecen de datos e investigaciones relacionadas
con la producción agrícola y los resultados ambientales, lo cual supo-
ne uno de los principales impedimentos para el establecimiento de
protocolos de monitoreo de costo relativamente bajo. El sector públi-
co, incluida la investigación agrícola nacional y los servicios de exten-
sión, podría desempeñar un papel importante para paliar esta defi-
ciencia, aunque dados los limitados recursos públicos de los países
en desarrollo para realizar estas actividades, sería importante dar
prioridad al trabajo basado en los beneficios potenciales de los ser-
vicios ambientales de distintos sistemas agrícolas y agroecologías. La
vinculación con iniciativas de investigación internacionales como las
actividades apoyadas por los programas del FMAM o del Grupo Con-
sultivo sobre Investigaciones Agrícolas Internacionales (CGIAR)
podría constituir otro método para afrontar esta deficiencia.
Por último, facilitar el «aprendizaje práctico» fomentando el desa-
rrollo de proyectos concretos también puede estimular la inversión
local en procesos participativos y soluciones negociadas (Wunder, S.
y Santiago, C., 2010). Asimismo, la aplicación de las enseñanzas
extraídas de este tipo de experiencias en modelos de reproducción a
mayor escala puede convertirse en un importante aliado para redu-
cir los costos de transacción.

4.2. Fomento del desarrollo de un entorno normativo favorable

Los programas de PSA no pueden alcanzar su potencial de apoyar al
desarrollo agrícola sostenible sin un entorno normativo público
favorable. Afortunadamente existe un alto grado de solapamiento
entre las políticas que apoyan la agricultura y el desarrollo rural sos-
tenibles y las que permiten la creación de los PSA. Por ejemplo, es
necesario clarificar los derechos formales e informales sobre bienes
como la tierra y el agua que prestan los servicios ambientales, de
modo que se puedan proporcionar los incentivos que aseguren las
inversiones necesarias. Stanton et al. (2010) señalan que la regula-
ción puede convertirse en un importante motor para el desarrollo
de los mercados, la fijación de precios y el uso de programas de
pagos gubernamentales ya existentes para el desarrollo y la evalua-
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ción de los resultados de la conversión de las tierras. Estos autores
citan como ejemplos la Ley Agraria de EE.UU. (US Farm Bill) y los
programas de subvenciones de China. Otro elemento fundamental
para un entorno normativo favorable es evitar incentivos perjudicia-
les como los subsidios de fertilizantes y plaguicidas que fomentan el
uso desmesurado de los mismos (CDB, 2010).
Igualmente, la combinación de instituciones, incluidas las ONG y
organizaciones públicas y privadas, también permite un refuerzo
mutuo que favorece «la resiliencia y los controles del sistema que en
última instancia pueden hacer los programas más efectivos y sosteni-
bles» (Berkes, 2007 citado en Clements, 2010). En algunos casos
puede incluso llenar el vacío institucional dejado por la presencia
limitada del gobierno en una región y demostrar la capacidad de los
PSA de complementar las deficiencias de los sistemas de aplicación
existentes (Sommerville, 2009). Además, las asociaciones pueden esti-
mular y complementar la recopilación de datos básicos de carácter
social y medioambiental que normalmente no aparecen en las esta-
dísticas nacionales, tales como la carga de sedimentos o los costos de
tratamiento del agua en contraposición con los efectos para la salud.
Los programas de PSA podrían aumentar la efectividad de las políti-
cas y la legislación públicas de ordenación del territorio contribuyen-
do a sufragar los costos de oportunidad derivados de su cumplimien-
to. Aunque pueda parecer que esta noción sea incompatible con el
requisito de adicionalidad, los requisitos normativos que se solapan
pueden convertirse en una carga aplastante para los propietarios de
las tierras y los PSA pueden ayudar a soportar. En el término munici-
pal de Extrema, Brasil, varias leyes ambientales se solapan y afectan a
terrenos de sustancial tamaño, lo cual, sin una asistencia técnica espe-
cífica, equivaldría a la desmantelación de explotaciones agrícolas
enteras. Con la contribución financiera de los usuarios finales de estas
zonas de protección ambiental (en la actualidad financiadas por
donantes pero en el futuro serán sufragadas por los usuarios de agua
de la ciudad de São Paulo), los usuarios de las tierras han recibido
asistencia técnica para adaptar sus explotaciones a los requisitos nor-
mativos con una pérdida mínima de tierras, y han sido compensados
por la pérdida residual de terrenos de pasto (Revista Saneas, 2008). 

4.3. Creación de programas equitativos con beneficios múltiples sin comprometer
la adicionalidad

Con el fin de asegurar la equidad sin perjudicar la provisión de servi-
cios ambientales y de gestionar el riesgo de fugas, se podría diseñar un
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proceso de preparación de PSA con apoyo público permitiendo la invo-
lucración de un mayor grupo de participantes en el proyecto, aunque
por distintas razones. Una opción es el establecimiento de una serie de
niveles y formas de pago según las cuales ciertos pagos se realizan por
razones sociales y cuentan con una contingencia menor, mientras otros
pagos más sustanciosos están sujetos a requisitos más estrictos. La expe-
riencia con los incipientes proyectos de PSA en Asia y África (10) ha
demostrado que para asegurar la existencia a largo plazo de los PSA es
fundamental insistir en la creación de un sentido de igualdad en las
comunidades en las que se realizan estas iniciativas. Pagar solo a los
agricultores de las zonas con prioridad ambiental excluyendo al resto
puede poner en peligro la viabilidad de los proyectos. Un proceso pro-
gresivo de solapamiento de pagos privados en proyectos agrícolas con
financiación pública es una posible solución para acallar las preocupa-
ciones por la equidad y la eficiencia.
Al mismo tiempo, en muchos casos, las iniciativas de desarrollo agríco-
la (incluyendo los proyectos destinados a apoyar la gestión comunitaria
de los recursos naturales) conlleva la recopilación de información bási-
ca, consultas a la comunidad, creación de redes y acciones colectivas, así
como la prestación de servicios u otros tipos de compensaciones para
los miembros de la comunidad que adopten prácticas de agricultura
sostenible que generen beneficios privados y externalidades ambienta-
les positivas. En la actualidad, se ha conseguido desarrollar poco el
potencial de los componentes de los PSA en estos proyectos aunque,
como se mencionó anteriormente, los organismos de financiación han
expresado un interés considerable en conseguir este objetivo. La inclu-
sión de forma explícita del futuro desarrollo potencial de un compo-
nente de los PSA financiado con capital privado en las fases iniciales de
la aplicación del proyecto público podría reducir los costes relaciona-
dos con el desarrollo de los PSA insciribiéndolos directamente en el
diseño del proyecto en curso y en las actividades de implementación.
Además, también abordaría la cuestión de la equidad proporcionando
algunas actividades para coordinar con los objetivos de reducción de la
pobreza, las cuales se solaparían con actividades adicionales basadas en
los criterios de eficiencia ambiental. Si procede, una mayor recauda-
ción de fondos permitiría a los proyectos operar a mayor escala y supe-
rar los posibles efectos del umbral biofísico (11) y dejar espacio para
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cíficas.



que el sector privado se centre en las áreas prioritarias con normas de
participación (aunque ésta sea voluntaria) más estrictas y una mayor
contingencia de pago. 
Una de las principales recomendaciones para mejorar la eficiencia
ambiental de los instrumentos de los PSA consiste en integrar la dife-
renciación espacial en los mecanismos de selección para permitir la
mayor prestación de servicios ambientales, el mayor riesgo de pérdi-
da/adicionalidad de los mismos y menores costos de adopción de las
prácticas correspondientes (Wünscher et al., 2008). Este tipo de plan
de selección podría aplicarse a un plan ya existente con financiación
pública complementado con la participación del sector público. Éste
es el caso del programa nacional de PSA de Costa Rica en el que las
empresas hidrológicas contribuyen al plan nacional a cambio de la
asignación de contratos de PSA a los agricultores en sus áreas de acti-
vidad (12). En el proyecto nacional de Sudáfrica Trabajando para el
Agua (Working for Water programme, en inglés), algunas autorida-
des locales han asignado cantidades adicionales a las tarifas recibidas
por el uso y protección del agua, con la intención específica de apo-
yar los esfuerzos del programa destinados a la eliminación de plantas
invasivas de sus subcuencas hidrográficas (13). No obstante, incluso
en el marco de este tipo de acuerdos pueden surgir problemas para
avanzar en pos de un plan de selección más eficiente para los PSA.
Blackman y Woodward (2010) ponen en cuestión hasta qué punto ha
contribuido el sector público en el plan de PSA de Costa Rica para el
aumento de la eficiencia, ya que se evidenció que las relaciones den-
tro de la comunidad fueron una motivación fundamental para la par-
ticipación, tanto como la propia prestación de servicios ambientales.
En estos casos una eventual financiación adicional por parte del sec-
tor privado puede favorecer la aportación de fondos gubernamenta-
les para la inversión en otras iniciativas públicas de desarrollo rural.
Por ejemplo, en una reciente evaluación de la FAO sobre la viabili-
dad de los PSA en Bután (FAO, 2010b) se expone que el apoyo del
gobierno a la protección de los bosques y a la reforestación supone
un tercio del presupuesto asignado al Ministerio de Agricultura
entre 2008 y 2013, o alrededor de mil millones de BTN (unos
22 millones de USD). La actividad de gestión específica de cuencas
hidrográficas se centra en la plantación y asigna la mitad de sus fon-
dos a este menester (GNHC, 2009). Si una mayor parte de la res-
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ponsabilidad de inversión se trasladase a las empresas que se benefi-
cian directamente de la protección forestal, como el sector hidroe-
léctrico, se podría contar con fondos públicos adicionales para acti-
vidades que mejoren de forma más directa los medios de vida rura-
les. Actividades como la diversificación de los cultivos, la mejora del
ganado y la gestión sostenible de la tierra capaces de frenar la degra-
dación del suelo, mejorar la productividad agrícola, la seguridad ali-
mentaria y la nutrición, y aumentar la resiliencia al cambio climáti-
co, sectores en los que las inversiones son aún limitadas. La recauda-
ción de más fondos permitirá también que los programas guberna-
mentales ya existentes inviertan en más actividades complementarias
como la elaboración de alternativas fuera de las explotaciones agrí-
colas que reduzcan la presión ejercida sobre los recursos (Wilkes et
al., 2010), mejorando los servicios de extensión para una mejor ges-
tión de los recursos naturales y ampliando el acceso al crédito, cuya
carencia impide a los agricultores la adopción de forma privada de
prácticas rentables. Todas estas actividades mencionadas refuerzan la
provisión de servicios ambientales.

5. CONCLUSIONES

Los PSA son solo uno de los muchos y diversos instrumentos que
pueden tanto complementar como favorecer un entorno normativo
propicio para la agricultura y el desarrollo rural sostenibles pero no
pueden reemplazarlo. En la actualidad el papel de los programas de
PSA a favor de la adopción de sistemas de producción agrícola sos-
tenible es bastante limitado. En el presente artículo afirmamos que
la participación del sector público será necesaria para establecer este
vínculo a través de la creación de un entorno normativo e institucio-
nal que facilite unos costos de transacción bajos y la capacidad de
reproducción, además de las condiciones favorables para las inver-
siones. Señalamos que hay un considerable solapamiento entre las
políticas e instituciones necesarias para la agricultura y el desarrollo
rural sostenibles y aquellas que establecen las condiciones básicas de
los PSA. La introducción de un proceso de «readiness» en las activi-
dades actuales de desarrollo agrícola con el fin de captar el potencial
futuro de acceder a los fondos del sector privado para financiar las
externalidades ambientales positivas podría no solo abrir la puerta a
futuros planes de financiación adicional, sino que también podría
estimular el desarrollo de una marco normativo e institucional más
amplio en apoyo del desarrollo agrícola sostenible. Abordar las cues-
tiones principales que hasta ahora han limitado la participación del
sector privado en los programas de PSA será fundamental. Una com-
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prensión profunda de las interacciones entre agricultura y medio
ambiente y la selección de los principales sistemas de producción y
las ubicaciones para las intervenciones ayudarán a crear buenos
modelos de negocio en los que invertir. Además, la elaboración de
protocolos de MRV de bajo costo que puedan reproducirse y su com-
plementación con el apoyo del sector público para superar las cues-
tiones de la flexibilidad, equidad e imparcialidad podrían generar
beneficios tanto al sector público como al privado. Lógicamente, la
naturaleza y el alcance de un proceso «de preparación» adecuado
variará dependiendo del país y su ubicación, de su capacidad y de los
costos de la prestación de servicios ambientales a partir de sistemas
de producción agrícola. No obstante, queda claro que la participa-
ción de las instituciones agrícolas del sector público es fundamental
en este proceso. 
Por otra parte, un proceso de preparación relativamente amplio
puede estar justificado en los casos en los que exista el potencial de
generar un valor significativo a partir de una prestación de servicios
ambientales asociados a la adopción de prácticas agrícolas sosteni-
bles. Esto incluirá no solo el establecimiento de un entorno norma-
tivo y regulador adecuado sino también el desarrollo de la informa-
ción y las instituciones para establecer las bases de referencia y gene-
rar las economías de escala para reducir el diseño del proyecto, los
costos de negociación y de MRV, además de sufragar los costos de
inversión en beneficios conjuntos y permitir una selección ambien-
tal mayor. Incluso en los casos en los que la posibilidad de reprodu-
cir los programas de PSA sea limitada, un proceso de preparación
organizado de forma local y vinculado con las políticas a nivel nacio-
nal y los desarrollos institucionales podría ser un modo efectivo de
atraer el apoyo del sector privado cuando proceda. En cualquier
caso, la intervención de potenciales compradores del sector privado
en el proceso de preparación será importante a la hora de asegurar
su participación posterior. Como también concluye Engel et al
(2008), en lugar de ver los PSA como financiados únicamente de
forma privada o pública, la cuestión mas pertinente es encontrar la
mejor combinación de estas dos financiaciones, las cuales se refuer-
zan mutuamente, en un doble enfoque. 
Con la adopción del enfoque de preparación en los programas de
PSA se evita que la novedad intrínseca del paradigma de los PSA
quede totalmente diluida en las políticas públicas habituales de orde-
nación de los recursos naturales, como señalan Muradian et al.
(2010: 1205) cuando afirman que «los PSA, al menos en los países en
desarrollo, deberían considerarse explícitamente como parte de una
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cartera de programas y proyectos de desarrollo rural, y no como un
instrumento económico usado exclusivamente para garantizar la
protección ambiental del modo más eficiente» y realmente favorecer
«los marcos institucionales a nivel local y regional que pueden hacer
frente a la complejidad y diversidad e integrar los PSA dentro de los
regímenes existentes de desarrollo rural y otros instrumentos nor-
mativos para la protección del medio ambiente». Si se pretende que
estos programas puedan atraer fondos privados y diferenciarse de las
meras intervenciones públicas, sus requisitos de eficiencia y efectivi-
dad deberán ser más estrictos y se evitará disolverlos en las iniciativas
ordinarias y de breve duración financiadas con fondos públicos.
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RESUMEN

Pagos por servicios ambientales: ¿qué papel ocupan en el desarrollo agrícola sostenible?

Los Pagos por Servicios Ambientales (PSA) son uno de los muchos y diversos instrumentos
que pueden complementar y favorecer un entorno normativo propicio para la agricultura
y el desarrollo rural sostenibles (ADRS). En la actualidad el papel de los programas de PSA
a favor de la ADRS es bastante limitado. Recientes reseñas de literatura sobre las experien-
cias de los PSA destacan cuatro características principales de este tipo de programas que se
están ejecutando en la actualidad: 1) la mayoría no demuestra adicionalidad y carecen de
mecanismos de selección apropiados; 2) están diseñados con objetivos múltiples; y 3) siguen
estando financiados en gran o total medida por el sector público. En el presente artículo
argumentamos que un proceso de preparación de programas de PSA liderado por el sector
público que incluya asociaciones con el sector privado es fundamental para materializar el
potencial de este instrumento normativo a favor de la ADRS. Nuestro análisis indica tres
importantes áreas en las que la inversión del sector público podría mejorar la capacidad de
los programas de PSA para apoyar el desarrollo agrícola disponible: 1) Reducción de los
costos de transacción y reproducción; 2) creación de un entorno normativo favorable; y 3)
garantía de la equidad y aprovechamiento de múltiples beneficios. Aunque el potencial de
cambio dentro de los sistemas de producción agrícola para generar servicios ambientales es
considerable, la obtención de los beneficios de los programas de PSA requiere, casi siem-
pre, que éstos sean implementados por un gran número de productores y en grandes super-
ficies a fin de alcanzar economías de escala en los costos de transacción y la gestión del ries-
go. Al mismo tiempo deben ser diseñados para favorecer la flexibilidad que exigen los
modos de vida de las comunidades rurales.

PALABRAS CLAVE: Pagos por Servicios Ambientales, agricultura, desarrollo rural, econo-
mía de escala, equidad.

SUMMARY

Payment for Environmental Services: What role do they play in sustainable agricultural
development?

PES is but one of many different instruments that can complement and stimulate an
enabling policy environment for sustainable agricultural and rural development (SARD).
Currently the role of PES programs in supporting SARD is quite limited. Recent surveys of
the literature documenting PES experiences highlight four main features of such programs
as they are currently being implemented: 1) most do not demonstrate additionality and suf-
fer from a lack of appropriate targeting 2) most are designed with multiple objectives and
3) remain primarily or entirely funded by the public sector. In this paper, we argue that a
public sector driven process of building PES program readiness that includes building part-
nerships with the private sector is key to realizing the potential of this policy instrument to
support SARD. Our analysis indicates three important areas where public sector involve-
ment could improve the capacity of PES programmes to support sustainable agricultural
development: 1) Reducing transactions costs and fostering replication, 2) providing an
enabling policy environment and 3) ensuring equity and capturing multiple benefits.
While there is considerable potential for changes within agricultural production systems to
generate environmental services, to realize their benefits PES programs will in many cases
need to be implemented over large numbers of producers and areas to realize economies
of scale in transactions costs and risk management. At the same time they must be designed
to support flexibility required in livelihoods and equity issues in rural communities. 

KEYWORDS: Payment for Environmental Services, agriculture, rural development, scale
economics, equity.
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1. EL PROBLEMA DEL AGUA Y LOS BOSQUES

Tener agua dulce en suficiente cantidad y calidad es uno de los retos
más importantes de los países latinoamericanos. La inversión públi-
ca que realizan gobiernos nacionales y locales, tanto en drenaje,
alcantarillado, presas y acueductos, como en plantas de potabiliza-
ción y de tratamiento, todavía no garantiza el acceso al agua de toda
su población. Según el Millenium Development Goals Report 2010
(ONU, 2010), en el año 2008 cerca del 7 por ciento de la población
de la región todavía no podía acceder a una fuente mejorada de
agua; donde mejorada se refiere, de modo general, a tener fuentes de
abasto protegidas, agua en calidad, cantidad y seguridad suficiente, y
con un relativamente bajo costo de acceso en relación a los niveles
básicos de consumo.
La población más pobre de Latinoamérica es la más vulnerable a la
pérdida del capital natural (Millennium Ecosystem Assessment, 2005).
Por ejemplo, pocos centros de población rural cuentan con plantas
potabilizadoras, y por lo tanto dependen del buen estado del bosque
en su microcuenca para que haya agua de buena calidad para el con-
sumo humano. Lo mismo ocurre con la reducción de la severidad de
los desastres naturales, donde la infraestructura y el capital natural se
complementan. El reconocimiento de estas relaciones existe tanto
entre la comunidad científica como entre las comunidades rurales, y
una parte importante de los habitantes urbanos. En este sentido,
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Bonell y Bruynzeel (2005) han señalado el papel de los bosques de nie-
bla juegan en la regulación de la disponibilidad de agua durante la
época seca y Carrillo-Rivera et al. (2004) han identificado las tipologí-
as forestales más importantes para la recarga de acuíferos. Estudios
más recientes (por ejemplo Mokondoko, 2009) han relacionado la
deforestación con la pérdida de calidad del agua superficial, y han
cuantificado la relación que tiene ésta con el incremento de enferme-
dades gastrointestinales en diversas zonas de estudio.
Las causas de la deforestación en Latinoamérica son múltiples y
muchas veces actúan de modo sinérgico. Entre ellas, la más impor-
tante es el cambio de uso del suelo realizado intencionalmente con
el fin de obtener mayores ingresos del mismo, mientras que el papel
de la tala ilegal y los incendios es relativamente menor (Angelsen y
Kaimowitz, 1999; Deininger y Minten, 2002). El cambio de uso de
suelo por parte de los propietarios de la tierra es más común en paí-
ses y zonas de mayor densidad poblacional, como el centro de Méxi-
co y Costa Rica, donde la mayor parte de la tierra ya tiene derechos
de propiedad bien establecidos. La invasión u ocupación de tierras,
con la consecuente transformación del uso del suelo para consolidar
derechos de propiedad, es más común en las fronteras agropecuarias
de las grandes selvas y bosques que aún quedan en el continente,
como la Amazonía, el Darién, el Petén y la selva Lacandona. La baja
densidad poblacional de estas zonas, sin embargo, hace que los ser-
vicios hidrológicos tengan una menor importancia relativa que la
que tiene la deforestación en la parta alta de las cuencas de las gran-
des ciudades latinoamericanas. La escala de la propiedad resulta
también un factor clave en los procesos de deforestación. Por ejem-
plo, resulta poco rentable desarrollar silvicultura y actividades fores-
tales en predios pequeños sin una estructura compleja de contratos,
mientras que al mismo tiempo la pobreza de los propietarios y ocu-
pantes de los bosques inclina la balanza económica hacia actividades
agropecuarias de corto plazo por la tasa de descuento implícita
(Guevara, 2003). 

2. LA PROPUESTA: PAGAR POR LOS SERVICIOS AMBIENTALES

Como respuesta a los problemas de la escasez de agua y la deforesta-
ción, en varios países de Latinoamérica ha habido un rápido surgi-
miento de programas privados, públicos y mixtos donde los benefi-
ciarios de los servicios hidrológicos de los bosques hacen transferen-
cias económicas directas o indirectas a los propietarios de las zonas
forestales que los proveen. Prácticamente todos los países latinoa-
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mericanos tienen ya en funcionamiento experiencias de pago por
servicios ambientales (PSA) hidrológicos. En México, Costa Rica y
Ecuador dichos proyectos coexisten con programas nacionales,
mientras que Colombia y Perú tienen actualmente en discusión ini-
ciativas para lanzar programas a escala nacional o subnacional. Por
su escala, los programas de pagos por servicios ambientales en los
estados amazónicos y atlánticos de Brasil, así como los de los estados
de México y Veracruz en México, se enfrentan a retos similares a los
programas nacionales. En la región se sigue con mucha atención el
desarrollo de los programas, pues al tener condiciones sociales, eco-
nómicas y políticas similares, los experimentos de política en unos
países generan lecciones de política para todos. 
Desde el punto de vista de la efectividad de las políticas públicas,
quizá el elemento más importante de los PSA es su condicionalidad,
particularmente atractivo para el caso latinoamericano (1). La con-
dicionalidad implica recibir los pagos (incentivos económicos) en la
medida que los participantes alcancen los objetivos determinados
por el programa de PSA en cuestión. La condicionalidad representa
pues, un contrato entre el proveedor de servicios ambientales y el
que paga por éstos, en el cual el riesgo recae en los proveedores u
oferentes del servicio. Es importante que el riesgo recaiga en los ofe-
rentes en cualquier relación contractual donde hay uno de estos tres
elementos: acciones complementarias no observables por parte de
ellos; dificultad para asignar responsabilidades en caso de fallas del
acuerdo; o baja probabilidad de llevar a cabo realmente las conse-
cuencias establecidas para los casos de no cumplimiento (2). 
En el caso de los programas a escala nacional tanto de México, Costa
Rica y Ecuador se escogió como objetivo de los acuerdos o contratos
el mantener el uso del suelo forestal actual durante todo el período
en que los pagos o compensaciones están ocurriendo. Sin embargo,
el hecho de que mantener ese uso de suelo tenga beneficios ambien-
tales a posteriori es una responsabilidad de la agencia gubernamen-
tal que identificó los predios como áreas clave para la provisión del
servicio ambiental. El mismo tipo de objetivo directo ha sido tam-
bién adoptado en otros lugares, como por ejemplo en la cuenca del
río Mekong en Vietnam o las montañas de Kirguistán, por su facili-
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(1) Otras políticas que regulan actividades forestales o subsidian actividades agropecuarias en zonas ya defores-
tadas con el fin de «quitar presión» al bosque, no necesariamente cambian la conducta de deforestar donde ya hay
presión. Políticas como una mejor definición de derechos de propiedad, en cambio, son mencionadas como efectivas
y básicas para que los incentivos funcionen (Kaimovitz, 2002; Muñoz-Piña, 2002). 

(2) Este argumento lo formalizan los modelos llamados de agente-principal de la literatura económica (Laffont
& Martimort, 2002). 



dad de verificación. Gracias al uso de imágenes satelitales o fotogra-
fías aéreas se reducen los costos de monitorear el cumplimiento y se
aumenta la transparencia, pero solo parece ser conveniente donde
hay grandes superficies y/o áreas compactas, como en México. En
lugares como Costa Rica, donde las superficies incorporadas son
pequeñas y dispersas, el alto costo de monitoreo por hectárea los ha
llevado a solo hacer verificación en campo. 
En los lugares donde el problema ambiental es la degradación en vez
de la deforestación del bosque, los indicadores de cumplimiento se
vuelven más complejos y difíciles de verificar. Es cierto que todo con-
trato de PSA tiene un nivel mínimo de densidad forestal para consi-
derar que se ha evitado la deforestación, y esto se mide remota o
localmente; pero las mediciones de cambios graduales en densidad,
así como otros indicadores de degradación (la biológica, por ejem-
plo), son más difíciles de estimar. Para ello, se requiere de visitas de
campo regulares y aun así las dificultades de evitar cuestionamientos
han hecho que los programas nacionales no lo hayan utilizado como
tema de contrato más que en términos generales. Por ejemplo, en la
carta de adhesión al programa de pagos por servicios ambientales
hidrológicos (PSAH) en México se pide «que la densidad forestal se
mantenga igual o aumente». 
Un elemento innovador de los programas de PSA en Latinoamérica
es su fuente de financiamiento. Mientras los subsidios obtenidos del
presupuesto general sufren la vulnerabilidad de los recortes o la
pérdida de atención en el tiempo, los fondos para los PSA están
siendo en muchos casos vinculados a la recaudación de los sectores
más beneficiados por los servicios ambientales. En el caso de Méxi-
co, por ejemplo, la fuente inicial de financiamiento del PSAH
comenzó siendo exclusivamente el cobro de los derechos federales
por uso de agua, pero el éxito obtenido con el programa hizo que
la administración entrante en 2006 comenzara a incrementar su
presupuesto con los fondos generales. También son pagos por dere-
chos sobre el agua la fuente de financiamiento de los programas a
escala local en Quito (Ecuador), Heredia (Costa Rica) y en los
municipios de Coatepec y Zapalinamé en México. Sin embargo, no
siempre la relación entre pago por derechos y PSAH es tan directa.
El PSA nacional de Costa Rica fue originariamente financiado
mediante un aumento en la fiscalidad a los combustibles fósiles, y al
cabo de los años se le fueron añadiendo donaciones internaciona-
les, recursos fiscales generales, y más recientemente un monto eti-
quetado dentro del canon por agua, logrando así ligarlo a los bene-
ficios locales. 
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El uso de instrumentos fiscales o esquemas de derechos para lograr
cualquier objetivo de las políticas públicas se considera, a priori,
una mala práctica fiscal pues resta flexibilidad a los gobiernos para
asignar recursos según las prioridades y la rentabilidad social del
momento. ¿Qué explica entonces el éxito de los mecanismos actua-
les para la asignación de fondos a los PSA en Latinoamérica? Supo-
nemos que existen dos razones que pueden estar interactuando. En
primer lugar, existe la necesidad de organizar y diseñar lo que en teo-
ría de juegos se conoce como un mecanismo de compromiso; es decir, el
gobierno desea mostrar señales de que tiene un serio compromiso
de financiamiento de su PSA durante varios años y lo logra median-
te la definición de instrumentos de financiación concretos y apa-
rentemente perdurables. En México, el compromiso tomó dos for-
mas: la primera fue la reforma a la Ley Federal de Derechos (LFD)
para incluir la asignación de parte de la recaudación por agua para
el PSAH. La segunda fue la creación del Fondo Forestal Mexicano
(FFM), un instrumento financiero donde es depositado el monto
total correspondiente a los 5 años completos de los contratos fir-
mados en el año en curso y estos fondos son administrados anual-
mente a medida que se cumplen los objetivos de los participantes en
el programa. El FFM es una señal de compromiso más que reciben
los propietarios forestales, mientras que las reformas a la LFD son
una señal orientada más a las organizaciones no gubernamentales y
opinión pública que respaldan el programa. Aunque legalmente es
posible revertir las reformas, o disolver el FFM, su existencia es ya
señal suficiente. En el caso de de Costa Rica, el Fondo Nacional de
Financiamiento Forestal (FONAFIFO) cumple un papel similar,
pero con menos fuerza. Todos los fondos gubernamentales que reci-
be en un año deben ser gastados ese mismo año, por lo que siempre
depende de asignaciones presupuestales para cumplir sus compro-
misos multi-anuales con los propietarios de bosques. Solo los fondos
entregados vía donaciones privadas pueden ser manejados durante
un período de varios años. Parte de la relativa debilidad institucio-
nal de FONAFIFO se ve reflejada en el hecho de que el Ministerio
de Hacienda entrega recurrentemente fondos menores a los que
especifica su legislación sin que se hayan generado problemas polí-
ticos significativos por ello (Pagiola, 2008). Esto es un ejemplo de
ajuste «ex-post» sobre el mecanismo de compromiso, donde el
tamaño del programa se reduce respecto a lo planteado original-
mente por los legisladores. 
La segunda razón subyacente en la asignación de fondos tiene que
ver con la economía política relacionada con el aumento de impues-
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tos. Cuando la opinión pública y los grupos de interés son particu-
larmente fuertes en su oposición a cualquier incremento de la carga
fiscal, una de las pocas razones para aceptarlo es que existe el com-
promiso para que la recaudación adicional sea canalizada total o
parcialmente hacia algún rubro en el que éstos consideren que no
se está gastando lo suficiente, por ejemplo en este caso, en la pro-
tección de los servicios ambientales. Esto no significa que los PSA
sean solo un pretexto; son un objetivo real, pero ante la decisión de
financiarlos reduciendo otros gastos, aumentando déficits u obte-
niendo recaudación adicional, esta última opción se ve política-
mente más factible. Tanto en México como en Costa Rica, estas razo-
nes fueron importantes para el lanzamiento de sus programas nacio-
nales y locales. 

3. LA FOCALIZACIÓN

Una de las herramientas más importantes en el diseño de políticas
públicas para aumentar la efectividad de un programa de inscripción
voluntaria son los criterios y reglas para su focalización (Sen, 1996). Se
logra a través de dos herramientas específicas: a) la elegibilidad para
entrar al programa, y b) la prelación para ser aceptado cuando hay
más solicitantes que fondos. En esta sección revisaremos la expe-
riencia del PSAH en México, derivando de ahí lecciones para otros
programas en Latinoamérica. 
La focalización pretende lograr el mejor resultado en relación al
objetivo último de las políticas públicas con un presupuesto dado.
Para diseñar reglas sencillas que seleccionen el mejor conjunto de
predios solo se requeriría información del valor ambiental de dife-
rentes bosques y la presión que enfrentan a ser deforestados. Sin
embargo, como advierten Engel et al. (2008), el hecho de asignar
pagos genera un espacio de presión política para la búsqueda de ren-
tas a través de variar los criterios de asignación. El argumento de
estos autores es que lo indirecto de los servicios ambientales, más
cuando los programas son a escala nacional, los hace particularmen-
te vulnerables a este fenómeno.
Un elemento importante a tener en cuenta en el proceso y el análi-
sis de la focalización es que los PSA por servicios hidrológicos acos-
tumbran a tener pocos o incluso un único comprador de los servi-
cios, generalmente el gobierno nacional o local. Esto genera lo que
en la literatura económica se llama poder monopsónico, una forma
de poder de mercado que consiste en la posibilidad de fijar los pre-
cios que se ofrecerán por el servicio ambiental (o su «proxy»),
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tomando en cuenta cómo reaccionarán los potenciales ofertantes a
este precio (3). El poder monopsónico le permite al comprador ele-
gir el precio con el que obtendría mayores beneficios netos, y si
puede diferenciar entre grupos, aplicarles diferentes precios. Poder
determinar los precios es una de las herramientas más poderosas de
la focalización pues permite obtener diferentes reacciones de los
diferentes tipos de propietarios a los que se quiere influenciar. 
A pesar de este potencial, la diferenciación de precios ha sido muy
poco utilizada en los programas nacionales de PSA. La razón puede
deberse a que hay presiones políticas de los propietarios forestales a
tener precios únicos, o a que los funcionarios públicos buscan evitar
críticas a la equidad del proceso (Muñoz-Piña et al., 2006), sobre
todo cuando la variable sobre la cual se quiere diferenciar los precios
es algo no observable por los propietarios, como lo es el riesgo eco-
nómico de la deforestación. Por ejemplo, en relación al PSAH en
México, tras varios años en los que grupos internos y externos de
investigación argumentaron este tema, se introdujo una primera
diferenciación de precios de acuerdo al tipo de bosque y al riesgo de
deforestación apenas en 2010, y esta de manera limitada a solo a un
ecosistema. 

3.1. Focalizando a través de elegibilidad 

Acotar la superficie elegible tiene sentido desde el punto de vista de
estrategia e implementación, sobre todo cuando los recursos son
escasos. Sin embargo, desde el principio los programas se enfrentan
a una continua tensión entre limitar el área y ampliarla, tensión que
viene del cabildeo: de las presiones internas y externas por canalizar
recursos hacia zonas específicas. La evolución de las Reglas de Ope-
ración del PSAH en México no han sido una excepción, y a lo largo
de los años reflejan un continuo conflicto entre búsqueda de rentas
y eficiencia en las políticas públicas. 
Para el PSAH, la primera pieza de la focalización es limitar la elegi-
bilidad en términos de territorio y actividad productiva. Solo los pro-
pietarios de bosques en un conjunto de zonas del país, las zonas ele-
gibles, pueden enviar solicitudes de participación, y solo pueden soli-
citarlo para aquellas áreas de sus predios que no están bajo produc-
ción maderable, bajo el supuesto de que ya les generan ingresos sufi-
cientes para no querer cambiar el uso de suelo. Bajo presión de la
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(3) Ver Carlton y Perloff (2004, capítulo 4). El poder monopsónico también puede operar a la inversa: el com-
prador puede fijar una cantidad a comprar, tomando en cuenta el precio al que los proveedores potenciales le ven-
derían esa cantidad para encontrar la cantidad que maximizara sus ganancias netas. 



industria se amplió después a la posibilidad de incorporar zonas que
estuvieran bajo rotaciones largas dentro de los planes de manejo y en
2010 a zonas que tuvieran un «certificado» de buen manejo forestal,
evidenciando de nuevo búsqueda de rentas por las certificadoras no
gubernamentales.
También en los casos de los programas de PSA nacionales de Costa
Rica y Ecuador se utiliza la idea de zonas elegibles. Esto se debe a que
en los tres casos los programas no tienen suficientes fondos para
incorporar toda la superficie forestal en el programa de conserva-
ción (4), por lo que buscan acotar zonas para tener intervenciones
significativas, donde lo significativo se refiere tanto al servicio
ambiental generado como a la visibilidad política del programa. 
En la etapa de análisis y diseño del PSAH mexicano los tres servicios
ambientales hidrológicos resaltados fueron: 1) la protección de las
áreas de recarga de los acuíferos, 2) la protección de las cuencas
donde había escasez de agua, y 3) la protección de áreas vulnerables
a la inundación y otros desastres asociados a los eventos de precipi-
tación extrema. Los tres servicios fueron descritos en la Ley de Desa-
rrollo Forestal Sustentable y son la pieza más importante para defi-
nir elegibilidad. Por otro lado, para definir las zonas elegibles en el
PSAH se combinaron criterios de importancia hidrológica, margina-
ción y cercanía a centros urbanos que potencialmente podrían unir-
se al PSA. El problema es que cualquiera de estas características eran
necesarias para conseguir la elegibilidad y no todas en su conjunto.
Entre otras razones, esto conllevó a que ciertas zonas marginadas o
cercanas a centros urbanos que no tienen ningún problema hidro-
lógico pudieran resultar elegibles. A pesar de que este problema fue
detectado en los análisis del Instituto Nacional de Ecología (INE) de
México a partir de 2006, y presentado varias veces ante los comités de
la Comisón Nacional Forestal (CONAFOR), se rechazó la modifica-
ción de criterios para zonas de elegibilidad argumentando que el sis-
tema de prelación corregiría las inconsistencias y que la agencia
ganaba mayor aceptación política al darle la oportunidad a más áreas
a participar en el programa. 
La percepción de la necesidad de intervención es otro factor impor-
tante. Zonas con tasas altas de deforestación pueden ser una señal de
alerta para agencias gubernamentales y llamar la atención del públi-
co y con esto atraer estas zonas al programa. Esto podría explicar el
hecho de que Robalino et al. (2008) hayan demostrado que la zoni-
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(4) Aunque en el caso de Costa Rica el programa de PSA puede cubrir cerca del 70 por ciento de la superficie
forestal (Pagiola, 2008), por lo que la necesidad de prelación es menos evidente. 



ficación del PSA costarricense en el año 2000, basada en un reporte
nacional sobre prioridades de biodiversidad, tuviera una mejor foca-
lización respecto al riesgo de deforestación, comparada con el
mismo programa en los 3 años anteriores. Algo similar puede estar
ocurriendo en el programa Socio-Bosque de Ecuador, donde en
2008 la elegibilidad se limitó a dos provincias, ambas con problemas
de deforestación en bosques nativos resaltados recientemente por los
medios de comunicación nacionales. En México no ocurrió así. El
grado de riesgo de deforestación no entra en la etapa de elegibili-
dad, y hasta ahora solo ha desempeñado un papel relativo en la etapa
de prelación de solicitudes que provienen de las zonas elegibles. 
Hay otras dimensiones de elegibilidad. En México y Ecuador tam-
bién se limita de acuerdo a variables ecosistémicas: solo propietarios
de bosques nativos (i.e. no plantaciones ni especies introducidas)
pueden participar. La elegibilidad en Ecuador se ha ido ampliando
con el tiempo hacia otras zonas y otros ecosistemas, como el páramo,
mientras en México la discusión comienza sobre la inclusión de vege-
tación costera, como los manglares, que enfrentan presiones por los
desarrollos turísticos. 
En los casos locales (5) de PSA tanto en Costa Rica, Ecuador y Méxi-
co la elegibilidad consiste en limitar la validez a los bosques de la
microcuencas que abastecen a las poblaciones en cuestión; esto es
hidrológicamente efectivo aun cuando se ignoren los efectos a mayo-
res escalas. Como además, en casos como Coatepec y las ciudades
andinas, las fronteras políticas locales coinciden aproximadamente
con las microcuencas, los incentivos políticos están alineados con los
incentivos ambientales. Si bien en este artículo nos referimos princi-
palmente a los casos nacionales, haremos referencia a los casos loca-
les para ilustrar algunos de los aspectos donde el contraste sirva para
entender mejor algunas cuestiones de los primeros. 

3.2. Focalizando a través de la prelación 

Cuando dado un determinado pago ofrecido por hectárea hay más
solicitudes presentadas para participar en el programa por parte de
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(5) La literatura sobre PSA (por ejemplo Engel et al., 2008) utiliza el concepto de esquemas «financiados por los
usuarios» de manera similar a la que nosotros usamos la categoría «local», y se utiliza el concepto de esquemas
«financiados por el gobierno» de la misma manera que nosotros utilizamos la categoría «nacional». Creemos que
nuestra categorización es más clara para este argumento pues los gobiernos, nacionales o locales, son usuarios de los
servicios ambientales en el sentido de que son responsables de la entrega de agua en cantidad y calidad adecuadas.
La clasificación de local, por municipios o microcuencas, habla de externalidades muy directas y en distancias cor-
tas, mientras la clasificación de nacional, incluye los efectos de sistemas recaudatorios y administración de pagos a
nivel de país, además cubriendo las externalidades entre cuencas y acuíferos. 



propietarios forestales que fondos disponibles, la agencia implemen-
tadora tiene dos opciones. Una es reducir el pago hasta que el pre-
supuesto y el monto total de las solicitudes se equiparen. El proble-
ma en este caso es que los montos son políticamente difíciles de
reducir en cualquier programa una vez que éste es lanzado. Por lo
tanto, la segunda opción es la más utilizada: establecer un sistema de
prelación de solicitudes donde se califican las solicitudes de acuerdo
a un conjunto de criterios transparentes, con una métrica para orde-
narlos según la prioridad de aprobación. 
Es importante señalar que, en primer lugar, hay que vencer obs-
táculos políticos para establecer sistemas de prelación. Siempre
que haya un exceso de solicitudes habrá una decisión sobre quie-
nes podrán participar, y si esta decisión queda a discreción del
funcionario público que la revisa se abre un espacio a la corrup-
ción o el corporativismo, donde se intercambia dinero o respal-
do político individualizado a cambio de ser favorecido por el pro-
grama. 
No todo está resuelto al establecer los sistemas de prelación o califi-
cación. Aun con criterios técnicos para la evaluación de solicitudes,
no necesariamente éstos se corresponden con los objetivos de políti-
ca declarados por el programa. También en este proceso hay bús-
queda de rentas, como discutimos a continuación. 

3.3. El PSAH y su sistema de puntos

El que los servicios ambientales sean de definición difusa y difícil
medición deja un gran margen de maniobra a los gobiernos que los
compran. Pueden incorporar diferentes predios y el valor ambiental
de hacerlo solo se conoce en el largo plazo. De hecho, ni México ni
Costa Rica tienen construido un sistema de monitoreo sobre los efec-
tos hidrológicos de sus programas y es solo por esfuerzos específicos
de centros de investigación que se recolecta información para algu-
nas zonas determinadas. Este margen de maniobra puede ser bien
utilizado, usando la mejor información de acuerdo al estado del
conocimiento científico, pero también puede abrir la puerta a un
cabildeo intenso por parte de los grupos de interés para favorecer a
predios específicos, en detrimento de la efectividad del programa en
su conjunto. Engel et al. (2008) mencionan este problema como una
debilidad inherente de los PSA de escala nacional. Argumentan que
cuanto menor sea la escala del programa y más directa sea la relación
con el beneficiario del servicio ambiental, más se estará corrigiendo
este sesgo. Si bien no hay pruebas empíricas de este último argu-
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mento, existe evidencia de que los esquemas nacionales de PSA tie-
nen fallas en su focalización. 
En el caso del PSAH mexicano se pueden distinguir tres períodos en
la estrategia de focalización. El primer período abarca desde el lan-
zamiento del programa en 2003 hasta 2005. Durante este período
prevaleció un sistema de asignación «ad-hoc» que combinaba un
reparto proporcional por estados de acuerdo a la proporción de soli-
citudes, la fecha de recepción de la solicitud y un indicador genéri-
co de importancia hidrológica. El segundo período comienza en
2006 cuando el trabajo conjunto del INE, la CONAFOR y el Banco
Mundial muestra los problemas de focalización y se decide introdu-
cir un sistema formal de prelación con los criterios objetivos de asig-
nación mediante un sistema de puntos. Las solicitudes con más pun-
tos serían aprobadas primero y se va en orden descendiente hasta
que se agota el presupuesto. El debate se trasladó entonces a la defi-
nición de los criterios con los que se podrán acumular puntos, y
cuántos puntos se otorgarían. 
Este proceso, más objetivo y muy útil para la focalización, no estuvo
exento de presiones de grupos de interés, dentro y fuera de la buro-
cracia. Al cabo de 4 años la discusión técnica y el cabildeo externo e
interno habían llevado a la inclusión de un número creciente de cri-
terios a calificar dentro de las reglas de operación del PSAH. Se pasó
de nueve criterios en 2006 a un total de 26 en 2010. Y el problema no
resultó ser el número de variables, sino el tipo y la forma en que se
habían de combinar. En este caso se mezclaron al mismo nivel criterios
primarios (hidrología, presión a la deforestación), criterios sociales
(pobreza, género, etnicidad), y criterios secundarios (administrativos,
participación en otros programas, etc.), todos con pesos similares. 
La inclusión de nuevos criterios resultó útil en cierta medida. En
2007 se incluyó el indicador de la presión económica a la deforesta-
ción, en 2008 se incorporó un indicador de la escasez de agua super-
ficial y para 2011 está planeada la inclusión de bosques protectores
en zonas de alta vulnerabilidad a desastres naturales. El problema es
que los objetivos secundarios han crecido más que los primarios
(cuadro 1) y el peso de estos últimos ha bajado consecuentemente,
volviéndose, irónicamente, los criterios secundarios los predominan-
tes, alcanzando a ser más de 2/3 de la calificación total. 
El bajo peso relativo de los criterios relacionados con los objetivos de
política ambiental tiene sus consecuencias. El cuadro 2 analiza la
diferencia entre las solicitudes presentadas y aprobadas en 2008.
Estas se clasifican de acuerdo a cuantos criterios primarios cumplen.
Se observa que hay una gran cantidad de predios ambientalmente
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valiosos rechazados mientras predios de mucha menor importancia
ambiental son aceptados. Esta evidencia pone de manifiesto las opor-
tunidades desaprovechadas por las fallas en el sistema de focaliza-
ción. Para corregirlo se inició un proceso de revisión de las reglas del
programa para 2011.
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Cuadro 1

PORCENTAJE DE PUNTOS TOTALES QUE UNA SOLICITUD PSAH PUEDE OBTENER
Criterios 2006 2007 2008 2009 2010

Primarios: 

(importancia hidrológica y 44% 37% 29% 25% 19%

probabilidad de deforestación)

Secundarios: 56% 63% 71% 75% 81%

Sociales 22% 19% 13% 11% 12%

Administrativos 3% 2% 8%

Otros programas forestales 11% 26% 27% 36% 37%

Otros programas ambientales 22% 19% 29% 26% 23%

Máximo de puntos 45 54 70 81 106

Mínimo de puntos 15 18 28 23 26

Número de criterios 9 12 17 21 26

Cuadro 2

COMPARACIÓN DE PREDIOS SOLICITANTES Y ACEPTADOS. PSAH 2008
Max número Predios Predios que hubieran sido
de criterios solicitantes Predios aceptados aceptados si solo criterios

primario+social* con válidos 2008 primarios y sociales se
que cumple la solicitud 2008 hubieran considerado (aprox)

1 3,171 666 0

2 2,090 432 982

3 171 59 171

4 5 1 5

* Se toman como criterios primarios+sociales a: Escasez de agua; algún grado de sobreexplotación del acuífero, riesgo de defo-
restación alto o muy alto (i.e.: índice de presión económica a la deforestación); y grado de marginación alto o muy alto. Los predios
solicitantes aquí contados fueron rechazados en el proceso de calificación, no por razones administrativas. 

En comparación, no hay sistema de prelación de solicitudes del pro-
grama de PSA en Costa Rica. Las solicitudes completas son aceptadas
en el orden en que fueron presentadas. No influyen ni el valor
ambiental relativo del predio ni el riesgo relativo de deforestación.
Robalino et al. (2008) concluyen que, de haberse introducido un cri-
terio de selección que reflejara este riesgo, la deforestación evitada



por el programa sería mucho mayor; se hubieran inscritos más pre-
dios donde el pago hubiera creado una mayor diferencia en la deci-
sión real. Por otro lado, el Programa Socio Bosque de Ecuador, lanza-
do en 2008, tiene la ventaja de poder tomar en cuenta algunas de las
lecciones aprendidas en México y Costa Rica para mejorar su diseño.
Una de ellas fue darle un papel importante al indicador de riesgo
económico de deforestación para la prelación de solicitudes, el cual
junto a la pobreza de las poblaciones alrededor de la zona propues-
ta y el grado de representatividad del bosque en el sistema de áreas
naturales protegidas, forman los tres criterios utilizados para calificar
las solicitudes.

3.4. Focalización y costos de oportunidad 

Por el hecho de ser voluntarios, los programas de PSA hacen pre-
guntarse a los propietarios elegibles si obtendrían mayores benefi-
cios de la conservación o del cambio de uso de suelo. Evidentemen-
te, no es lo único que se plantean, pero no es cuestión baladí. Estos
ingresos agropecuarios que potencialmente se «sacrificarían» se
conocen en la literatura económica como costo de oportunidad, y varí-
an de productor a productor y de región a región. En algunos casos
pueden ser cero si la actividad forestal es su mejor opción, por baja
que sea. La decisión de cuánto pagar en los PSA debe pues tomar en
cuenta la distribución de costos de oportunidad que enfrentan los
propietarios de bosques, pues de eso dependerá la respuesta que ten-
gan a los programas. 
El problema para focalizar recursos es que hay información asimétrica:
los compradores de servicios ambientales no conocen de inicio el
costo de oportunidad de los diferentes bosques propuestos. Para
solucionarlo, tanto México y Ecuador introdujeron el uso de índices
de riesgo económico de deforestación, que reflejan la probabilidad de que
un predio o hectárea en particular sea deforestado en un futuro cer-
cano, basándose en la correlación entre variables económicas y defo-
restación observada en el pasado. En el caso de Ecuador es un indi-
cador sencillo con una o dos variables relacionadas con la accesibili-
dad a mercados, mientras que en México se usa un vector de al
menos diez variables pero que cumple el mismo propósito: es un
indicador del costo de oportunidad. Costa Rica también ha conside-
rado utilizar un índice así para focalizar mejor su programa (Robali-
no et al., 2008) ante la evidencia de que se estaban realizando pagos
en predios con poco riesgo base de deforestación. En todos estos
casos, aceptar en el programa los predios con más alto índice de ries-
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go de deforestación dentro de las solicitudes que se reciben podría
maximizar el efecto final de la deforestación evitada por medio de
los pagos. 
El cuadro 3 presenta información para el caso de México respecto al
poder de predicción de estos índices. La versión 1.0 del Índice de Pre-
sión Económica a la Deforestación (Muñoz-Piña et al., 2010) que desarro-
lló el INE utiliza datos del período 1993-2000 para predecir la proba-
bilidad de deforestación para los bosques en el período 2000-2007. El
índice está basado en el valor esperado para los bosques existentes
que resulta de los coeficientes estimados de un modelo de variables
cualitativas dependientes, del cual la deforestación es la variable expli-
cada y las variables socioeconómicas y biogeográficas son las variables
explicativas. Usando la división de este índice en quintiles se pueden
notar diferencias importantes entre los dos quintiles clasificados
como de Alto y Muy Alto riesgo, deforestación de 3 y 8 por ciento en
el período respectivamente, con los de Bajo y Muy Bajo riesgo, que
tuvieron una deforestación igual o menor a 1 por ciento en ese
mismo período. La conclusión es que una modificación de reglas, de
este u otros programas, que focalice las acciones de conservación
sobre el quintil de bosques en más alto riesgo tendrá mucho mayor
efecto en reducir la deforestación que hubiera ocurrido. 
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Cuadro 3

RELACIÓN ENTRE ÍNDICE DE PRESIÓN ECONÓMICA A LA DEFORESTCIÓN (v1.0: 1993-2000) 
Y LA DEFORESTACIÓN REALMENTE OBSERVADA EN EL PERÍODO 2000-2007

Cambio observado Índice de Riesgo de Deforestación
Totales

2000-2007 Muy bajo Bajo Medio Alto Muy Alto

Deforestación 0% 1% 2% 3% 8% 3%

Degradación 2% 3% 3% 3% 2% 3%

Sin Cambio 96% 94% 92% 90% 86% 92%

Regeneración 1% 1% 2% 2% 3% 2%

Total 100% 100% 100% 100% 100% 100%

Fuente: elaboración propia (INE).

3.5. Resultados de la focalización 

Hay dos formas de medir los resultados de un programa de PSA. La
primera es ver cuáles son los bosques incorporados y que tan valiosos
son éstos en términos ambientales y sociales. La segunda es medir el



efecto que han tenido en reducir la deforestación en esas zonas. El
cuadro 4 muestra lo primero: las características de los predios incor-
porados al PSAH. En esta interacción entre elegibilidad y prelación,
el patrón observado sugiere que el sistema de calificación de solici-
tudes a partir de 2006 tuvo ventajas importantes. Hay un incremen-
to significativo en la incorporación de predios forestales ubicados en
zonas de muy alta marginación y en predios con alto o muy alto ries-
go de deforestación, dos variables no necesariamente presentes
simultáneamente. Sin embargo, hacia el final de la década, la intro-
ducción de otros criterios va diluyendo estas ganancias en focaliza-
ción. Es importante recordar que los criterios de elegibilidad y pre-
lación interactúan con la promoción y conocimiento del programa
por parte de los usuarios. 
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Cuadro 4

PORCENTAJE DE LAS HECTÁREAS BAJO PSAH QUE ESTÁN EN ZONAS 
CON ESTAS CARACTERÍSTICAS

Año en que los predios son incorporados

2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009

Recarga de acuíferos 
sobreexplotados

10% 14% 37% 38% 18% 15% 18%

Riesgo Alto y Muy Alto
de Deforestación

10% 28% 19% 16% 33% 32% 23%

Muy Alta Marginación 
de la población

25% 22% 27% 36% 50% 39% 40%

En parte alta de cuencas
con fuerte escasez 15% 40% 37% 28% 19% 16% 17%
relativa de agua

4. NIVEL DE PAGOS Y COSTOS DE OPORTUNIDAD

Las estructuras de precios de los PSA en Latinoamérica son general-
mente sencillas, con pagos fijos por hectárea y pocas categorías dife-
renciando estos montos. En años recientes se han observado algunas
variaciones del mismo sistema, ya sea diferenciando los montos paga-
dos por hectárea de acuerdo al tipo de ecosistema como en el caso
del PSAH de México, o diferenciando pagos de acuerdo al tamaño
del predio inscrito en el programa, como en el caso de Ecuador. Sin
embargo estos cambios han sido insuficientes para reconocer uno de
los aspectos más importantes respecto a la eficiencia y efectividad de
los programas de PSA: no todos los bosques tienen el mismo costo de
oportunidad. 



El problema de estas estructuras simples es que desaprovechan el
poder de mercado que tendrían los gobiernos nacionales a la hora
de pagar diferentes montos de acuerdo al costo de oportunidad. Esto
funcionaría como lo que la literatura económica define como discri-
minación monopsónica de precios de 3er grado (Carlton & Perloff, 2004).
Separando mediante el «proxy» de índice de riesgo aquellos bosques
con alto costo de oportunidad, se les atrae a éstos al programa de
PSA en mayor medida gracias a ofrecerles un pago más elevado, sin
por ello tener que pagarles más a aquellos bosques con bajos costos
de oportunidad. Esto, comparando con el esquema de un precio fijo
por cada hectárea que participe en el programa y que no distingue
niveles de riesgo de deforestación, permitiría ampliar la superficie
de bosques donde la deforestación sería evitada de forma real, dado
un mismo presupuesto. 
Ha habido intentos de reforma, pero se han encontrado con barreras
de entendimiento y política. En el caso del PSAH, los grupos de inves-
tigación del INE y el Banco Mundial habían señalado en las revisiones
al PSAH de 2008 y 2009 que el índice de riesgo de deforestación, ade-
más de utilizarse para la prelación de solicitudes, debería también
usarse para diferenciar montos pagados y así atraer más predios en
mayor peligro de cambio de uso de suelo. Para la convocatoria 2010
del PSAH el nuevo director de CONAFOR en efecto solicitó que se
llevara a cabo una diferenciación de precios por costo de oportuni-
dad. Sin embargo, esta instrucción fue distorsionada en el último
momento por los mandos medios de la institución (ver cuadro 5)
quienes lanzaron la convocatoria solo diferenciando por riesgo de
deforestación en el caso del bosque mesófilo de montaña, mientras
que en el resto solo diferenciaron por tipo de ecosistema (6). Se refle-
jó así una limitada perspectiva de ingeniería forestal donde solo el
valor de la madera del bosque importa, y tal vez también respondien-
do a negociaciones con grupos de interés. 
En el caso del Programa Socio-Bosque ecuatoriano se utilizó una
variación de la regla de diferenciación de precios. En este caso el
monto por hectárea varía de acuerdo al total de la superficie ofreci-
da. La regla que surgió tiene similitudes con lo que la literatura eco-
nómica se conoce como modelos de discriminación monopsónica de pre-
cios de 2º grado donde el comprador también ofrece distintos precios,
pero no por el tipo de propietario, sino por el volumen de bien o ser-
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(6) El pronto reconocimiento en México del mayor valor ambiental de los bosques mesófilos de montaña tiene que
ver con los estudios en la región sobre su papel en la captación del agua contenida en la niebla para los flujos de
agua superficial (Bonell y Bruynzeel, 2005). 



vicio ofrecido, aprovechando las diferentes elasticidades de oferta a
diferentes volúmenes para aumentar sus ganancias netas. 
La idea de diferenciar por volumen surgió al estar compartiendo
experiencias entre México y Ecuador y notarse la desigualdad de
pagos totales que habría en este último país si se adoptara la regla de
pagar un solo precio por tipo de ecosistema; la desigualdad de la pro-
piedad forestal es mucho mayor en Ecuador que en México o Costa
Rica. Mientras que en las zonas costeras y andinas de Ecuador las
propiedades forestales tienden a ser de tamaños pequeños, según
nos acercamos a la Amazonía, mayores van siendo los predios, sien-
do las diferencias de varios órdenes de magnitud. La solución al pro-
blema fue entonces crear una estructura no lineal de precios (cua-
dro 6) para hacer rendir más el presupuesto y no hacer transferen-
cias tan desiguales. De esta manera, al ofrecer más superficie, un pro-
pietario individual o colectivo siempre estaría obteniendo un mayor
ingreso, pero el incremento en el pago no sería tan grande como el
incremento en superficie. Si bien esta discriminación de precios
tiene como objetivo principal lograr la percepción política de trans-
ferencias menos desiguales, podría tener algunos efectos en eficien-
cia si el costo de oportunidad estuviera inversamente correlacionado
con el tamaño del predio ofrecido. En las reuniones mencionadas los
funcionarios ecuatorianos argumentaron que ese era el caso: los cos-
tos de oportunidad promedio eran mayores en las zonas andinas y
costeras con predios pequeños que en las grandes extensiones de la
ceja de selva y la Amazonía. Sin embargo, como no existe todavía evi-
dencia empírica que permita comprobar que esta correlación existe,

Retos de la focalización del Programa de Pago por los Servicios Ambientales en México

103
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011

Cuadro 5

ESTRUCTURA DE LOS PAGOS POR HECTÁREA DEL PSAH EN MÉXICO

Tipo de ecosistema

Pago ha/año (precios base 2003, en euros*)

2003-2007 2008-2009

2010

Muy alto Alto, Medio, Bajo
Riesgo de (y muy bajo) Riesgo

Deforestación de Deforestación

Bosque Mesófilo de Montaña 22 21 64 40

Selva Alta Perennifolia 32

Bosque de Coníferas
16

16

Selva Mediana y Selva Baja 22

Bosque de Encino 18

* El tipo de cambio que se toma es el de $17.3 pesos mexicanos por euro (referencia de tipo de cambio: oct 2010).



la cuestión sobre la eficiencia y eficacia de este tipo de esquemas dife-
renciados para evitar mayor deforestación continúa por resolver. 
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Cuadro 6

ESTRUCTURA DE PRECIOS POR HECTÁREA DEL PROGRAMA SOCIO BOSQUE, ECUADOR

Superficie
Monto del pago

US$ x ha

Primeras 50 ha $30

Siguientes 50 ha $20

Siguientes 400 ha $10

Siguientes 4.500 ha $5

Siguientes 5.000 ha $2

Resto de las ha $1

Fuente: Programa Socio Bosque, 2009.

4.1. Evitando la deforestación

Los resultados de un programa de PSA no pueden medirse solo a tra-
vés del nivel de pagos entregados. Es necesario saber cuál es la dife-
rencia en el comportamiento de los propietarios forestales respecto
a detener la deforestación. Lo más sencillo sería reportar cuántos
predios inscritos en los programas fueron deforestados. Serán pocos
si las agencias implementadoras han tenido éxito en hacer cumplir
las condiciones del acuerdo. Sin embargo, la verdadera prueba del
efecto del programa requiere construir el contrafactual (Morgan &
Winship, 2007): ¿cuántas hectáreas se hubieran deforestado sin la presencia
del programa? Este tipo de evaluación no es común en las políticas
públicas en Latinoamérica, excepto para las políticas de reducción
de pobreza. Para los casos de los programas nacionales de PSA en
Costa Rica y México ya hay algunas respuestas. 
La fuente de información para construir el contrafactual son los pre-
dios que no han participado en el programa. Sin embargo, dado que
son programas voluntarios, y que tienen proceso de selección entre
interesados, la medida de comparación no puede ser la tasa media de
deforestación del resto del país o región. Es muy probable que los
bosques participantes sean diferentes al resto y por lo tanto las con-
clusiones usando solo estos últimos estarían sesgadas. Para Costa Rica,
Robalino et al. (2008) construyen una base de datos en la que combi-
nan predios con PSA y construyen «gemelos estadísticos» a través de



la técnica del pareo de acuerdo al índice de propensión (Propensity Score
Matching). La tasa de deforestación esperada para los predios inscri-
tos en PSA es de 0,4 por ciento anual para el período 2000-2005, pues
esa es la tasa que tienen sus predios pareados, y al encontrar que no
se deforestaron esta misma es la tasa evitada. Al comparar con el
período 1997-2000, utilizando el mismo método, se encuentra un
avance significativo del programa, pues la deforestación evitada en
ese primer período habría sido de solo solo 0,08 por ciento anual.
Pfaff et al. (2006) encuentra un efecto similar. Lo bajo de las tasas de
deforestación evitada se debió a que se habían invitado a participar y
se habían seleccionado predios que realmente tenían muy poco ries-
go de deforestación de inicio. Lo que no resuelven los autores, sin
embargo, es si el cambio fue a propósito o una casualidad afortunada
del cambio de áreas de atención. Por el contrario Tattenbach et al.
(2006) encontró un nivel significativamente mayor respecto a la defo-
restación evitada al menos en la Cordillera Central. Es necesario pues
profundizar en la investigación para esclarecer esta discrepancia. 
Para el caso del PSAH en México hay dos evaluaciones. En la prime-
ra, Alix-García et al. (2010) utiliza, al igual que en el caso de Costa
rica, la técnica de pareo en base a un índice de propensión a nivel
predio, y en este caso se controla además por el efecto de las varia-
bles no-observables a través de utilizar como comparación propieda-
des que solicitaron entrar al programa pero no fueron aceptadas por
razones administrativas. Se estudia la cohorte 2004 de propiedades
que entra al PSAH en cuanto a su deforestación 2003-2007. Los resul-
tados estiman que entre 10 y 12 por ciento menos predios tuvieron
algo (cualquier nivel) de deforestación. Además, dentro de las pro-
piedades asociadas a la deforestación, encuentran que el área total
deforestada hubiera sido 10 por ciento mayor de no haber recibido
los pagos. El segundo estudio, realizado por el INE (Muñoz-Piña et
al., 2010), analiza la deforestación entre 2000 y 2007 utilizando los
inventarios forestales nacionales. En este caso el análisis se hace a
nivel de pixel, lo que permite la expresión espacial de los resultados
e incluir un mayor número de variables explicativas. El INE ha anal-
ziado las cinco primeras cohortes anuales de predios que se incor-
poraron en el programa entre 2003 y 2007, e incluimos tanto el efec-
to de políticas públicas que inhiben la deforestación (i.e. áreas natu-
rales protegidas, PSAH), como el efecto de políticas públicas que
inducen a la deforestación (i.e. subsidios a la ganadería). En el pri-
mer acercamiento medimos los efectos directos, sin compensar por
el sesgo de autoselección, y el resultado es que, mientras que la tasa
de deforestación de los predios participantes fue de 0,6 por ciento en
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ese período de siete años, en promedio con 2,8 años de estar parti-
cipando en el PSAH, para predios estadísticamente equivalentes la
tasa hubiera sido de 1,56 por ciento. El efecto es muy similar cuando
en una segunda etapa se utiliza una muestra pareada para hacer una
corrección de la posible autoselección, lo que en nuestro caso se
hizo también través del método de pareo por índice de propensión
a nivel pixel. Los predios equivalentes hubieran tenido una tasa de
deforestación de 1,58 por ciento. 
Ambos resultados nos indican que el efecto específico del programa
PSAH es una reducción de un punto porcentual, es decir 5/8 de la
deforestación de este tipo de predios, lo que fue alcanzado con tan
solo la mitad del tiempo recorrido por el acuerdo. En términos abso-
lutos representan 17,5 mil hectáreas no deforestadas y más de tres
millones de toneladas de carbono no emitidas. Extrapolando, encon-
tramos que, si esos bosques hubieran estado inscritos durante todos
los siete años observados, hubieran tenido una reducción de 6/7 de
su deforestación; una deforestación evitada de 20,3 mil hectáreas. 
Pero el efecto promedio oculta uno de los fenómenos más importan-
tes. Mientras que para el quintil de hectáreas con mayor índice de ries-
go de deforestación, la tasa de esperada era de 9 por ciento y bajó gra-
cias al PSAH a ser menos de 2,4 por ciento, para el quintil de más bajo
riesgo este cambio es mínimo, solo pasa de 0,24 por ciento a 0,23 por
ciento. Esto demuestra que, al igual que el caso de Costa Rica, la clave
de la efectividad del programa está en la focalización de los pagos a las
zonas bajo mayor presión económica al cambio de uso de suelo. Esos
7 puntos porcentuales reducidos en la tasa de deforestación del quin-
til de predios en mayor riesgo son el gran aporte del PSAH. 
Es cierto que hay una correlación entre riesgo de deforestación y
costo de oportunidad de la tierra. En general predios con mayor ries-
go de deforestación requerirían de mayores montos de pago para
estar interesados en participar. Sin embargo, aun con los niveles de
pago actuales, algunos cambios en las reglas de los programas ya pue-
den atraer más predios con alta presión económica sobre la defores-
tación. Por ejemplo, en el año 2000 el programa costarricense de
PSA tuvo un cambio de enfoque y reglas y así pudo atraer predios
con 5 veces más riesgo de deforestación que en el período anterior.
Lo mismo puede afirmarse en el caso del PSAH en México donde el
trabajo de García et al. (2010) (7) muestra que en la convocatoria
2008 del PSAH hubo más de 100 solicitudes con al menos un crite-
rio de importancia hidrológica y alto o muy alto riesgo de deforesta-
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(7) Misma información que se utiliza para el cuadro 2.



ción (13 por ciento del total) que no fueron aceptadas, aceptándose
en cambio cerca de 100 solicitudes que no cumplían ninguno de esos
criterios ni estaban en riesgo significativo de cambio de uso de suelo,
solo por el efecto perverso de un diseño que le da mucho peso a cri-
terios «secundarios» tales como la entrega temprana de solicitudes o
la participación del propietario forestal en programas forestales no
conectados con la relación bosques-agua (biodiversidad, incendios,
certificación, etc.), ambos elementos siendo importantes para ele-
mentos de la burocracia de CONAFOR y algunas de las empresas y
organizaciones que cabildean en el Comité Consultivo del progra-
ma (8). Hasta 2010 se había seguido la dinámica de apoyar a todos
los interesados a través de aceptar todos los criterios adicionales
sugeridos como «sumándose» a la cuenta final, sin reconocer que
efectivamente se estaban diluyendo los criterios primarios del pro-
grama. 
Una estructura de prelación lexicográfica, es decir una donde pri-
mero se elijan todos los predios de alta importancia hidrológica y
dentro de ellos en orden descendiente de riesgo de deforestación,
podría solucionar el problema de combinar criterios primarios con
secundarios. Esta propuesta se hizo en 2010 pero el equipo técnico
de CONAFOR la rechazó por percibirla como «inequitativa» (sic). El
INE volverá a explicarla para que se entienda mejor, y solucionar sus
inquietudes, pero como segunda mejor opción concentrará sus
esfuerzos en convencer a la CONAFOR de que entonces sería desea-
ble incrementar significativamente el peso de los criterios primarios. 

5. CONCLUSIONES

Los casos latinoamericanos nacionales de programas de pago por
servicios ambientales hidrológicos son una innovación en políticas
públicas forestales y ambientales por dos razones: en primer lugar,
porque articulando la demanda resuelven problemas de presupues-
to al obtener fondos cobrando directamente o indirectamente a los
beneficiarios de dichos servicios, mientras que, en segundo lugar, tie-
nen el potencial de alcanzar altos niveles de cumplimiento gracias a
que utilizan convenios con pagos condicionales. Sin embargo, ade-
más de los retos de instrumentación, el éxito de los programas
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(8) En la estructura de decisión CONAFOR es quien redacta las reglas de operación finales, tomando en cuenta
las opiniones del Comité Técnico del programa, compuesto por representantes de sus diversas áreas internas y las
agencias federales encargadas de agua y conservación, y las de su Comité Asesor, compuesto por representantes de
organizaciones de propietarios forestales y organizaciones ambientalistas no gubernamentales, quienes solo requieren
solicitar participar para entrar. También toma en cuenta las revisiones externas de donantes y financiadores del pro-
grama como el Banco Mundial. 



depende de que su diseño resuelva dos preguntas: cuánto pagar y
cómo seleccionar los predios participantes. La lección aprendida
más importante es que, dada una misma importancia hidrológica, es
crucial la focalización hacia los bosques en los lugares con mayor
presión económica a la deforestación, los cuales por tener un mayor
costo de oportunidad requieren de montos mayores que el resto
para interesarse en participar. 
El análisis del caso de México, apoyado en comparaciones con los
casos de Ecuador y Costa Rica, muestra que hace falta crear estruc-
turas de precios y procesos de selección que tomen en cuenta la dis-
tribución de costos de oportunidad de los bosques. Las evaluaciones
cuantitativas muestran que la deforestación evitada tanto en México
como en Costa Rica no ha sido tan grande como hubiera podido ser
precisamente por fallas o ausencias en las reglas de operación de sus
programas. Son necesarios cambios en estas reglas si se quiere atraer
y elegir a más predios de alto valor ambiental que estén en mayor
riesgo de cambio de uso de suelo. Tener predios sin una de estas dos
características, o ninguna de ellas, representa un uso ineficiente de
lo recaudado y no cumple con lo que los usuarios de servicios
ambientales creen estar pagando. Una buena focalización puede
producir un efecto significativamente mayor dada una misma canti-
dad de fondos. 
Estos resultados e ideas han sido discutidos tanto en México como
en Costa Rica y Ecuador. En el PSAH mexicano la respuesta ha sido
algunos cambios en las reglas de operación a lo largo de los siete
años del programa. Ecuador pudo diseñar su programa ya tomando
en cuenta las lecciones de los dos primeros países. Sin embargo, lo
que observamos en los tres países es que, a pesar de lo innovador y
adaptable de sus programas, las ventajas del poder de compra de
servicios ambientales por los gobiernos nacionales no han sido
aprovechadas cabalmente para beneficio de los usuarios de los mis-
mos. Las razones cabe hallarlas en el ámbito de la economía políti-
ca. En el caso de México y Ecuador aparece una preocupación entre
los tomadores de decisión por la distribución de los pagos entre
tipos de propietarios y regiones, lo que ha llevado a que las reglas de
sus programas sacrifiquen algo de eficiencia por lograr un resultado
más «equilibrado», al menos en cuanto a la percepción política de
sus resultados. Observado con más detalle, el caso de México mues-
tra como en este proceso de decisiones interviene la búsqueda de
rentas por parte de grupos de interés y las presiones de la burocra-
cia que lucha por atraer recursos hacia sus áreas de influencia y
clientelas a través de la introducción de criterios secundarios. No es
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descartable tampoco que la falta de entendimiento sobre la econo-
mía de la deforestación entre los cuadros técnicos forestales haya
dificultado la toma de decisiones para mejorar la eficiencia de los
programas. 
No podemos concluir sin reconocer que el problema de la econo-
mía política de la focalización no es nuevo. Es, por ejemplo, una de
las preocupaciones centrales de la política social, donde se busca
que los programas para reducir la pobreza llegue con más precisión
a los hogares que más lo necesitan. Si bien podría ser cuestión de
tiempo para que una política relativamente nueva, como la de PSA,
madure vía la retroalimentación entre las instituciones que mane-
jan los programas y los centros de investigación nacionales e inter-
nacionales que los estudian, hay dos elementos que lo harán más
complicado que en el caso la política social. El primero es que el
servicio ambiental es algo adquirido indirectamente, a través de
proteger los bosques en los lugares con mayor probabilidad de
prestar este servicio. Es un bien público, no exclusivo y no rival.
Dado que la información sobre la localización y magnitud de este
servicio aun no es bien conocida en países de ingresos medios y
bajos, es difícil defender criterios de localización frente a los gru-
pos de interés. A medida que avance el conocimiento científico, se
va a ir adquiriendo mayor precisión en los criterios de focalización,
pero aun así la posición de defensa de la eficiencia se mantiene vul-
nerable. El segundo elemento es que el otro gran componente de
focalización, el riesgo económico de deforestación, tampoco es
algo observable a simple vista o fácil de confirmar mediante evi-
dencias, a diferencia, por ejemplo, de la pobreza extrema en un
hogar. Esto dificulta el utilizar «proxies» o índices de riesgo como
criterio preeminente frente a otros aspectos más fácilmente reco-
nocibles como el tipo de madera que produce el bosque. La fácil
confusión entre posibilidad y probabilidad de deforestación tampoco
ayuda a defenderse en el debate ante presiones de buscadores de
rentas. 
Las recomendaciones discutidas aquí no son para lograr mejoras
marginales en los programas. Los cambios logrados son significati-
vamente mayores cuando las reglas tienen en cuenta la focaliza-
ción. Sin ésta, las innovaciones de los programas de PSA no podrán
entregar resultados a quienes están pagando por ellos, y su fuerte
respaldo político y de opinión pública actual se perdería. Lograr
los cambios es un reto de comunicación y negociación y los pro-
gramas de PSA son un instrumento con ventajas que no podemos
desperdiciar. 

Retos de la focalización del Programa de Pago por los Servicios Ambientales en México

109
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011



BIBLIOGRAFÍA

ALIX-GARCÍA, J.; SHAPIRO, E. and SIMS, K. (2010): Forest Conservation and Slip-
page: Evidence from Mexico’s National Payments for Ecosystem Services Program.
Working Paper, University of Wisconsin, Madison.

ANGELSEN, A. and KAIMOWITZ, D. (1999): «Rethinking the Causes of Defo-
restation: Lessons from Economic Models». World Bank Research Observer,
Oxford University Press, 14 (1): 73-98.

BONELL, M. and BRUYNZEEL, L. (2005): Forests-Water-People in the Humid Tro-
pics: Past, Present and Future Hydrological Research for Integrated Land and
Water Management. Cambridge (UK): Cambridge University Press.

CARLTON, D. and PERLOFF, J. (2004): Modern Industrial Organization. 4ed.
Addison-Wesley.

CARRILLO-RIVERA, J.; PEREVOCHTCHIKOVA, J. and TÁUT, M. (2004): Definición
de Indicadores de Impacto al Recurso Hídrico en Zonas Receptoras de Pago por
Servicios Ambientales Hidrológicos 2003-2004. Convenio Instituto Nacional
de Ecología-Instituto de Geografía, UNAM.
http://www.fnca.eu/fnca/america/docu/1624.pdf, Cd. de México.

DEININGER, K. and MINTEN, B. (2002): «Determinants of Deforestation and
the Economics of Protection: An Application to Mexico». American Jour-
nal of Agricultural Economics, 943-960.

ENGEL, S.; PAGIOLA, S. and WUNDER, S. (2008): «Designing payments for
environmental services in theory and practice: An overview of the
issues». Ecological Economics, 64.

FOREST TRENDS (2008): Developing Markets from Water Services from
Forests. http://www.forest-trends.org/documents/files/doc_133.pdf

GARCÍA, H. and CISNEROS, A. (2010): Evaluación de la Focalización del Progra-
ma de Pagos por Servicios Hidrológicos en México. Instituto Nacional de Eco-
logía. Documentos de Trabajo.

GUEVARA, A. (2003): Pobreza y Medioambiente: Teoría y Evaluación de una Polí-
tica Pública. México: Universidad Iberoamericana. Instituto Nacional de
Ecología. Instituto Nacional de Administración Pública.

KAIMOVITZ, D. (2002): «Amazon Deforestation Revisited». Latin American
Research Review, 37 (2): 221-235.

LAFFONT, J. and MARTIMORT, D. (2002): The Theory of Incentives: The Principal-
Agent Model. Princeton University Press.

MILLENNIUM ECOSYSTEM ASSESSMENT (2005): Ecosystems and Human Well-
Being: Synthesis. Washington: Island Press.

MOKONDOKO, P. (2009): Estudio de las Relaciones entre Cambio de Uso de Suelo,
Calidad del Agua y Salud Pública para Valoración de Servicios Ambientales
Hidrológicos en la Cuenca Alta del Río La Antigua. Universidad Autónoma
de México, Instituto de Ecología. Tesis de Maestría, Veracruz.

MORGAN, S. and WINSHIP, C. (2007): Counterfactuals and Causal Inference:
Methods and Principles for Social Research. Cambridge University Press.

MUÑOZ-PIÑA, C. (Número Especial de 2003): «Reformas de Segunda Gene-
ración en Materia Ambiental y Agraria para los Bosques de México».
Gaceta de Economía ITAM , 181-198.

110

Carlos Muñoz-Piña, Marisol Rivera, Alfredo Cisneros y Helena García

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011



MUÑOZ-PIÑA, C.; GUEVARA, A.; TORRES-ROJO, J. M. and BRAÑA, J. (2006):
«Paying for the Environmental Services of Mexican Forests: Analysis,
Negotiation and Results». Ecological Economics.

MUÑOZ-PIÑA, C.; RIVERA, M. and CISNEROS, A. (2010): Cuantificando la Defo-
restación Evitada: Evaluación del Programa de Pago por Servicios Ambientales
Hidrológicos y Otras Políticas. Instituto Nacional de Ecología. Documentos
de Trabajo.

MUÑOZ-PIÑA, C.; RIVERA, M. and CISNEROS, A. (2010): «Índice de Presión
Económica a la Deforestación. Versión 1.0». Documentos de Trabajo. INE-
DGIPEA.

ONU (2010): Milennium Development Goals Report. Organización de las
Naciones Unidas.

PAGIOLA, S. (2008): «Payment for Environmental Services in Costa Rica».
Ecological Economics, 65 (4): 712-724.

PAGIOLA, S. and BISHOP, J. (2003): La Venta de Servicios Ambientales Forestales.
Ciudad de México: Instituto Nacional de Ecología.

PFAFF, A.; ROBALINO, J. and SÁNCHEZ-AZOFEIFA, G. (2006): Payments for Envi-
ronmental Services: Empirical Analysis for Costa Rica. New York: Columbia
University.

ROBALINO, J.; PFAFF, A.; SÁNCHEZ-AZOFEIFA, G.; ALPÍZAR, F.; RODRÍGUEZ, C. M.
and LEÓN, C. (2008): Deforestation Impacts of Environmental Services Pay-
ments: Costa Rica’s PSA Program 2000-2005. EfD-Resources For The Futu-
re. Working Paper Series EfD DP 08-24.

SEN, A. (1996): «The Political Economy of Targeting». En D. van de Walle,
& K. Nead: Public Spending and the Poor: Theory and Evidence. Baltimore:
Published for the World Bank, The John Hopkins University Press.

STIGLER, G. (1961): «The Economics of Information». The Journal of Politi-
cal Economy, 69 (3): 213-225.

TATTENBACH, F. O. (2006): Mejora del Excedente Nacional del Pago de Servicios
Ambientales. San José: FONAFIFO.

WUNDER, S. (2005): «Payments for Environmental Services: Some Nuts and
Bolts». Center for International Forestry Research. CIFOR Occasional
Paper, 42.

Retos de la focalización del Programa de Pago por los Servicios Ambientales en México

111
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011



RESUMEN

Restos de la focalización del Programa de Pago por los Servicios Ambientales en México

A lo largo de esta década Latinoamérica ha experimentado un rápido crecimiento en el
número de programas de pago por servicios ambientales hidrológicos. Los ecosistemas
objetivo han sido primordialmente bosques naturales, y los programas han abarcado desde
la escala local hasta la escala nacional. Los programas nacionales, dentro de los cuales des-
tacan el de Costa Rica, México y Ecuador, no han ocurrido sin controversias. Por una parte,
una de sus principales ventajas consiste en disponer de una amplia base recaudatoria y de
la posibilidad de reforzar conexiones hidrológicas entre regiones, pero por otro lado, los
grados de separación que hay entre beneficiarios del servicio ambiental y quien decide asig-
nar los pagos los hacen particularmente vulnerables a problemas de focalización; esto es, a
ofrecer pagos donde no necesariamente se obtiene el mayor valor ambiental por lo inverti-
do. Este artículo analiza los retos de focalización del programa de Pago por Servicios
Ambientales Hidrológicos (PSAH) en México a través de relacionar variaciones en los ele-
mentos de su diseño contractual a lo largo de los primeros 6 años, esto es, las reglas de ele-
gibilidad y selección de solicitudes, condicionalidades y montos pagados, con las caracterís-
ticas biológicas e hidrológicas de los bosques que resultaron ser aceptados a lo largo de este
tiempo. Se utilizan también las comparaciones con los programas nacionales de Costa Rica
y Ecuador, entre otros, para identificar patrones comunes y diferencias relevantes. El análi-
sis demuestra que, a pesar del efecto positivo que ha tenido el programa, los problemas de
focalización han resultado en una menor reducción de la deforestación y en un menor valor
hidrológico que lo que hubiera sido posible lograr dada la distribución de costos de opor-
tunidad. La principal recomendación es reformar los sistemas de elegibilidad y prelación
con el objetivo de evitar la deforestación en predios hidrológicamente valiosos, y a la vez
diferenciar los pagos por hectárea para reflejar los diferentes niveles de costos de oportu-
nidad. De esta manera el poder de compra del gobierno nacional servirá para maximizar el
valor hidrológico del programa, reduciendo la pérdida de bienestar por la transferencia de
rentas a grupos de interés. Es una buena noticia que las reformas actuales en México
comiencen a moverse en esta dirección. 

PALABRAS CLAVE: pago por servicios ambientales, focalización, deforestación evitada,
política ambiental, mecanismos de mercado, diseño de incentivos.

SUMMARY

Payment for Environmental Services in Mexico: Targeting Challenges

The last decade has witnessed an important growth in the number of Payment for Hydro-
logical Services programmes and projects throughout Latin America. Natural forests have
been the most frequent targeted ecosystems and initiatives have been developed at differ-
ent scales, from the local to the national level. The national programmes in Costa Rica, Mex-
ico and Ecuador are particularly relevant and their implementation has led to numerous
controversies. On the one hand, one of their main advantages is that they can rely on sub-
stantial public funding and can support cross-regional hydrological connectivity. On the
other hand, these programmes suffer from a strong spatial detachment between service
beneficiaries and those who allocate service payments. This fact makes the programmes par-
ticularly vulnerable to targeting problems (i.e. allocating payments to areas that do not nec-
essarily have the greatest environmental value) This paper analyses the targeting challenges
in the Mexican programme of Payments for Hydrological Services (PSAH, for its Spanish
acronym). This is done by relating procedural changes over the first six years of the program
(i.e. changes in the eligibility rules, the selection of applications, conditionalities and pay-
ment levels) with the type of forests selected for implementation over this period and their
hydrological characteristics. The paper also compares the PSAH with the Costa Rican and
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Ecuadorian programmes in order to draw similarities and differences. Findings demon-
strate that targeting problems have resulted in a lower impact on deforestation rates and
fewer hydrological benefits, compared to what would have been achieved given the current
distribution of opportunity costs. Our central recommendation is to reform the eligibility
and participants’ criteria to halt deforestation in hydrologically valuable areas, and to dif-
ferentiate payments according to different opportunity cost scenarios. In doing so, the
national government will maximize the programme’s hydrological value, and will limit the
flow of resources towards particular interest groups. The good news are that the most recent
government reforms of the programme are starting to move in this direction. 

KEYWORDS: Payment for environmental services, targeting, avoided deforestation, envi-
ronmental policy, market-based instruments, incentive payments.
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1. INTRODUCCIÓN

Durante las dos últimas décadas, varios proyectos de carbono enfo-
cados en la aforestación y reforestación (A/R) (1) han sido imple-
mentados en América Latina, y en otros países en desarrollo, sobre
todo a pequeña escala. Aunque siendo elegibles para ser financiados
por el Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL) del Protocolo de
Kyoto, reglas complicadas y altos costos de transacción han sido fuer-
tes obstáculos para poder incrementar la escala de implementación
de proyectos A/R –desde la creación del MDL solamente han sido
aprobados 17 proyectos A/R de un total de 2970 proyectos registra-
dos (2). La mayoría de las experiencias piloto existentes han sido
confinadas al mercado voluntario (Michaelowa and Jotzo, 2005). En
2007 durante las negociaciones de políticas globales relacionadas
con el clima, en la Conferencia de las Partes (COP 13) de la
UNFCCC en Bali, Indonesia, se contempló oficialmente incluir la
conservación de bosques como parte de los esfuerzos de mitigación
del cambio climático, bajo el nombre de «Reducción de Emisiones
derivadas de la Deforestación y Degradación Forestal» (REDD). La
idea de pagar a los usuarios de la tierra para la adopción de estrate-
gias de gestión que mejoren el «stock» de carbono o reduzcan las

115
Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011

(*) Center for International Forestry Research (CIFOR). Río de Janeiro. Brazil.
(**) Center for Development Research (ZEF). Bonn. Germany.
(1) La aforestación concierne el desarrollo de plantaciones en áreas deforestadas por un período mínimo de 50

años, mientras que la reforestación concierne su desarrollo en áreas deforestadas desde 1990.
(2) http://cdm.unfccc.int/Statistics/index.html 
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emisiones de dióxido de carbono provenientes del cambio de uso de
la tierra, se ha vuelto cada vez más popular. 
Varias definiciones de estos pagos por servicios ambientales (PSA)
coinciden en que el mecanismo involucra transferencias de dinero
en efectivo o en especie hacia los usuarios de la tierra que están con-
dicionadas al cumplimiento de acuerdos previos respecto a la provi-
sión de servicios ambientales o a usos de la tierra que garanticen la
provisión de estos servicios (Muradian et al., 2010; Wunder, 2005).
En el marco de la mitigación del cambio climático, el principal bene-
ficiario del servicio de mitigación mediante acuerdos de PSA es la
comunidad internacional. Créditos de emisiones evitadas podrían
ser comercializados en mercados o, alternativamente, emisores par-
ticulares y/o gobiernos podrían negociar acuerdos individuales de
conservación. Las transferencias entre compradores y proveedores
del servicio ambiental (por ejemplo, usuarios de tierra individuales
o asociados en grupos) son típicamente intermediadas por gobier-
nos u Organizaciones No Gubernamentales (ONGs).
América Latina ha sido una de las regiones del mundo donde los
esquemas de PSA han surgido casi de manera natural, iniciándose
principalmente en el ámbito de la protección de cuencas (véase
Muñoz-Piña et al., este número). Hoy en día, los primeros países en
adoptar estos esquemas, tales como Costa Rica y México, están eje-
cutando programas nacionales a gran escala, remunerando no solo
la protección de cuencas, sino también la provisión de carbono, pro-
tección de biodiversidad y la belleza escénica en sus esquemas de
compensación.
Según el IPCC (2007), Sur y Centro América poseen el mayor poten-
cial de mitigación en el sector forestal de las nueve regiones del
mundo analizadas. Reducir la deforestación, principalmente en la
Amazonía, se destaca como la mayor opción de mitigación en la
región. El 47 por ciento de estas reducciones se encuentran en un
rango de costos por debajo de los US$ 20 por tonelada de CO2. Las
medidas A/R poseen el segundo mayor potencial de mitigación, con
un 39 por ciento de reducciones a bajos costos. Por tanto, la capaci-
dad para mitigar emisiones a través de la agricultura sostenible es
también significativa, pero, en este caso, América Latina ocupa el
segundo lugar después de Asia (FAO, 2007). Teniendo en cuenta
estos potenciales, el número de esquemas de pago por carbono,
especialmente en el sector forestal, es cada vez mayor.
Los PSA tienen una serie de ventajas conceptuales frente a las políti-
cas convencionales de conservación, tales como las de comando y
control, los impuestos y los subsidios. El hecho que los PSA sean direc-
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tos, voluntarios y supeditados a cumplimiento, los hace potencial-
mente equitativos y socialmente costo-efectivos, minimizando los efec-
tos de distorsión en la economía en general. Sin embargo, tal como
cualquier instrumento de política, los PSA requieren ciertos requisi-
tos para ser implementados y funcionar eficazmente (Wunder, 2008).
La condicionalidad, para tomar como ejemplo una característica
clave de los PSA, depende de la capacidad de los beneficiarios o
implementadores para monitorear la provisión de servicios y sancio-
nar efectivamente a los proveedores que incurran en incumplimien-
to. Entender las interrelaciones entre los usos del suelo y la prestación
de servicios ambientales puede no ser fácil. Además, sanciones efecti-
vas, como por ejemplo, reducir o suspender los pagos en caso de
incumplimiento, requieren que la responsabilidad sea claramente
atribuible al proveedor, lo que significa que la tenencia de la tierra y
los derechos de acceso deben estar claramente expresos y exclusivos.
Conociendo que estos y otros factores, los cuales afectan a la efecti-
vidad de los PSA, tienden a variar entre países, regiones y sitios espe-
cíficos, la investigación se ha enfocado frecuentemente en preguntas
relacionadas con la efectividad y el costo de los PSA (Porras et al.,
2008; Wunder et al., 2008):

1. ¿Cuándo los PSA pueden ser un instrumento efectivo de conser-
vación?

2. ¿Cuánto debe pagarse?
3. ¿Cómo pueden los PSA implementarse de manera costo-efectiva?

Un nuevo acuerdo internacional para el clima que incluya al esque-
ma REDD podría, potencialmente, dar paso a esquemas de PSA a
gran escala en muchos países con fronteras forestales tropicales o
bosques remanentes. Como resultado, la investigación de PSA se
ocupa cada vez más del impacto de los esquemas PSA sobre los
medios de vida (Landell-Mills y Porras, 2002; Bulte et al., 2008; Cor-
bera et al., 2007; Grieg-Gran et al., 2005; Karsenty, 2007; Pascual et al.,
2010; Wunder, 2008) enfocándose en cuestiones como:

1. ¿Quién se beneficiará de los PSA?
2. ¿Los pagos por dejar de usar la tierra y evitar la deforestación con-

vierten a los usuarios en pasivos receptores de flujos de ingresos
externos? ¿Cómo afectarían los PSA al desarrollo económico
local?

Este artículo contribuye al debate sobre el costo-efectividad de los
PSA y su impacto en los medios de vida, basándose en una revisión
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de algunos esquemas de pago por carbono de A/R existentes en
América Latina, y dos evaluaciones enfocadas en PSA bajo el contex-
to de REDD en la región amazónica. La sección 2 presenta los esque-
mas seleccionados y las fuentes bibliográficas de referencia. Sin la
intención de dar respuestas exhaustivas a las preguntas planteadas
anteriormente, la sección 3 discute la evidencia disponible actual-
mente sobre el costo-efectividad del los PSA, mientras que la sección
4 trata las cuestiones relacionadas con los posibles impactos sobre los
medios de vida. Algunas lecciones aprendidas están remarcadas en la
sección 5, junto con una discusión sobre los asuntos relacionados
con la perspectiva de llevar los esquemas de pago por carbono a una
mayor escala bajo el contexto REDD.

2. DATOS Y MÉTODOS

Nuestra evaluación de los esquemas de pagos por carbono existentes
se basa principalmente en revisiones de literatura, complementadas
por observaciones de campo propias. El cuadro 1 provee una visión
general de los casos seleccionados.
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Cuadro 1

ESQUEMAS DE PAGOS POR CARBONO BAJO ANÁLISIS

Nombre
Tipo de Años de

Enfoque
Observaciones Fuentes claves

esquema operación en campo de literatura

Pagiola 2008, 
Programa Nacional Esquema

14 REDD, A/R Sí
Chomitz 1999,

de PSA (Costa Rica) nacional Wünscher et al., 2008,
Pfaff et al., 2007

Proyecto Juma de 
PIN de proyecto,

Desarrollo Sostenible
Esquema

4 REDD Sí
Augustsson et al.,

(Brasil)
subnacional 2010, 

Grieg-Gran, 2009

Asquith et al., 2002,

Proyecto de Acción
May et al., 2003,

Climática Noel Kempff 
Conducido por 

14 REDD No
Sohngen 2004, 

Mercado (Bolivia)
una ONG Project PDD, 

Robertson y 
Wunder 2005 

PROFAFOR
Proyecto privado 18 A/R Sí

Wunder y Alban 2008, 
(Ecuador) Alban y Argüello 2004

May et al., 2003, 

Plantar (Brasil) Proyecto privado 9 A/R No
Ventura y Andrade
2008, Grieg-Gran 
et al., 2005



Los esquemas de PSA evaluados operan a diferentes escalas, por
ejemplo, nacional, sub-nacional y local. Los dos esquemas funcio-
nando a gran escala fueron iniciados por gobiernos nacionales o
federales (el Programa Nacional de PSA de Costa Rica y el Proyecto
Juma de Desarrollo Sostenible), mientras que otros, implementados
en una escala menor, son ejecutados por una ONG (Noel Kempff)
así como por iniciativas privadas (Plantar y PROFAFOR). Es indica-
do mencionar que no todos los esquemas analizados son estricta-
mente esquemas de PSA en todos sus aspectos y para todos los acto-
res involucrados. En el proyecto Noel Kempff, por ejemplo, los pagos
fueron no solo condicionados a cambios en el uso de la tierra, sino
también a la transferencia total de derechos de uso forestal (conce-
siones). Sin embargo, todos los esquemas involucran transferencias
en efectivo condicionadas a la provisión de beneficios de carbono.
En el Programa Nacional de PSA de Costa Rica, establecido en 1996, los
pagos se realizan por el conjunto de cuatro servicios ambientales
(carbono, protección de cuencas hidrográficas, la biodiversidad y la
belleza escénica), proveídos desde terrenos forestales privados y
comunales, que deben alcanzarse mediante la reforestación y la con-
servación y el manejo forestal. Hasta ahora, la principal fuente de
financiamiento ha sido un impuesto a la gasolina, funcionando
como un mecanismo de compensación por las emisiones domésticas,
no obstante se espera que los beneficios futuros por créditos de car-
bono también sean significativos. Los más altos pagos son por refo-
restación, pagados durante cinco años, lo cual refleja que la refores-
tación tiene el costo más alto de provisión de servicios.
El Proyecto Juma de Desarrollo Sostenible es una iniciativa piloto de
REDD implementada por una institución pública-privada, la Funda-
ción Amazonas Sostenible (FAS) y, entre otros, el gobierno del esta-
do de Amazonas. Como proyecto REDD, fue diseñado para cofinan-
ciar el programa estatal de apoyo a la conservación, Bolsa Floresta,
en la Reserva de Desarrollo Sostenible Juma, un área protegida
donde se permite la presencia de habitantes nativos. El programa
Bolsa Floresta funciona en 15 áreas, las cuales poseen un estado de
protección similar, y otorga transferencias directas y condicionadas a
los agricultores independientes y a comunidades que decidan cum-
plir con sus objetivos de conservación. A pesar de esto, entre los
casos de Bolsa Floresta, apenas el Proyecto Juma ha sido implemen-
tado y certificado como un proyecto REDD. Los beneficios a la
comunidad incluyen la mejora de servicios de educación y salud, así
como también apoyo financiero y asistencia técnica para la genera-
ción de ingresos mediante actividades alternativas, como por ejem-
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plo la cría de animales menores. El financiamiento es provisto por el
gobierno y a través de socios como el banco brasileño Bradesco, la
cadena de hoteles Marriott, y Coca-Cola Brasil. En particular, los
pagos en efectivo a las familias (50 Reales brasileños mensuales)
están condicionados a, por lo menos, el cumplimiento de las normas
del área protegida.
El proyecto Noel Kempff fue lanzado en 1997 en la Amazonía boli-
viana, en el marco de la Iniciativa de Estados Unidos sobre Aplica-
ción Conjunta (US Initiative on Joint Implementation), el cual tenía por
objetivo demostrar que la reducción de emisiones a través de la con-
servación de bosques puede ser efectiva (May et al., 2003). Este ha
sido globalmente uno de los primeros proyectos tipo REDD, aunque
el término no existiera en el momento en el que fue concebido.
Cuenta con actividades complementarias destinadas a reducir las
fugas en las zonas circundantes y ofrecer alternativas económicas a
las actuales prácticas agrícolas. The Nature Conservancy (TNC) y un
consorcio de compañías estadounidenses, incluyendo la American
Electric Power, se aliaron con el gobierno boliviano con el fin de
comprar las concesiones forestales ya existentes y aumentar el área
del Parque Nacional Noel Kempff. Aunque la atención se haya cen-
trado en la reducción de emisiones, el proyecto Noel Kempff es una
iniciativa en forma de «paquete», es decir que combina los benefi-
cios de carbono y de la biodiversidad que se consiguen al evitar la
deforestación (Boyd, 2003). Las comunidades han sido asistidas para
obtener títulos de propiedad, se ha establecido un sistema de micro-
crédito y se ha dado extensión tanto agrícola como forestal.
La iniciativa de secuestro de carbono PROFAFOR (Programa FACE de
Forestación), en Ecuador, es el esquema más antiguo de PSA bajo revi-
sión. Aplicado por una fundación privada ecuatoriana, el financia-
miento es proporcionado por un consorcio de empresas eléctricas
holandesas interesadas en la compensación de emisiones de dióxido de
carbono. PROFAFOR ha hecho contratos de reforestación y aforesta-
ción con los propietarios privados y con comunidades, mayormente en
la sierra ecuatoriana, usando especies arbóreas exóticas y nativas. Des-
pués de 18 años de funcionamiento, la iniciativa recientemente ha deja-
do de aumentar la superficie contratada, debido al fuerte aumento de
los costos de provisión tras la «dolarización» de la economía ecuatoria-
na (comunicación personal, Luis Fernando Jara, julio de 2009). Entre
los esquemas de PSA revisados, la iniciativa PROFAFOR se acerca más
directamente al concepto teórico de PSA, siendo un acuerdo volunta-
rio y condicional entre los usuarios y los proveedores de servicios, sobre
la provisión de un servicio ambiental bien definido.
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La iniciativa Plantar, en el estado brasileño de Minas Gerais, apunta
a la generación de compensaciones de carbono negociables a partir
de la reforestación, apegándose a las normas del Protocolo de Kyoto.
Plantar, una empresa de reforestación, se constituyó a finales de
1960. Existen dos componentes principales: en primer lugar, utilizar
los créditos de carbono como un subsidio para mantener el uso de
carbón vegetal en la industria de la fundición de hierro en lugar de
cambiar al uso de carbón de coque (que si bien es la alternativa más
barata, es también la más contaminante), y, en segundo lugar, pro-
mover la reforestación con eucalipto. Un compromiso con el ‘Pro-
totype Carbon Fund’ del Banco Mundial para la compra de reduc-
ciones de emisiones certificadas ha ayudado a la empresa a obtener
un préstamo bancario para nuevas plantaciones. La participación de
la población local en el proyecto ha sido mayormente como emplea-
dos en las operaciones forestales e industriales (May et al., 2003).
Diez años después del inicio del proyecto, la aprobación de Plantar
bajo el marco del MDL se encuentra a la espera de la aclaración de
irregularidades en el proceso de consulta pública (3).
En síntesis, el programa nacional de PSA de Costa Rica se destaca
como intento pionero de integrar los pagos por conservación dentro
de una estrategia nacional de conservación forestal de un país en
desarrollo; el proyecto Plantar fue la primera iniciativa brasileña de
reforestación en aspirar a tener el estatus de un proyecto MDL,
mientras que los proyectos Noel Kempff y Juma fueron los primeros
en implementar intervenciones del tipo REDD en la región amazó-
nica.

3. COSTO-EFECTIVIDAD DE LOS PAGOS POR CARBONO

Definimos costo-efectividad como el impacto que un esquema de
pago causa sobre un servicio ambiental definido (p. ej. secuestro de
carbono, reducción de emisiones) dividido por el costo total de
dicho esquema. El impacto sobre el servicio ambiental es también
conocido bajo el término de «adicionalidad», comparando el estado
actual versus un escenario «negocio como siempre» (business as usual)
previamente establecido, o línea de base (Angelsen, 2008). Las líne-
as de base infladas (i.e. que sobrestiman las emisiones futuras del
escenario business as usual), o una fuga (p. ej. emisiones de carbono
causadas por el proyecto que suceden fuera de su área de interven-
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ción) pueden llevar a una fuerte sobreestimación de adicionalidad
(Sathaye y Andrasko, 2007). Además, en el largo plazo, la efectividad
de los esquemas de pago por carbono también depende de la per-
manencia de las emisiones reducidas y del carbono secuestrado más
allá del horizonte temporal de intervención.
En la literatura sobre PSA, los costos de provisión de servicios se pue-
den dividir en pagos y costos de transacción. En los esquemas de
pago, los costos de transacción suelen estar relacionados con el desa-
rrollo y la gestión del proyecto, las negociaciones, el monitoreo y la
verificación, el control y la protección. Estos costos son raramente
contabilizados y, por lo tanto, son más difíciles de cuantificar que las
transferencias monetarias a los proveedores de los servicios. Los pro-
yectos Juma y Noel Kempff efectúan financiamientos «integrados»
incurriendo en gastos para, por ejemplo, el desarrollo del turismo y
programas de apoyo a la comunidad. Debido a que estos gastos no se
relacionan directamente con su componente de PSA, debemos
excluirlos de nuestra contabilidad de costos de transacción más ade-
lante.
El cuadro 2 resume indicadores claves de diseño y desempeño rela-
cionados con los esquemas de pago bajo revisión. Tres de los cinco
esquemas se enfocan exclusivamente en la reducción de emisiones o
en el secuestro de carbono como servicios ambientales. Sólo el pro-
grama de PSA de Costa Rica engloba un grupo de servicios, en donde
se encuentran los beneficios de carbono junto a los servicios hidroló-
gicos, beneficios de la biodiversidad y servicios recreacionales.
Los objetivos e impactos relacionados con la efectividad difieren con-
siderablemente entre los cinco casos, asimismo las fuentes potencia-
les de fugas y sesgos en el establecimiento de la línea base no han
sido consideradas de igual manera en todas las iniciativas. Ninguna
de las iniciativas ha incluido aun sitios de control en su sistema de
monitoreo, lo cual representa un obstáculo para las evaluaciones ex-
post sobre efectividad. Las comparaciones de adicionalidad esperada
y los costos de intervención deben ser, por lo tanto, interpretados
con precaución (Pattanayak et al., 2010).
El programa de PSA de Costa Rica efectúa pagos directos y condi-
cionales a los usuarios de la tierra como principal y único incentivo
por la provisión de servicios. Aunque la participación en el progra-
ma de PSA está sujeta al cumplimiento de una gama de buenas prác-
ticas de manejo forestal, que van más allá de la deforestación, los
pagos funcionan en gran medida como subsidios al cumplimiento de
la ley forestal. Además, los pagos están integrados a un conjunto más
amplio de instrumentos de política de conservación que incluye la

122

Jan Börner, Sven Wunder y Ángel Armas

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011



prohibición general de la deforestación y cabe mencionar que desde
antes de sus inicios, la cubierta forestal en Costa Rica ha ido aumen-
tando significativamente. Todo esto ha hecho difícil la atribución de
los resultados de conservación al esquema de PSA (Pagiola, 2008).
La implementación de PSA en Costa Rica coincidió con el punto de
inflexión en el proceso de transición forestal de ese país, haciendo
que el escenario de referencia tienda más bien al aumento de la
cubierta forestal que a la pérdida continua de bosques (Rudel et al.
2005). El aumento de la cobertura forestal en Costa Rica es, pues,
claramente el resultado de varios factores, no sólo de los PSA.
Acerca de los otros dos esquemas de pago por carbono del tipo
REDD, Juma y Noel Kempff, sólo este último ha funcionado un tiem-
po suficientemente prolongado como para justificar una evaluación
de efectividad. Es evidente que el proyecto Noel Kempff ha reducido
significativamente las emisiones por degradación forestal. Al com-
prar las concesiones existentes de extracción maderera, el proyecto
Noel Kempff eliminó permanentemente a los actores presuntamen-
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Cuadro 2

INDICADORES CLAVE DE LOS PROYECTOS ANALIZADOS

Costos de
Evidencia

Evidencia

Proyecto
Servicios Escala Pago directo transacción

sobre
sobre efectos

incluidos (ha) US$/ha/año (monitoreo &
efectividad

en medios
administración) de vida

Agua, 41-196 
Cubierta forestal Beneficios netos

biodiversidad, (dependiendo de
7% límite legal en en crecimiento, para los propietarios 

PSA Costa Rica
carbono, 

3.273.145
la actividad de

recurrentes costos causado también de bosque partici-

belleza escénica conservación)
de transacción por factores fuera pantes –sean estos 

del alcance del PSA pobres o no–

sin información
Beneficios indivi-

(330 por hogar
Aun no hay eviden- duales y colectivos

Juma Carbono 589.612
mas beneficios a

26% cias del impacto (comunales) docu-

la comunidad)
del proyecto mentados en los

datos del sondeo

24 por Objetivos del Beneficios netos
transferencias de proyecto alcanzados, para las comunida-

Noel Kempff Carbono 642.458 derechos de uso 29% fugas cuantificadas des documentados 
(mas beneficios
a la comunidad)

100-200
Objetivos  Beneficios netos

PROFAFOR Carbono 22.300
en adelanto

26% del proyecto para los participantes
alcanzados documentados

Objetivos del
Generación  Plantar Carbono 23.100 70 n.a. proyecto 
de empleoalcanzados



te más responsables de futuras presiones sobre los bosques rema-
nentes. Las fugas, directas e indirectas, han sido consideradas tanto
en el escenario de referencia como en la estrategia de monitoreo.
Sin embargo, las perspectivas para aumentar la escala a partir del
enfoque adoptado por el proyecto Noel Kempff estarán probable-
mente limitadas a las áreas con concesiones forestales. Comprar los
derechos de uso de actores claves es raramente una opción en las
fronteras de bosques tropicales, donde usualmente los usuarios de la
tierra son heterogéneos, y los derechos de propiedad a menudo
están pobremente definidos. Por otro lado, si bien el proyecto Juma
no ha hecho previsiones específicas para el control de fugas, su hori-
zonte de intervención a largo plazo puede servir para asegurar la
permanencia en el corto y mediano plazo.
Proyectos del tipo A/R suelen ser menos propensos a las fugas que
las iniciativas de deforestación evitada. Por ejemplo, las fugas por
cambios de actividad son bastante improbables en el caso de PRO-
FAFOR, pues la mayoría de las plantaciones están establecidas sobre
pastos degradados con desplazamiento de uso insignificante (Wun-
der y Albán 2008). En términos de cambio de uso del suelo, PRO-
FAFOR representa un caso claro de adicionalidad, pues las planta-
ciones han sido efectivamente establecidas, mientras que la mayoría
de los demás programas de reforestación en Ecuador han fallado. La
permanencia de los beneficios de carbono, sin embargo sigue sien-
do un tema crítico. En el esquema de PROFAFOR, la permanencia
dependerá de cuán económicamente atractivo sea reforestar al final
del ciclo del bosque y el primer período contractual de 15 a 20 años,
lo cual es incierto.
En el proyecto Plantar, los pagos por carbono básicamente co-finan-
ciaron los gastos de la supuesta adopción del cambio permanente de
coque a carbón en la producción de hierro fundido, con poco o nin-
gún potencial de fugas directas o indirectas. No obstante, han surgi-
do dudas sobre la adicionalidad financiera de esta iniciativa debido
a que el proyecto, con sus componentes individuales, bien puede ser
rentable por sí mismo, incluso sin los pagos por carbono (4). 
En resumen, la efectividad en la conservación de los esquemas de
pago de carbono es generalmente algo más fácil de establecer para
iniciativas de A/R como PROFAFOR. Sin embargo, y debido a su par-
ticular estrategia de comprar las concesiones madereras, el proyecto
Noel Kempff también se ha demostrado efectivo en la conservación

124

Jan Börner, Sven Wunder y Ángel Armas

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011

(4) Comentarios de la ONG FERN (2010) en:
http://cdm.unfccc.int/UserManagement/FileStorage/E5O7G4XIPWJ8F3NK00T1IG6055Z7AS



de bosques. Los modelos de intervención tales como los del progra-
ma de PSA en Costa Rica y del proyecto Juma parecen ser aplicables
de manera más amplia para estrategias que busquen evitar la defo-
restación, pero aún resta obtener pruebas finales sobre su adiciona-
lidad, y, por lo tanto, sobre la efectividad de sus intervenciones.
También existe una considerable variación en los costos de transac-
ción y de pago a lo largo de los cinco esquemas de pago por carbo-
no revisados. Nos abstenemos de comparar mecánicamente sus
medidas de costo efectividad y preferimos discutir sobre de qué
modo los proyectos pueden maximizar su costo-efectividad.
La iniciativa de Costa Rica efectúa pagos por hectárea que se encuen-
tran en el promedio, tomando en cuenta como rango los valores de
pago de los otros casos revisados; sin embargo, hasta hace poco el
esquema no diferenciaba el pago según el servicio. Wünscher et al.
(2008) han identificado un potencial considerable para incrementar
el costo-efectividad si las intervenciones se enfocaban en áreas con
bajo costo de oportunidad, especialmente cuando los costos de pro-
visión, las amenazas y los valores de servicio son muy heterogéneos
en el espacio. Si bien los costos de transacción del programa costa-
rricense están legalmente limitados al 7 por ciento de los costos recu-
rrentes del programa (el cual es un valor relativamente bajo), aún es
posible que otros costos de transacción incurran en diferentes pre-
supuestos institucionales.
Las iniciativas Juma y Noel Kempff incurren en costos de transacción
mucho mayores (aproximadamente un cuarto de los costos totales),
en parte porque las compensaciones directas son sólo uno de los
componentes de la intervención. En ambos esquemas, los gastos de
apoyo a la comunidad, como por ejemplo para mejorar la salud y los
servicios de educación, y apoyo a actividades alternativas productivas,
son casi tan altos como el costo del total de los pagos directos
(Robertson y Wunder, 2005; Viana et al., 2009). Debido a la insegu-
ridad sobre la tenencia de tierras en sus áreas de intervención, los
dos esquemas amazónicos de REDD invierten también una parte sig-
nificativa de sus presupuestos en el control y en la protección de los
límites del proyecto contra cualquier invasión externa. En zonas
remotas, las medidas de protección vienen con altos costos logísticos,
añadiéndose éstos al presupuesto total del proyecto. De los dos, sólo
el proyecto Juma incurre en costos recurrentes relacionados a pagos,
y ha optado por aplicar pagos uniformes a todos los participantes.
Sin embargo, las ganancias potenciales de aplicar pagos focalizados
pueden ser menor que en el caso de Costa Rica, ya que la variación
espacial que influye sobre los costos de provisión del servicio y los
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valores del servicio es mucho menos pronunciada en lugares de
intervención relativamente homogéneos (Börner y Wunder, 2008).
Por otro lado, bajo el esquema de PROFAFOR los pagos por hectá-
rea varían entre los proveedores, debido a que los contratos fueron
negociados individualmente. Basados en la adicionalidad prevista y
los gastos totales para el período inicial de 10 años de reforestación,
el balance de costo-efectividad global de PROFAFOR se puede fijar
en US$/tCO2 0.8 (Wunder y Albán, 2008). Si bien esto se muestra
comparativamente más ventajoso que los US$/tCO2 2.2-2.5 estima-
dos para el proyecto Juma, en un período descontado de 10 años
(Viana et al., 2009), tanto Juma (US$/tCO2 0.14-0.24) como Noel
Kempff [US$/tCO2 0.45-0.76 (5)] muestran menores costos unita-
rios si se considera el tiempo de vida completo de cada proyecto. El
hecho de tener derechos de propiedad relativamente bien definidos,
así como seguridad en la tenencia de tierra, representa un entorno
favorable para PROFAFOR. Los costos de transacción recurrentes,
sin embargo, son casi tan altos como en los proyectos Juma y Noel
Kempff, sobre todo porque PROFAFOR opera a una escala mucho
más pequeña.
En un esquema con un único proveedor, como el caso del proyecto
Plantar, no es posible aumentar su costo-efectividad a través de la
diferenciación de pagos. Considerando sólo su componente de refo-
restación, los costos por hectárea reforestada reportados por May et
al. (2003) estarían por encima de 60 millones de dólares o
US$/tCO2 13.4. Sin embargo, la rentabilidad financiera de las plan-
taciones de eucalipto en Brasil también puede ser elevada y, por
ende, esta estimación no sería directamente comparable a las ante-
riores. No hay estimaciones de costos de transacción para el proyec-
to Plantar, pero Nagai (2005) estima que los costos de transacción
representan aproximadamente el 1 por ciento del valor a obtener
por la venta de créditos de carbono generados por el proyecto. Este
costo estimado relativamente bajo no toma en cuenta los costos incu-
rridos después de que el proyecto pase por el procedimiento de
aprobación del MDL (aún pendiente), pero corrobora la idea de
que los proyectos relacionados con pocos proveedores tienden a
tener bajos costos de transacción (Cacho et al., 2005).
Está claro que factores condicionantes, tales como ubicación y acce-
so, escala, tipo y grado de amenaza, incentivos preexistentes a la con-
servación, y las características de los proveedores y los servicios son
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elementos insuficientes para explicar las relaciones entre efectividad
y costos a lo largo de los casos de PSA revisados. Debido a que
muchos esquemas de PSA tienen múltiples objetivos, la estrategia de
intervención se vuelve una importante fuente de variabilidad en los
costos a lo largo de los diferentes esquemas. Componentes orienta-
dos hacia el desarrollo que se asemejan a los enfoques usados en Pro-
yectos Integrados de Conservación y Desarrollo (PICD), tales como
en los casos de Juma y Noel Kempff, requieren necesariamente de
presencia de campo más continua. No existen evidencias conclusivas
como para afirmar hasta dónde estas intervenciones complementa-
rias tipo PICD han generado ganancias adicionales de conservación
que podrían justificar sus altos costos.
Sin duda, los esquemas de pago por carbono son relativamente exi-
gentes en términos de gestión y administración, especialmente al ini-
cio. Los costos unitarios estimados por emisiones compensadas (no
disponible para todos los esquemas revisados) permanecen holgada-
mente dentro del rango de los mercados voluntarios de carbono
(World Bank, 2010). En esquemas PSA por deforestación evitada, a
escala local, la minimización de fugas dependerá de mecanismos
legales que sean eficientes fuera del área de intervención. En algu-
nos casos, los esquemas de pago por carbono pueden estar envueltos
en un conjunto de medidas existentes para la conservación, y que a
su vez sean efectivas (en Costa Rica, por ejemplo). Es importante
indicar que, especialmente en un futuro mecanismo REDD, la efec-
tividad de los esquemas de pago a menudo depende de inversiones
anteriores hechas para optimizar las condiciones institucionales bási-
cas para la ejecución de los acuerdos contractuales, o para mejorar
las medidas ineficaces de regulación, en el monitoreo y en la aplica-
ción de la ley (Börner et al., 2010; Corbera, 2010). El hecho que los
PSA compensen los costos de oportunidad de los usuarios de la tie-
rra hace que estos esquemas, por lo general, requieran de un mayor
presupuesto que las medidas convencionales de regulación ambien-
tal. Además los PSA están diseñados para alcanzar metas ambientales
sin empeorar las condiciones de los usuarios del bosque. La siguien-
te sección analiza en qué medida esto último es válido para los cinco
planes de pago de carbono bajo análisis.

4. EFECTOS DE LOS PAGOS POR CARBONO EN LOS MEDIOS DE VIDA 

Gran parte del desacuerdo en el debate académico en torno a PSA
está vinculada a las divergencias en las expectativas sobre las inten-
ciones de los compradores de servicios ambientales. Los escépticos
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temen que los PSA disocien la conservación y el desarrollo; que
poderosos consorcios de conservación priven a las comunidades de
sus derechos sobre las tierras y que la comercialización de la conser-
vación pueda erosionar valores de conservación culturalmente arrai-
gados (Wunder, 2006). Los defensores de PSA, incansablemente,
enfatizan la voluntariedad y la condicionalidad como salvaguardas
conceptuales frente a efectos adversos en el desarrollo y la efectivi-
dad de la conservación en los PSA (Ferraro y Kiss, 2002; Pagiola et al.,
2002; Wunder, 2008). 
Conceptualmente, los impactos de los esquemas de pago por carbo-
no sobre los medios de vida de la población local y sobre el desarro-
llo se pueden dividir en efectos hacia actores que participan y que no
participan. Si los esquemas de pago son realmente voluntarios, los
efectos negativos al bienestar de los participantes en tales esquemas
son poco probables, ya que de otro modo no participarían. La distri-
bución de los beneficios entre los actores, sin embargo, puede seguir
siendo desigual, por la heterogeneidad de los valores del servicio o de
los costos de provisión, y por desigualdades en el poder de negocia-
ción (Kosoy et al., 2009). También pueden surgir problemas de equi-
dad en esquemas de PSA que, al enfocar su intervención, ocasionen
que posibles proveedores resulten excluídos. Aquellos que no partici-
pan pueden, además, verse afectados tanto positivamente como nega-
tivamente, debido a efectos económica y/o ambientalmente multipli-
cadores. Por ejemplo, si los PSA sustituyen las actividades económicas
que generan empleo, actores no participantes en el esquema pueden
perder su trabajo. Sin embargo, los efectos negativos relacionados al
desarrollo a menudo se pueden anticipar en el diseño de PSA (Pagio-
la et al., 2005). Y en caso de que los PSA induzcan al aumento de la
actividad económica (e.g. aforestación y reforestación, establecimien-
to de agroforestaría, o intensificación en la ganadería), los efectos
multiplicadores tienden a ser más bien positivos.
En Costa Rica, evaluaciones empíricas de PSA indican que la pobre-
za, bajos costos de oportunidad por hectárea y altos valores en servi-
cios ambientales coinciden (Milder et al., 2010; Pfaff et al., 2007). Si
bien inicialmente el programa nacional marginó a los campesinos
más pobres (Pagiola, 2008), cambios posteriores en la modalidad del
programa de PSA removieron parcialmente los obstáculos para la
participación de grupos indígenas, pequeños agricultores, y perso-
nas sin títulos formales de propiedad, reduciendo así el sesgo en la
participación. No obstante, aun si el enfocar proveedores pobres
pueda, eventualmente, traer también beneficios de conservación, los
costos de transacción pueden convertirse en una barrera para futu-
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ros enfoques hacia la pobreza (Wünscher et al., 2008; Locatelli et al.,
2008). No hay evidencia sobre efectos negativos hacia los no-partici-
pantes en los PSA de Costa Rica, aunque algunos intentos de mode-
lizar efectos económicos multiplicadores han sugerido efectos nega-
tivos, pero de tamaño insignificante, tanto en la demanda de trabajo
como en la producción agrícola (Ross et al., 2007).
Para proveer alternativas a los usuarios de tierra cuyo sustento de
vida depende del bosque, los esquemas Noel Kempff y Juma poseen
importantes componentes de desarrollo comunitario. Estos han sido
diseñados para reducir la dependencia de los agricultores en usos
destructivos del bosque. Combinando la definición de prioridades
de participación para el desarrollo comunitario con participación en
esquemas de transferencias condicionales de dinero, el proyecto
Juma espera superar los inconvenientes ocurridos a menudo en los
intentos fallidos de PICD, para ofrecer oportunidades alternativas de
subsistencia en entornos complejos (Brandon y Wells, 2009). En
Juma, tres años después del inicio oficial del proyecto, la mayoría de
los participantes evaluaron positivamente el desempeño global del
proyecto en referencia a su situación económica (Agustsson et al.,
2010). Sin embargo, probablemente es muy temprano para hacer
juicios definitivos sobre el éxito, incluyendo los efectos sobre los
actores no participantes.
Para el proyecto Noel Kempff, el cual no incluye pagos directos a las
comunidades, Asquith et al. (2002) informan que, cuando se inició
el proyecto, las actividades técnicas de apoyo a la comunidad fueron
insuficientes para satisfacer las necesidades locales. Los errores per-
cibidos fueron corregidos posteriormente, cuando la estrategia de
intervención fue revisada con un enfoque en la sostenibilidad a
largo plazo. El mismo estudio concluye que, a pesar de estos incon-
venientes, en general los beneficios económicos netos para las
comunidades dentro del proyecto Noel Kempff fueron claramente
positivos, como resultado de nuevas oportunidades de empleo en,
por ejemplo, la vigilancia de áreas protegidas, el turismo y la habili-
tación del acceso a los bosques fuera de la zona del parque. Por otro
lado, algunas comunidades fueron más negativamente afectadas
que otras por la pérdida de empleos madereros. El proyecto tam-
bién generó expectativas exageradas en la población local en rela-
ción a los eventuales beneficios, las cuales más tarde resultaron difí-
ciles de satisfacer.
La iniciativa Plantar fue duramente criticada por los movimientos
locales, principalmente por supuestas pobres condiciones de trabajo,
y por efectos locales negativos hacia el ambiente, debido a la intro-
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ducción intensiva de monocultivos de eucaliptos co-financiado por el
PCF (Lohmann, 2006). Ante esto, la compañía rechaza la mayoría de
las afirmaciones, y hace énfasis en los beneficios logrados en el desa-
rrollo local, a través de la generación de empleo. No existen, desa-
fortunadamente, análisis empíricos detallados al respecto.
Mientras que en los primeros años del esquema de PROFAFOR se
utilizaron exclusivamente especies arbóreas exóticas de rápido creci-
miento, útiles para el secuestro de carbono, posteriormente se inclu-
yeron composiciones de especies nativas, mejor adaptadas al lugar.
Como en el caso anterior, los efectos negativos del desarrollo de
PROFAFOR no son evidentes a partir del material revisado. En cam-
bio, las reinversiones de las rentas de los PSA en educación e infra-
estructura local en algunos sitios de PROFAFOR ofrecen una evi-
dencia general del impacto positivo de dicho esquema sobre el bie-
nestar humano (Wunder y Albán, 2008).
Siempre que existan fundamentos económicos que conducen a la
degradación del recurso natural, la conservación vendrá con costos
de oportunidad, y es natural esperar que se tenga que buscar un
balance entre estos dos razonamientos. En relación a cuatro de los
cinco distintos casos revisados podemos, sin embargo, concluir que
los impactos negativos en el desarrollo local han sido mínimos, en
caso que éstos hayan existido. Por el contrario, y especialmente para
los participantes del esquema Juma, cuyos medios de subsistencia
han estado bajo la presión de extractores externos, diversas estrate-
gias mejoradas de conservación han supuesto un beneficio adicional
para el sustento de las poblaciones, consistente en fortalecer sus pro-
pios mecanismos de protección de los recursos naturales locales
hacia amenazas externas. La declaración de un área natural protegi-
da, y el subsiguiente proyecto, empiezan a disminuir las invasiones
ilegales externas, sin restringir significativamente el uso del bosque
para los pobladores que viven de él.

5. DISCUSIÓN Y CONCLUSIONES

Sobre la base de una muestra pequeña de cinco esquemas de pago
por carbono en América Latina, todo parece indicar que la eviden-
cia actual sobre su efectividad es preliminar, y no siempre unívoca -
más aún cuando se aplican estrictos criterios de adicionalidad.
Actualmente, sólo los proyectos antiguos de Noel Kempff y PROFA-
FOR han podido documentar significativa adicionalidad de sus com-
ponentes de PSA. En relación al modelo de la curva de transición
forestal (Rudel et al., 2005), el proyecto Juma fue implementado
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antes de la aparición de presiones por la deforestación de grandes
superficies (pudiendo haberlo hecho efectivo en su prevención),
mientras que el PSA de Costa Rica fue iniciado después de la apari-
ción de tales presiones (siendo posible también que haya acelerado
el aumento de la cubierta forestal). Plantar puede haber alcanzado
sus metas de reforestación, pero dado que las plantaciones de euca-
lipto crecen rápidamente en Brasil, incluso sin la financiación del
mercado de carbono, las dudas sobre la adicionalidad de carbono
acumulado parecen justificadas. Nuevas oportunidades para medi-
das de A/R pueden surgir si fueran contempladas en el nuevo y más
amplio concepto REDD+ (Wertz-Kanounnikoff y Angelsen, 2009).
Además es necesario mencionar que sólo se han podido comparar
las medidas de costo-efectividad de los proyectos PROFAFOR, Juma
y Noel Kempff parcialmente. El potencial para reducir los costos
puede existir para prácticamente todos los esquemas pero estimamos
que, aun así, los costos por unidad mitigada ya son bajos, compara-
dos con los precios en los mercados de carbono.
Preocupaciones ambientales fuera de la problemática del carbono,
tales como las alegaciones contra la iniciativa Plantar, pueden gene-
ralmente pesar más para A/R que para los esquemas REDD, donde
las sinergias con la provisión de otros servicios ambientales (e.g. pro-
tección de biodiversidad y de cuencas) son más obvias. Las preocu-
paciones por efectos negativos sobre los medios de sustento de las
poblaciones a causa de esquemas de pagos por carbono pueden estar
conceptualmente justificadas, pero en todos los casos revisados, salvo
tal vez el esquema de Plantar, las experiencias de facto sugieren lo con-
trario. Por tanto, aunque la distribución de los beneficios no fuera
equitativa, ni los participantes ni los no participantes han sido signi-
ficativamente afectados económica o socialmente.
Esta revisión de esquemas de pago por carbono nos conduce a cua-
tro importantes lecciones acerca de un eventual aumento en la esca-
la de PSA bajo el contexto de REDD:

1. Los PSA rara vez operan de manera aislada. Mientras que la efec-
tividad del PSA depende de reglas claras de condicionalidad y
mecanismos funcionales de sanción, los tres esquemas revisados
de tipo REDD (es decir, los esquemas de conservación de bosques
en Noel Kempff, Juma, y el PSA de Costa Rica) han sido imple-
mentados sobre la base de regulaciones pre-existentes, aunque no
muy funcionales. Especialmente en la Amazonía, ampliar la esca-
la de los esquemas de pagos por carbono, sea cual fuere la herra-
mienta de conservación seleccionada, requerirá de inversiones
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previas en la regulación de tenencia de la tierra y en el refuerzo
de la aplicación de la ley (Börner et al., 2010).

2. La conservación integrada tiende a ser de alto costo. Los proyec-
tos de PSA son frecuentemente implementados complementán-
dolos con elementos de PICD, tal como sucede en los esquemas
de Noel Kempff y Juma, porque los implementadores no confían
que solamente con transferencias condicionales de dinero sea
posible alcanzar cambios en las estrategias de uso de los recursos
tal como se prevé. No obstante, la ampliación de PSA con compo-
nentes de PICD agrega costos adicionales significativos que, a
escala mayor, pueden llegar a superar la disposición a pagar de
parte de los beneficiarios de las emisiones reducidas. 

3. Efectos colaterales económicos de PSA a nivel local pueden ser
anticipados y tratados. Independientemente de su diseño, REDD
afectará las economías de los actores locales que hayan desarro-
llado fuertes dependencias en la extracción de madera y en la con-
versión del bosque hacia usos agrícolas. Erradicar la expansión de
estas actividades significará la pérdida de trabajo de pobladores,
que no serían remunerados como proveedores en un esquema de
PSA, tal como sucedió en el caso de Noel Kempff con la compra
de concesiones forestales. Los esquemas de carbono, por lo tanto,
no pueden compensar a todos los actores afectados por igual; es
decir que habrá, eventualmente, ganadores y perdedores, tal
como sucede en la mayoría de los procesos de desarrollo. Datos de
la región amazónica de Perú y Brasil muestran, sin embargo, que
la mayor parte del potencial de REDD proviene de impedir la
expansión de las actividades caracterizadas por el uso extensivo de
la tierra, tales como la ganadería (Amazonía Brasileña) y la agri-
cultura de tala y quema (Amazonía Peruana), que tienen un con-
siderable potencial de intensificación frente a una emergente
escasez del recurso tierra (Armas et al., 2009; Börner et al., 2010).
Así, los pagos por carbono tipo REDD también podrían inducir a
una transformación hacia una economía rural más intensiva en el
uso de mano de obra. 

4. La neutralidad en efectos sobre la pobreza puede políticamente
no ser suficiente para conducir programas públicos de PSA hacia
grandes escalas. A pesar de cualquier advertencia, los pagos
directos probablemente portarán el potencial para compensar
emisiones reducidas a gran escala de manera más costo-efectiva
que los instrumentos de política ambiental tradicionales. Ade-
más, décadas de débiles leyes de conservación en Latinoamérica
han ocasionado que los usuarios de las tierras tengan una posi-

132

Jan Börner, Sven Wunder y Ángel Armas

Revista Española de Estudios Agrosociales y Pesqueros, n.º 228, 2011



ción ampliamente reconocida de derechos de facto frente a la
deforestación, y por tanto, compensaciones de tipo PSA pueden
ser necesarias como recompensa por el abandono parcial o total
de dichos derechos. Aun al introducir pagos por carbono en
escenarios donde el acceso a la tierra es altamente concentrado,
y ampliamente percibido como injusto, pueden surgir preocu-
paciones sobre la equidad, especialmente si se usan fondos
públicos para los pagos (Pascual et al., 2010). Además, desequili-
brios claros entre asuntos de costo-efectividad y equidad pueden
surgir cuando la presión por deforestación está dada por usua-
rios de tierra con grandes superficies y de manera ilegal –tal
como en la Amazonía Brasileña (Börner et al., 2010). A pesar de
la evidencia empírica acerca de los impactos positivos de los PSA
sobre el bienestar, algunos gobiernos y grupos de la sociedad
civil desaprueban pagos de gran escala por el temor a desequili-
brios en la distribución de impactos y beneficios. Negociar la
efectividad en la conservación a favor de solidez en cuestiones
de equidad puede ser, frecuentemente, un requisito para la fac-
tibilidad política de la implementación de esquemas de PSA a
gran escala.
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RESUMEN

Pagos por carbono en América latina: de la experiencia de proyectos piloto a la implementación
a gran escala

En América Latina cada vez surgen más esquemas de pagos por servicios ambientales (PSA)
como un elemento de política ambiental y gestión de los recursos naturales. A partir de una
revisión de casos seleccionados sobre PSA relacionados con la captura de carbono en esta
región, este artículo identifica oportunidades y potenciales obstáculos para la integración
de PSA en programas nacionales y subnacionales en el ámbito de las iniciativas de Reduc-
ción de Emisiones derivadas de la Deforestación y Degradación Forestal (REDD). Todavía
no existe una evidencia clara sobre la efectividad comparativa de los esquemas de PSA como
instrumento independiente de conservación de bosques. En muchos casos los pagos han
sido implementados junto a medidas regulatorias de derecho de uso de los recursos y/o asis-
tencia al desarrollo local. Los costos de implementación varían principalmente en función
de la estrategia de intervención de estos esquemas. Sin descartar efectos negativos asociados
al desarrollo bajo condiciones específicas, los esquemas PSA se han mostrado costo-efecti-
vos a la hora de lograr objetivos conservacionistas de forma compatible con objetivos socia-
les. La viabilidad económica del mecanismo de PSA bajo el esquema REDD parece promi-
soria, pero deficiencias en el ordenamiento territorial de los derechos de propiedad de las
tierras forestales en la región todavía representan un gran obstáculo para su aplicabilidad a
gran escala.

PALABRAS CLAVE: pagos por carbono, REDD, conservación, costo de oportunidad, Amé-
rica Latina.

SUMMARY

Payment for Carbon in Latin America: From pilot project experiences to large
scale implementation

In Latin America, payments for environmental services (PES) schemes play a steadily
increasing role as elements of environmental policies and natural resource management
approaches. PES follows the principles of conditional cash transfer, which many countries
in the region have been applying for more than a decade in the form of national social assis-
tance programs. In the environmental sector, nonetheless, few PES schemes have been up-
scaled to the national level. Based on a selected set of Latin-American carbon payment
schemes, this paper identifies opportunities and potential obstacles for the integration of
PES in national and sub-national programs, such as those contemplated under a future
Reduced Emissions from Deforestation and Degradation (REDD) mechanism. Evidence on
the effectiveness of PES as an independent forest conservation policy tool is limited to date.
In most cases, payments have been introduced alongside other policies, such as land use
right regulations and/or local development assistance. Implementation costs thus vary pre-
dominantly depending on the intervention strategy. While negative development effects are
possible under specific conditions, conservation objectives have been achieved in a socially
compatible manner in most of the reviewed cases. Both from an environmental and socio-
economic perspective, PES thus appear promising, but unclear tenure conditions in the
major share of Latin American forest land still represent an important obstacle to large scale
carbon payment schemes.

KEYWORDS: Payment for carbon, REDD, conservation, opportunity cost, Latin America.
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1. INTRODUCCIÓN

Los Pagos por Servicios Ambientales (PSA) son [1] un contrato
voluntario entre [2] un proveedor de [3] uno o varios servicios
ambientales explícitamente definidos y [4] un beneficiario que retri-
buye por ellos [5] si y solo si estos servicios ambientales son efectiva-
mente provistos –principio de condicionalidad (Wunder 2005). Esta
definición, una y mil veces referida, sigue de actualidad aunque se
traten de publicitar variantes que aportan sofisticaciones a la des-
cripción del pago y a las características de los compradores y vende-
dores de servicios ambientales (Ferraro 2009).
En todos los casos, la definición de PSA ofrece una propuesta con-
creta y definida, una fórmula lista para usar en la gestión de ecosis-
temas, con los atrayentes términos de «pagos» y «servicios ambienta-
les» que integran en una misma expresión conceptos de economía y
ecología. Su concreción en el terreno necesita además la interacción
entre disciplinas como derecho –firma de contratos, convenios y par-
tenariados–, geografía, sociología y psicología –métodos de consen-
so, mediación y acción colectiva, evaluación del bienestar asociado
con la belleza estética, entre otros. La necesidad de esta interacción
de disciplinas explica una parte del gran auge que los PSA están
teniendo en el mundo académico, financiero, político y en ONGs de
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desarrollo y conservación. Cabe destacar que los PSA han sido apli-
cados en programas nacionales de gestión de los ecosistemas –en
Costa Rica, México y Ecuador (Muñoz-Piña et al., 2008; Pagiola 2008;
Wunder 2008) y el incipiente desarrollo de instrumentos financieros
para la mercantilización de los servicios ambientales como en el caso
del Wetland Banking (1). 
Desde el punto de vista geográfico, los PSA han supuesto una inno-
vación cualitativa en la gestión de espacios rurales en países en desa-
rrollo –en particular en América Latina (Wunder et al., 2008), mien-
tras que en países industrializados los PSA se están imbricando en las
reformas de las políticas agrícolas ya en curso– como la Política Agra-
ria Comunitaria en Europa (Dobbs y Pretty, 2008) y los subsidios a la
producción agrícola en los Estados Unidos (Baylis et al., 2008). Esta
innovación cualitativa de los PSA en países en desarrollo es debida a
que ha sido considerada una propuesta teóricamente más eficaz que
las precedentes para integrar conservación y desarrollo –al menos a
corto plazo– en contextos de institucionalidad baja (2)(Engel et al.,
2008; Wunder, 2006). Sin embargo, antes de entrar en el análisis de
esquemas PSA biodiversidad y su implementación en países en desa-
rrollo, debemos responder a dos preguntas básicas: ¿Qué definimos
como pagos por servicios ambientales? Y más aún, ¿Qué papel ocu-
pan los pagos por biodiversidad dentro del esquema de los PSA?
Sobre el terreno se identifican dos grandes tipos de PSA: los PSA
puros y los casi-PSA (Muradian et al., 2010). Los PSA puros son aque-
llos que cumplen las 5 condiciones arriba mencionadas. Los casi-PSA
son aquellos que se inspiran en los mismos principios operacionales
pero no reúnen alguna de las 5 condiciones anteriores. En la prácti-
ca, los casi-PSA son aquellos en los que el servicio ambiental no está
bien definido o no es una externalidad –como es el caso del progra-
ma CAMPFIRE en Zimbabwe (Frost y Bond 2008), o bien aquellos en
los que la condicionalidad no está asegurada –por substituir el pago
directo a los proveedores del servicio por proyectos de conservación
y desarrollo o cuando el vendedor del servicio no tiene de facto dere-
chos de propiedad sobre las tierras (Turpie et al., 2008). También se
consideran como casi-PSA aquellos que no son voluntarios o en los
que no existe adicionalidad –la medida en la que los PSA han supues-
to una mejora para la conservación de la biodiversidad– comparado
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con el escenario alternativo de la no implementación del PSA. En la
práctica la excepción es que se contemplen las 5 condiciones (Mura-
dian et al. 2010; ver Lipper y Neves, en este número). 
La mayor parte de los PSA implementados alrededor del mundo
generalmente retribuyen por: i) la regulación climática –en proyec-
tos en los que se paga por la captura de carbono o la deforestación
evitada; ii) la regulación hídrica –tanto en cantidad como en calidad;
iii) el control de la erosión; iv) y la belleza escénica o paisajística
(Mayrand y Paquin 2004). El PSA trata de internalizar al mercado los
costes de mantenimiento de estos servicios que tradicionalmente no
han tenido valor de cambio y de este modo, al menos teóricamente,
potenciar su conservación y su flujo en el tiempo. Los servicios de
provisión –alimentos, fibras etc.- ya tienen un valor de mercado (o en
el caso de autoconsumo puede hacerse una estimación del mismo) y,
por lo tanto, ya son comúnmente contabilizados en los indicadores
de riqueza económica por lo que se suelen excluir del sistema de
PSA.
Pero, con respecto a los servicios ambientales, la biodiversidad pre-
senta un problema. Aunque se la incluye de forma explícita en varios
esquemas PSA específicos, no aparece descrita como un servicio eco-
sistémico en la revisión hecha por el Informe de los Ecosistemas del
Milenio (MEA 2005). Ricklefs (1993) define la biodiversidad como
«una medida de la variedad de organismos dentro de un área local o regio-
nal, incluyendo variación genética, originalidad taxonómica y
endemismos» (3). La biodiversidad es la diversidad de la composición
–especies– y funciones de lo viviente a todos los niveles de organiza-
ción. 
En el contexto de este artículo, cabe plantearse qué relación existe
entre los servicios ecosistémicos y la biodiversidad. Mientras algunos
trabajos postulan que las características funcionales de los ecosiste-
mas –la diversidad de las funciones del ecosistema o biodiversidad
funcional– influyen de modo más sustancial que el número de espe-
cies –biodiversidad especifica– en la producción de servicios ecosis-
témicos (Leps et al., 1982; Givnish 1994; MacGillivray et al., 1995;
Hooper and Vitousek 1997; Grime 1997; Tilman et al., 1997; Wardle
et al., 1997), otros señalan que la diversidad de poblaciones sí guar-
da relación con la provisión de servicios ambientales (Naeem y
Wright 2003; Luck et al., 2003; Díaz et al., 2005; Kremen 2005; Balva-
nera 2006). Otros autores ofrecen una tercera vía que resalta la
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importancia de las estructuras jerárquicas de relaciones de red en las
interacciones entre especies para caracterizar la funcionalidad de los
ecosistemas (Bascompte et al., 2006; Thébault y Loreau, 2006; Thé-
bault y Fontaine, 2010).
Todos los autores coinciden en que los servicios ecosistémicos son
bio-dependientes, la discusión está por contra articulada en torno a
si es la biodiversidad funcional o la biodiversidad específica la que
tiene una mayor influencia en el mantenimiento de estos servicios.
Este debate no es baladí, pues la instrumentalización de sus conclu-
siones puede llevar a sectores no académicos a dar por sentado que
una biodiversidad funcional mínima es suficiente para mantener la
provisión de servicios ecosistémicos, legitimando en algún modo la
extinción de la biodiversidad «teóricamente» no funcional –y por
tanto parte de la biodiversidad específica, como un mal menor o un
daño colateral al desarrollo económico. A su vez, al incorporar la
biodiversidad dentro de un esquema de PSA surge la dificultad de
monitorear la condicionalidad del pago cuando ésta no está explíci-
tamente identificada. Y existe por supuesto el riesgo de creer –y de
ejecutar– que los PSA equivalen a transmutar el valor de uso de los
servicios ambientales, biodiversidad y funciones ecológicas asocia-
das, en simples valores de cambio que faciliten su mercantilización
(Rees, 1997; McCauley, 2006; Spash, 2008; Kosoy y Corbera 2010;
Gómez-Baggethum 2010). 
Sin embargo, aún con estas polémicas en plena actividad, los esque-
mas PSA para la biodiversidad son una realidad. El objetivo de este
artículo es analizar algunos casos relevantes de implementación de
pagos por biodiversidad en países en desarrollo y la lógica de su fun-
cionamiento, para ver de qué modo se han resuelto las dificultades
mencionadas en esta introducción. Esto nos permite identificar las
diferentes tendencias que existen dentro de la denominación genéri-
ca de PSA biodiversidad y proponer una perspectiva de análisis reno-
vada de utilidad para futuras implementaciones de estos esquemas.

2. METODOLOGÍA Y CASOS DE ESTUDIO

Para el presente trabajo se ha realizado una revisión bibliográfica de
esquemas PSA enfocados en la biodiversidad en países en desarrollo
de Asia, África y América Central y del Sur. Contrariamente a otros
esquemas PSA como pueden ser los pagos por regulación hidrológi-
ca o climática, los PSA biodiversidad son poco frecuentes. La revisión
bibliográfica nos ha permitido seleccionar un total de 11 casos que
cuentan con las características apropiadas para los objetivos del pre-
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sente artículo. Estas son: que el esquema de PSA lleve el suficiente
tiempo de implementación –mínimo 3 años–, que sea relevante en el
debate internacional, y que se pudiese acceder a datos fiables en la
bibliografía para tipificar el esquema y estimar cualitativamente sus
impactos en el desarrollo rural y la conservación. Todos los datos del
meta-análisis que presentamos en la sección 3 provienen por tanto
de esta revisión bibliográfica.
De los 11 esquemas identificados cinco están siendo implementados
en América Latina (Central y del Sur), otros cinco en el continente
africano, y finalmente un único esquema en el Sureste Asiático
(Camboya). En el continente asiático, los esquemas PSA son una pro-
puesta reciente (Adhikari 2009), por lo que las dos regiones más
representadas son África y América Latina. En el caso africano, la ele-
vada frecuencia de casos se debe a que los esquemas de PSA biodi-
versidad han tomado el relevo o complementado los esfuerzos ya
existentes de protección de las poblaciones de grandes mamíferos. A
continuación describimos brevemente cada uno de los casos selec-
cionados:

América Latina

Bolivia - Los Negros:

Se trata de un pago por servicios de regulación hidrológica a través
de la protección del bosque y de pagos por biodiversidad para la
conservación del hábitat de la parte alta de la cuenca del río Los
Negros, que es utilizada por 11 especies de aves migratorias neotro-
picales que se quieren proteger. Este esquema se está implementan-
do en el valle del río Los Negros, en el departamento de Santa Cruz.
El diseño ha respetado al máximo las 5 condiciones de los PSA
puros: los pagos se realizan directamente a los proveedores del ser-
vicio por los compradores situados cuenca abajo con un alto grado
de vigilancia en la evolución del caudal y por tanto de la condicio-
nalidad.

Colombia – Río La Vieja:

Este esquema financiado por el Fondo Mundial para el Medio
Ambiente –Global Environment Fund- ha sido implementado por la
ONG colombiana CIPAV en 104 fincas ganaderas con un total de
3536,5 ha afectadas. El objetivo ha sido desarrollar itinerarios de
explotación agrosilvopastoril alternativos que incrementen la diver-
sidad general de las fincas. Los pagos se dan en función de la pun-
tuación obtenida por el uso de la tierra en cada hectárea, habiendo
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un total de 28 usos de tierra tipificados y pagándose por el total de
puntuación obtenido anualmente.

Colombia – Salvajina:

Este proyecto se ubica en el corredor del Parque Nacional Natural
(PNN) de Munchique en el departamento del Cauca al suroeste del
país. El objetivo de esta intervención es conectar el PNN de Mun-
chique con las Zonas Especiales de Manejo Zona Indígena, situadas
al este del parque. El área afectada corresponde a 340.000 ha. Aun-
que su fecha de comienzo data del 2005 no se disponen todavía de
resultados sobre el esquema de pagos realizados sino únicamente de
los resultados sobre los diagnósticos ambientales, socio-económicos y
el fortalecimiento de las instituciones indígenas, por lo que no cum-
ple totalmente los criterios de selección de los casos. 

Costa Rica – PSA biodiversidad:

El programa de PSA biodiversidad en Costa Rica fue iniciado en 1997
por el gobierno central de este país a través de una agencia creada espe-
cíficamente para ello –el Fondo Nacional de Financiamiento Forestal,
FONAFIFO. El PSA biodiversidad en Costa Rica se inserta dentro del
programa PSA nacional en el que también se contemplan pagos por
servicios de regulación hidrológica –manutención de bosques en par-
tes altas de la cuenca– y regulación climática –captación de carbono. El
gobierno financia los pagos a través de un impuesto del 3,5 por ciento
recaudado sobre el precio de venta de los combustibles fósiles.

Ecuador – GTZ/CI Chachis:

El acrónimo de este esquema hace referencia a la agencia de coopera-
ción alemana –Gesellschaft für Technische Zusammenarbeit (GTZ)–
que en colaboración con la ONG norteamericana Conservacion Inter-
nacional (CI) han puesto en marcha desde 2004 un esquema de PSA
biodiversidad para 300 familias de la etnia indígena de los Chachis que
habitan en la región del Chocó ecuatoriano, en la frontera con Colom-
bia. Los objetivos son la reducción de la caza y tala para proteger la bio-
diversidad de los bosques que estas comunidades habitan. 

África

Sudáfrica – Parque Nacional de Richtersveld:

Al igual que en el caso de Campfire en Zimbabue (descrito más
adelante), nos encontramos ante un esquema de PSA biodiversidad
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«endémico» al continente africano, originado e implementado
para dar una respuesta específica a las necesidades de conservación
de la fauna y flora únicas de esta región. En el caso del Parque
Nacional de Richtersveld –de 162.445 ha, y tras las negociaciones
iniciadas en 1988, se produjo en 1991 la firma de los contratos de
uso de las áreas incluidas en el parque entre la autoridad sudafri-
cana de gestión de parques naturales –South African National
Parks (SANP)– y la institución local en representación de los resi-
dentes de la región de Richtersveld. En el contrato se estipula un
pago anual de 0,5 €/ha a la institución local que debe hacer res-
petar las consignas de conservación –evitar sobrepastoreo y explo-
tación minera.

Kenia – Kitengela:

La zona de intervención de este proyecto se sitúa al sur del Parque
Nacional de Nairobi. Debido a la densidad de población, a los perío-
dos de sequías recurrentes y a la presencia de fauna silvestre, los
conflictos por el acceso a tierras de cultivo y pastoreo estaban
poniendo en peligro la estabilidad de las poblaciones, principal-
mente grandes mamíferos incluidos en la lista roja de especies en
peligro de extinción da la Unión Internacional para la Conserva-
ción de la Naturaleza (UICN). El esquema de PSA biodiversidad fue
en este caso puesto en práctica por la agencia de cooperación de los
Estados Unidos –USAID– a través del pago de un derecho de arren-
damiento de las parcelas más conflictivas. El resultado ha sido el
arrendamiento de un total de 300 ha en la periferia del PN de Nai-
robi. Los arrendatarios son cada uno de los propietarios de la tierras
–que arriendan el tipo de uso de sus tierras- mientras que el arren-
dado es la USAID quién paga para que el uso de éstas sea el estipu-
lado por ellos. 

Madagascar – Proyecto Menabe:

Menabe se sitúa en la región central de la costa occidental mal-
gache. Sus bosques son de importancia internacional para la con-
servación de especies endémicas amenazadas como la tortuga
araña de carapacho plano (Pyxis planicauda) y la rata saltadora
(Hypogeomys antimena) además de ser el hábitat de otras especies
amenazadas. El promotor de los PSA biodiversidad se trata en
este caso de la Fundación Durrell –Durrell Wildlife Conservation
Trust– que remunera a los residentes de 10 pueblos en función
de la abundancia y densidad de las especies de interés seleccio-
nadas.
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Tanzania – Protección de nidos de tortuga marina
(Sea Turtle Nest Performance):

Este esquema de PSA se ha aplicado en la isla de Mafia en Tanzania
con el objetivo de proteger los huevos de las tortugas. La implemen-
tación de este esquema responde a los alarmantes datos de monito-
reo previos a 2002 en los que se registraron tasas del 100 por cien en
el robo de huevos de tortuga marina. El esquema está financiado por
un comprador internacional (WWF) que aporta los fondos y ha capa-
citado una ONG nacional –SeaSense– que se encarga de su imple-
mentación desde el 2002 ofreciendo recompensas monetarias por la
vigilancia de los nidos y primas en los casos en los que la incubación
se dé con éxito.

Zimbabue – CAMPFIRE (Communal Areas Management Programme
for Indigenous Resources):

Este programa presenta la particularidad de haberse iniciado en
1989, con precedencia a la explosión de proyectos «etiquetados»
como PSA en América Latina. Es importante señalar que esta misma
precocidad en la concepción de un sistema de gestión de la biodi-
versidad cercano al propuesto por los PSA se encuentra también en
otro de los casos africanos presentados más arriba, el Parque Nacio-
nal de Richtersveld. CAMPFIRE es un programa nacional que retri-
buye a los pueblos y residentes de reservas de safaris con un porcen-
taje del pago que los turistas y cazadores hacen para tener acceso a
ellas. A diferencia de los PSA puros, en este caso el pago no se hace
directamente a los proveedores del servicio sino que las compañías
tour-operadoras de safaris ejercen como intermediarios pagando
una cuantía a las instituciones locales. Éstas retribuyen a su vez al
resto de los residentes de las reservas de safari. Un grupo de trabajo
transversal compuesto por World Wildlife Fund (WWF), residentes
de las reservas y otras organizaciones de gestión financiera asisten a
las instituciones locales y residentes de los pueblos que reciben el
pago para gestionar los fondos, identificar las inversiones necesarias
y establecer las cuotas de caza.

Asia

Camboya – PSA biodiveridad:

Los bosques de Camboya se encuentran dentro del «hotspot» indo-bir-
mania, caracterizados en particular por los bosques caducos de dip-
terocarpas que contienen una fauna extremadamente rica con un
gran número de especies en la lista roja de la UICN (WCS 2009).
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Ante la imposibilidad del gobierno de Camboya de frenar la degra-
dación de estos bosques a través de su sistema de áreas protegidas, el
Ministerio de Medio Ambiente y el Ministerio de Agricultura, Bos-
ques y Pesca trabajan conjuntamente con la ONG internacional
World Conservation Society para elaborar una serie de esquemas PSA
biodiversidad adaptados a los diferentes contextos y potencialidades
de las regiones afectadas. Este programa piloto de PSA se inició en
2007 y ha adoptado tres estrategias diferentes: ecoturismo, produc-
ción de arroz certificada «amigable con la biodiversidad» y contratos
para la protección de nidos de aves.
Dada la naturaleza cualitativa de la revisión bibliográfica, nos basa-
remos en los datos seleccionados de los casos de estudio para con-
ducir el análisis comparativo. El cuadro 1 presenta los descriptores
básicos utilizados, así como los autores de referencia del caso de estu-
dio. La variable «objetivo del pago» describe el objeto contractual
por el que se remunera, que categorizamos en la columna siguiente
como biodiversidad en su conjunto o relativa a algunas especies
emblemáticas (lo que Chevassus-au-Louis, 2009, llama biodiversidad
común frente biodiversidad extraordinaria) . La variable «compra-
dor» permite identificar si se tratan de actores locales, nacionales o
internacionales y de si son privados o públicos. La columna «vende-
dor» describe los actores locales receptores del pago y permite dis-
tinguir entre pagos destinados a un colectivo o pagos realizados a
propietarios individuales. A continuación se realiza un análisis trans-
versal de estas variables así como de la incidencia de estos proyectos
en los contextos de desarrollo rural y de conservación en los que
actúan. 

3. ANÁLISIS Y DISCUSIÓN

3.1. Características y contextos de implementación

Un primer aspecto que surge del análisis es la variedad de proyectos
que se circunscriben bajo el paraguas de PSA biodiversidad, desde
híbridos entre esquemas PSA de regulación hidrológica y climática
(como en el caso de Bolivia) a instrumentos clásicos de protección
de la biodiversidad –como las áreas protegidas (caso de Sudáfrica) o
los proyectos de integración de conservación y desarrollo (PICD,
caso de Camboya), pasando por impuestos a la caza y al turismo
(caso de Zimbabue). La dificultad de definir explícitamente la bio-
diversidad como un servicio hace que no sea posible realizar un
esquema PSA puro para ésta. Aún así, la moda de los PSA y la canti-
dad creciente de recursos asociados a éstos ha conseguido atraer a
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todo tipo de proyectos de conservación y desarrollo, amparándose
en la protección de la biodiversidad, lo cual parece haber reforzado,
al menos a corto plazo, los mismos. 
Sin embargo, según se ha discutido en la introducción el vínculo
entre biodiversidad y servicios ambientales, no queda del todo claro
en ninguno de los proyectos. En América Latina, salvo el esquema
PSA de Los Negros en Bolivia, todos los esquemas tienen como obje-
tivo la protección de la biodiversidad en general. Los esquemas PSA
biodiversidad del continente africano tienen por el contrario como
objetivo la protección de especies concretas. Esta diferenciación se
suma así a la discusión sobre biodiversidad funcional y específica y
expresa la importancia –emocional– que tiene para la sociedad la
diversidad biológica que se esté protegiendo: especies emblemáticas
con frecuencia amenazadas de extinción frente a la protección gene-
ral de la diversidad biológica en su conjunto. Así, mientras los tér-
minos biodiversidad específica y funcional guardan relación con el
funcionamiento del ecosistema, la diferenciación entre especies
emblemáticas y biodiversidad en general utilizada en los PSA biodi-
versidad estudiados tiene únicamente un valor social –asociado a
emociones. Este hecho vincula a la biodiversidad con el servicio
ambiental de belleza escénica, aunque es obvio que se comete un
grave error al reducir el valor de la biodiversidad a su mero valor
escénico.
Subyace aquí una primera contradicción pues ambas clasificaciones
no guardan relación entre sí: una especie amenazada puede jugar un
papel determinante en el ecosistema –biodiversidad funcional– o
afectar únicamente al comportamiento de una población determi-
nada. Esta diferencia conceptual entre el diseño de los PSA biodi-
versidad seleccionados y el contenido del debate académico muestra
la existencia de una relativa lejanía y desconexión entre los actores
que implementan proyectos PSA biodiversidad y los grupos científi-
cos que investigan el vínculo entre servicios ambientales y biodiver-
sidad. Mientras los primeros buscan cumplir con objetivos específi-
cos y urgentes de conservación en un contexto particular, los segun-
dos buscan establecer los nexos entre biodiversidad, funciones eco-
lógicas y servicios ecosistémicos desde el plano teórico. 
La dificultad existente en el monitoreo de la biodiversidad (y con
ello de la dificultad de verificar la condicionalidad) es otra razón
para elegir como objetivos del programa la protección de especies
emblemáticas, pues se trata de un elemento más fácil de monitorear.
En los programas cuyo objetivo es la protección de la biodiversidad
en general, la provisión del servicio ambiental se asocia con cambios
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en el uso del suelo, con servicios hidrológicos o de captación de car-
bono (más fáciles de cuantificar) o con el cumplimiento de alguna
actividad propia de PICD (Zapata et al., 2007).
Con respecto a las metodologías utilizadas para estipular la cuantía de
los pagos, la solución más frecuente es realizar una evaluación de los
costes de oportunidad para los vendedores del servicio como punto de
inicio de las negociaciones. En ningún caso los pagos se corresponden
con evaluaciones económicas de la biodiversidad. Los pagos responden
a una compensación en la que el consenso y la negociación juegan un
papel clave para determinar el valor del pago socialmente aceptable.
Esta construcción de un consenso –aunque la existencia generalizada
de consenso en los esquemas PSA se trate de un tema más de discusión
(Perfecto et al., 2005; Corbera et al., 2007), junto con lo directo del
pago y su condicionalidad son innovaciones eficaces y cualitativas con
respecto a las herramientas clásicas de conservación de la biodiversidad
pues tiene efectos como el empoderamiento de los usuarios locales de
una forma eficaz (Corbera et al., 2007). Los PSA biodiversidad parecen
haber reforzado de manera exitosa –en el corto plazo, insistimos– los
dispositivos de protección de la biodiversidad que caracterizan cada
uno de los casos estudiados: en África la conservación de grandes
mamíferos y flora endémica –casos de CAMPFIRE, Kitengela y Risch-
tersveld– y en América Latina –donde en general un mayor nivel de
desarrollo y presencia del Estado permite conservar la biodiversidad- a
través de la red de áreas protegidas, la agrobiodiversidad y la restaura-
ción de corredores de biodiversidad a escala regional.
Otra de las características de los esquemas estudiados es que los com-
pradores del servicio son en su mayoría entidades internacionales,
con la excepción del programa de PSA en Costa Rica y los contratos
de conservación en el Parque Nacional de Richtersveld. En este con-
texto, la labor de las organizaciones intermediarias y catalizadoras
del esquema es clave para asegurar la condicionalidad del pago y la
comunicación entre comprador y vendedor de la biodiversidad (4) por la
lejanía cultural y geográfica entre ambos.
En relación también con este binomio formado por un comprador
internacional y un vendedor local, una de las características de
«mutuo beneficio» –en referencia a la expresión inglesa «win-win
situation»– que el diseño PSA ha aportado a la conservación de la bio-
diversidad es que los receptores de los pagos tradicionalmente afec-
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(4) Resaltamos con cursiva esta expresión pues ella levanta el polémico debate sobre la mercantilización de la bio-
diversidad y de la naturaleza y sus ecosistemas en general, analizado por Erik Gómez Baggethum en este mismo
monográfico.



tados por las reglamentaciones ligadas a la conservación, sienten que
su función mundial como protectores de la biodiversidad ya no es una
quimera o una maldición que recae sobre sus esperanzas de desarro-
llo: su labor es reconocida por los donantes internacionales y nacio-
nales de forma directa y el reconocimiento y retribución por esta res-
ponsabilidad genera una mayor estima social. Heyman y Ariely (2004)
postulan en este sentido que aun pagos bajos pueden provocar cam-
bios cualitativos en el comportamiento si este pago –en especies o
monetario– va asociado con una carga de estima o rol social recono-
cido (van Noordwijk et al., 2004). De este modo, la ineficaz integra-
ción por los mercados de los valores sociales en los programas de con-
servación clásicos ha sido parcial e implícitamente incorporada con
éxito en el diseño de los esquemas PSA biodiversidad. 

3.2. Los PSA biodiversidad en la balanza entre conservación y desarrollo

Esta sección aborda el impacto que los pagos por biodiversidad selec-
cionados han tenido en la conservación y el desarrollo rural. Para ello
analizaremos la forma en la que los pagos han influido en el desarrollo
local y el grado de amenaza para la biodiversidad antes y después de la
implantación del pago. Este análisis ex post, cuyos datos se resumen en
el cuadro 2, será utilizado para estimar la adicionalidad del esquema.
En lo que respecta al desarrollo económico y rural se observa que los
pagos son mayoritariamente en forma de dinero: de los 11 casos
seleccionados 8 casos ejecutaron pagos monetarios, un caso mezcló
pagos monetarios y en especie y tan solo un caso pagó únicamente
en especie. Para el caso de La Salvajina en Colombia no se disponen
de información sobre los pagos. El pago se realiza o bien por hectá-
rea o bien a título individual –el individuo puede representar a una
familia. En la medida que lo permitían la disponibilidad de datos
hemos convertido los pagos a €/familia/año, pues consideramos
que es una mejor medida para comprender el alcance de los mismos
en el desarrollo rural. De esta manera, el pago promedio de los casos
seleccionados es de 100,3 €/fam./año –y de 15,4 €/ha/año (para el
caso de Costa Rica y de Richtersveld la falta de datos ha imposibilita-
do esta conversión). El pago puede darse de forma directa al prove-
edor del servicio o a la institución local que represente al conjunto
de los proveedores. En todos los casos estos pagos contribuyen al
incremento de la riqueza de los proveedores del servicio: La existen-
cia de una retribución directa entre compradores y proveedores per-
mite que el pago impacte a corto y medio plazo de forma significati-
va a los proveedores. 
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Sin embargo, la naturaleza de este impacto depende del receptor del
mismo. Los pagos individuales suponen un ingreso alternativo al
ingreso principal que permite ser invertido en bienes o prioridades
individuales: compra de generadores eléctricos, cambio de itinerario
agrícola, escolarización etc. El único caso de pago exclusivo en espe-
cies es en Los Negros, Bolivia, y ha permitido la inversión en sistemas
productivos silvopastoriles –colmenas para la producción de miel o
vallas para la protección del bosque y gestión del ganado. Cuando los
pagos se realizan a las instituciones que representan a los proveedo-
res locales, se observan mejoras en los bienes de uso colectivo: cons-
trucción de escuelas, mejora de las casas, dispensarios, maquinaria
agrícola, pozos. 
El cuadro incorpora una columna en cuanto a los requerimientos de
monitoreo del PSA. Se ha estimado como monitoreo estricto o alto a
aquellos esquemas en los que el monto del pago está condicionado
por los resultados del monitoreo. Se ha considerado monitoreo flexible
o medio cuando existe un monitoreo, pero el monto del pago no
depende de él y monitoreo bajo cuando el esquema demanda escaso
monitoreo.
Se observa un efecto positivo con respecto a la adicionalidad de los
objetivos de conservación, en todos los casos, aunque con matices en
cuanto a la persistencia de la amenaza y a su viabilidad en el medio
y largo plazo. En aquellos casos en los que los efectos sobre la con-
servación se han valorado como bajos se debe a que la amenaza ante-
rior ya era baja, y la implementación del PSA biodiversidad –justifi-
cado como prevención– la ha mantenido (Los Negros, Costa-Rica,
Kitengela, La Vieja). En aquellos casos en los que una o varias ame-
nazas son altas o alta y media, y el esquema PSA biodiversidad logra
disminuirlas, se ha evaluado en adicionalidad media. Esta es la situa-
ción los casos más frecuente –5 casos– e indican amenazas que impli-
can actores sociales o dinámicas de cambio de uso del suelo de
mayor envergadura que la protección que puede aportar un esque-
ma PSA. Esto indica que aunque el esquema PSA es apropiado, por
sí solo no será suficiente para contener la amenaza en el largo plazo
(Chachis, Cambodia, Campfire, Richtersvel). Finalmente en aquellos
casos en los que la amenaza era alta y pasa a ser baja se ha valorado
la adicionalidad como alta. Estos casos responden a contextos en los
que los proveedores del servicio tienen un control alto sobre la ame-
naza ya sea porque ellos son la causa o bien porque son capaces de
controlar su origen. En estos casos el esquema PSA biodiversidad
parece un instrumento eficaz siempre que se pueda mantener el
(Menabe, Sea Turtle Nest).
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El cuadro 2 ha sido codificada añadiéndole la columna sobre tipo de
biodiversidad del cuadro 1, a fin de analizar las relaciones entre las
variables que conforman las modalidades de pago. La figura 1 mues-
tra esta relación en el espacio definido por las primeras dimensiones
del Análisis de Componentes Principales Categóricos. 
El primer eje, que absorbe el 32 por ciento de la varianza, repre-
senta la base o motivo del pago, separando claramente los PSA des-
tinados a conservar la biodiversidad en general, asociados a pagos
por superficie, con escasa demanda de monitoreo y adicionalidad
media-baja, de los PSA centrados en especies emblemáticas o ame-
nezadas concretas, que requieren mayor monitoreo y ofrecen una
adicionalidad mayor, cuyos pagos suelen estimarse en base a las
familias. 
El segundo eje (24 por ciento de la varianza) representa el destino
del pago, separando los pagos monetarios directos del resto (mejo-
ra de infraestructuras, vivienda o base productiva), aunque los
datos no permiten adentrarse en el impacto real de cada uno de
los tipos en el desarrollo local. Dado que los esquemas son volun-
tarios parecería que se ha valorado entrar y es razonable suponer
que compensa el coste de oportunidad, pero la falta de datos nos
impide concretar este aspecto. En aquellas regiones en las que
existe una institución local representativa y legítima, un consenso
se establece entre la misma y los proveedores para decidir si se
reparte el dinero por familias o se invierte el dinero de manera
colectiva –es el caso de los proyectos Chachis, Campfire y Cambo-
ya. En aquellas en la que esta institución no existe y los objetivos
de conservación apremian, un pago directo, individualizado y con-
dicional puede ser efectivo si el pago se adecua al coste de oportuni-
dad socialmente aceptado –que puede ser mayor o menor al coste de
oportunidad definido por la teoría económica. Este coste incluye,
además del coste de oportunidad, los costes de inversión y los cos-
tes de transacción necesarios para revertir el vector de degrada-
ción del servicio ambiental o de la biodiversidad (Van Hecken y
Bastiaensen, 2009; Gregersen et al., 2010; Karsenty et al., 2010). Los
costes de inversión son aquellos pagos cuyo objetivo es revertir de
forma sistémica la amenaza para la biodiversidad ofreciendo una
actividad económica alternativa y poniendo en marcha las condi-
ciones necesarias para que esta actividad pueda realizarse. En el
caso por ejemplo del PSA de Los Negros, esto equivaldría a no solo
ofrecer a los agricultores colmenas para producir miel sino tam-
bién asegurar los compradores y demás condiciones para que la
producción sea vendida.
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Dado el nivel de detalle del presente estudio no nos es posible esta-
blecer una valoración objetiva sobre cuál de las opciones es más efi-
caz para promover la conservación y el desarrollo rural de las pobla-
ciones que participan en el esquema. Parece que la adaptación al
contexto local es la única directriz para escoger la forma más ade-
cuada de efectuar los pagos y asegurar la viabilidad del esquema de
pagos por biodiversidad y su eficacia. 

4. CONCLUSIONES: ÉXITOS Y LIMITACIONES DE LOS PSA BIODIVERSIDAD

El presente artículo traza una visión general de las principales polé-
micas que giran en torno a los pagos por biodiversidad así como las
características de algunos esquemas seleccionados en aplicación en
países en desarrollo para discutir su eficacia para contribuir a la con-
servación y al desarrollo rural.

Figura 1

ANÁLISIS DE COMPONENTES PRINCIPALES CATEGÓRICOS DE LAS RELACIONES
ENTRE LAS VARIABLES QUE CONFORMAN LAS MODALIDADES DE PAGO
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La primera característica que destaca de los PSA biodiversidad es la
dificultad de establecer esquemas puros de PSA, pues no existe un
servicio delimitado como tal y el monitoreo o la valoración econó-
mica de los servicios prestados por ésta no se presenta como una
tarea fácil. Ante esta dificultad, fundamentalmente desde diferentes
entidades dedicadas a la gestión de proyectos de conservación se ha
optado por establecer programas ligados a especies emblemáticas o
a usos del suelo concretos, a fin de canalizar fondos de donantes
internacionales aprovechando la popularidad de los PSA. 
Los PSA cuyo objetivo es mantener especies concretas, muestran por
lo general más posibilidades de asemejarse a un esquema PSA puro.
Sin embargo, esta solución puede resultar problemática en diferen-
tes casos, como el hecho de que no existan especies emblemáticas
concretas en peligro de extinción o en el caso de que programas
enfocados a la protección de una sola especie descuiden otros aspec-
tos del funcionamiento del ecosistema. Una primera reflexión que
surge de aquí es la necesidad de ir más allá del debate PSA-puros o
casi PSA, pues se muestra poco útil en el terreno, lo que implica
redefinir los esquemas de PSA para que se ajusten mejor a las nece-
sidades locales de cada región (Muradian et al., 2010).
Los resultados de nuestro meta-análisis muestran cómo desde la ges-
tión se ha obviado en gran medida el debate académico acerca de la
evaluación de la biodiversidad y muestra que dentro del espectro que
va de la investigación a la implementación, la diferencia de discurso
varía notablemente. También pone de manifiesto que por más que el
avance del conocimiento científico trate de agregar valor económico
a la biodiversidad por la suma de servicios ambientales en los cuales
demostremos que participa, existe una intangibilidad inherente al
papel que la biodiversidad juega en el equilibrio ecológico que man-
tiene –todavía– en vida a la especie humana. Por este motivo, justifi-
car que el valor de la biodiversidad sea el de los servicios que man-
tienen nos conducirá a una estrategia de gestión del medio ambien-
te demasiado reduccionista.
Los casos analizados en este estudio muestran que los pagos por bio-
diversidad han tomado prestado del diseño de los PSA la condiciona-
lidad y la remuneración directa entre compradores y proveedores. De
este modo se ha logrado revertir o disminuir eficazmente –y a corto
plazo– amenazas sobre la biodiversidad a la vez que parece haber
desencadenado ciertas mejoras locales en el nivel de desarrollo. En
todos los casos los pagos se establecen como resultado de una nego-
ciación que fija un umbral mínimo de aceptación social. Sin embargo
se desconocen los costes de oportunidad de haber implementado los



programas, por lo que, desde un punto de vista clásico en el esquema
PSA, no se puede evaluar de forma completa si éstos han sido efi-
cientes o no (Wunder, 2005), aunque, como hemos señalado con
anterioridad, la evaluación económica del pago que se basa en la eva-
luación del coste de oportunidad es una aproximación limitada. 
Con todo, no queda muy clara la idoneidad de los PSA como herra-
mienta de lucha contra la pérdida de biodiversidad en zonas empo-
brecidas. Pese a las ventajas en términos de adicionalidad para cier-
tos parámetros ligados a la conservación cabe enumerar un número
importante de desventajas que, analizadas en su conjunto, y unidas a
las dificultades enunciadas anteriormente, podrían indicar una
nueva generación de estrategias de gestión del medio ambiente. En
primer lugar, desde el punto de vista temporal, se precisa asegurar
un flujo financiero en el tiempo para que los pagos sean efectivos en
el largo plazo, algo que no parece asegurado en los casos estudiados
donde mayoritariamente se trata de una donación internacional
puntual. No se debe olvidar que los PSA pueden generar conflictos
sobre la tenencia de la tierra que desplace a las poblaciones más
empobrecidas (Landell-Mill & Porras, 2002), especialmente en luga-
res en donde muchas poblaciones no disponen de derechos sobre
sus tierras. Por último cabe señalar que los esquemas PSA pueden
servir como vector para la mercantilización de la naturaleza en detri-
mento de su valor intrínseco de uso, provocando la pérdida de una
base cultural para su conservación (Martin et al., 2008). 
Estas limitaciones en la implementación de los PSA biodiversidad pue-
den tener sin embargo un efecto dinamizador al hacernos confrontar
las necesidades de la gestión de los servicios ecosistémicos y de las
externalidades ecológicas del modelo económico actual. Puede llevar-
nos a diseñar e implementar nuevos esquemas de cambios dominó de
regulaciones que alíen prosperidad sin crecimiento, a través de una
economía y ecología aliadas de forma sistémica desde la raíz del mode-
lo de sociedad (Jackson, 2009; Pauli, 2009; Weber, 2009).
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RESUMEN

La biodiversidad en el universo de los pagos por servicios ambientales:
desentrañando lo inextricable

En el presente artículo exploramos el papel de los PSA en la protección de la biodiversidad
en países en desarrollo. Para ello analizamos el vínculo entre biodiversidad y servicios
ambientales. Exploramos qué complejidades inherentes a su naturaleza ecológica emergen
a la hora de su cuantificación, monitoreo y evaluación económica. A continuación inter-
pretamos este marco teórico a través de 11 proyectos de PSA biodiversidad en países en
desarrollo dónde analizamos su impacto para la conservación y el desarrollo rural. El meta-
análisis muestra que los pagos genéricos por biodiversidad suelen requerir menos monito-
reo y están asociados a pagos por superficie, mientras que los pagos para conservar especies
emblemáticas suelen realizarse por hogar y están sujetos a un mayor seguimiento y control.
Estos proyectos han obviado debates académicos sobre la funcionalidad y el monitoreo de
la biodiversidad, optando por soluciones pragmáticas como el hecho de ligar la biodiversi-
dad a especies emblemáticas o al uso de la tierra. Por ello discutimos e identificamos algu-
nos elementos para avanzar hacia nuevas conceptualizaciones de PSA que se ajusten más a
las necesidades locales de cada región. 

PALABRAS CLAVE: Pagos por Servicios Ambientales, biodiversidad, desarrollo rural, con-
servación, adicionalidad, condicionalidad.

SUMMARY

The role of Biodiversity in Payments for Environmental Services: Disentangling the inextricable

The present paper analyses the links between Payments for Environmental Services (PES)
and biodiversity conservation in developing countries. We first discuss some of the inherent
complexities and uncertainties when linking biodiversity to ecosystem services and the relat-
ed inconsistencies to deal with ecosystem services monitoring, quantification and biodiver-
sity economic valuation. We then apply such theoretical framework in 11 biodiversity PES
field projects to evaluate the impacts on biodiversity conservation and rural development.
We find that PES designed for conserving ecosystem biodiversity with no concrete species
targeting, require less monitoring and payments are done on a per surface basis. Biodiver-
sity PES projects targeting concrete species require more monitoring and control, and pay-
ments are done on a per family basis. These projects have not addressed the polemic of the
lack of consistent links between ecosystem functions and biodiversity, and have adopted a
practical approach where biodiversity depends on land uses or targets specific species
threaten by extinction. We finally suggest some design features to better adjust PES to local
needs while coping with forthcoming socio-economic challenges.

KEYWORDS: Payments for Environmental Services, biodiversity, rural development, con-
servation, additionality, conditionality.
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RESUMEN

Pagos por servicios ambientales: perspectivas y experiencias innovadoras para la conservación 
de la naturaleza y el desarrollo rural

Este artículo introduce el monográfico «Pagos por Servicios Ambientales y Desarrollo Económico:
perspectivas y retos», una de las primeras iniciativas académicas en lengua castellana destinadas
a revisar los retos de diseño e implementación de los proyectos y programas de Pagos por
Servicios Ambientales (PSA). El artículo introduce brevemente algunos de los motivos de la
actual expansión de los PSA como instrumentos para promover la conservación y el desarro-
llo rural, especialmente en los países en desarrollo. Los PSA emergen en parte como evolu-
ción a las iniciativas de conservación y desarrollo integrados, pero además surgen para mejo-
rar la eficiencia y eficacia en el uso de los recursos destinados a la conservación de la biodiver-
sidad y otros servicios ambientales clave. El artículo resume los mensajes clave de cada una de
las contribuciones al monográfico que representan la diversidad de tipologías de PSA existen-
tes. El artículo concluye enfatizando algunas posibles líneas de investigación para futuros estu-
dios sobre PSA. 

PALABRAS CLAVE: Pagos por Servicios Ambientales, conservación, desarrollo, pobreza, bio-
diversidad.

SUMMARY

Payments for Environmental Services: Perspectives and innovative experiences for nature
conservation and rural development

This paper introduces the special issue on «Payments for Environmental Services and Economic
Development: Perspectives and Challenges», one of the first academic initiatives on this topic writ-
ten in Spanish and dedicated to review the current design and implementation challenges of
Payments for Environmental Services (PES) projects and programmes. The article briefly
introduces some of the reasons behind the current expansion of PES initiatives as a means to
achieve both conservation and rural development outcomes, particularly in developing coun-
tries. PES emerge partly as a logical departure from the previous Integrated Conservation and
Development initiatives and partly as a need to use any available resources for the conserva-
tion of biodiversity and of other key ecosystem services more efficiently and effectively. The
article summarises the key messages from each contribution to this special issue, which repre-
sent the diversity of existing PES schemes. The article concludes emphasising some possible
research questions for future PES studies.

KEYWORDS: Payments for Environmental Services, conservation, development, poverty, bio-
diversity.



RESUMEN

Análisis crítico de los pagos por servicios ambientales: de la gestación en la teoría económica a la
implementación en política ambiental

Desde finales de la década de 1980 la política ambiental se ha apoyado de forma creciente en
las fuerzas del mercado de cara al diseño de sistemas de incentivos económicos para promo-
ver el uso sostenible de los ecosistemas y de los servicios que estos generan. La mercadotecnia
en política ambiental está siendo implementada a través de dos mecanismos fundamentales:
los Mercados de Servicios Ambientales y los sistemas de Pagos por Servicios Ambientales. El
principio de «quien contamina paga» promovido por los primeros, se complementa con el
principio de «quien conserva cobra» que subyace a los segundos. A pesar de que algunos paí-
ses han experimentado con este tipo de mecanismos desde hace al menos medio siglo, la idea
de que servicios ecológicos de carácter público puedan ser apropiados, monetizados e incor-
porados a la esfera del comercio y la compraventa supone un fenómeno relativamente recien-
te en la historia del pensamiento económico, y su puesta en práctica no está siendo ajena a la
controversia. En el presente artículo se revisa la historia de los Pagos por Servicios
Ambientales desde su gestación en la teoría económica a su implementación en política
ambiental. Asimismo, se analiza la evolución de las ideas en el seno del pensamiento econó-
mico que ha facilitado la conceptualización de los servicios de los ecosistemas como valores de
cambio y su articulación en los mercados a través de los diferentes sistemas de compensación
que están siendo conceptuados como variantes de los sistemas de Pagos por Servicios
Ambientales.

PALABRAS CLAVE: historia económica, Pagos por Servicios Ambientales, valor de uso, valor
de cambio, mercancía, economía ambiental.

SUMMARY

Payments for ecosystem services from gestation in economics to implementation in environmental
policy: a critical analysis

Since the late 1980s environmental policy has growingly used market forces for the design of
economic incentives to promote sustainable use of ecosystems and ecosystem services. The
market approach to environmental policy is being implemented through two basic mecha-
nisms: Market for Ecosystem Services and Payments for Ecosystem Services. The «polluter pays
principle» underpinning the former is complemented with the «steward earns principle»
underlying the latter. Despite some countries have experimented with such mechanisms for at
least fifty years, the notion that public ecosystem benefits can be the subject of appropriation,
monetization, and articulation in markets constitutes a relatively recent phenomenon in eco-
nomic thinking, and its implementation has not escaped controversy. I analyze the history of
Payments for Ecosystem Services from its gestation in economic theory to their implementa-
tion in environmental policy. In particular, I analyze how the evolution of ideas in economic
thinking have paved the way, first, for the conceptualization of ecosystem services as exchange
values, and then, for their articulation within the range of market mechanisms that are being
labeled as variants of Payments for Ecosystem Services.

KEYWORDS: Economic history; Payments for Ecosystem Services, use value, exchange value,
commodity, environmental economics.



RESUMEN

Pagos por servicios ambientales: ¿qué papel ocupan en el desarrollo agrícola sostenible?

Los Pagos por Servicios Ambientales (PSA) son uno de los muchos y diversos instrumentos
que pueden complementar y favorecer un entorno normativo propicio para la agricultura y el
desarrollo rural sostenibles (ADRS). En la actualidad el papel de los programas de PSA a favor
de la ADRS es bastante limitado. Recientes reseñas de literatura sobre las experiencias de los
PSA destacan cuatro características principales de este tipo de programas que se están ejecu-
tando en la actualidad: 1) la mayoría no demuestra adicionalidad y carecen de mecanismos de
selección apropiados; 2) están diseñados con objetivos múltiples; y 3) siguen estando financia-
dos en gran o total medida por el sector público. En el presente artículo argumentamos que
un proceso de preparación de programas de PSA liderado por el sector público que incluya
asociaciones con el sector privado es fundamental para materializar el potencial de este instru-
mento normativo a favor de la ADRS. Nuestro análisis indica tres importantes áreas en las que
la inversión del sector público podría mejorar la capacidad de los programas de PSA para apo-
yar el desarrollo agrícola disponible: 1) Reducción de los costos de transacción y reproduc-
ción; 2) creación de un entorno normativo favorable; y 3) garantía de la equidad y aprovecha-
miento de múltiples beneficios. Aunque el potencial de cambio dentro de los sistemas de pro-
ducción agrícola para generar servicios ambientales es considerable, la obtención de los bene-
ficios de los programas de PSA requiere, casi siempre, que éstos sean implementados por un
gran número de productores y en grandes superficies a fin de alcanzar economías de escala
en los costos de transacción y la gestión del riesgo. Al mismo tiempo deben ser diseñados para
favorecer la flexibilidad que exigen los modos de vida de las comunidades rurales.

PALABRAS CLAVE: Pagos por Servicios Ambientales, agricultura, desarrollo rural, economía
de escala, equidad.

SUMMARY

Payment for Environmental Services: What role do they play in sustainable agricultural
development?

PES is but one of many different instruments that can complement and stimulate an enabling
policy environment for sustainable agricultural and rural development (SARD). Currently
the role of PES programs in supporting SARD is quite limited. Recent surveys of the litera-
ture documenting PES experiences highlight four main features of such programs as they are
currently being implemented: 1) most do not demonstrate additionality and suffer from a lack
of appropriate targeting 2) most are designed with multiple objectives and 3) remain prima-
rily or entirely funded by the public sector. In this paper, we argue that a public sector driven
process of building PES program readiness that includes building partnerships with the pri-
vate sector is key to realizing the potential of this policy instrument to support SARD. Our
analysis indicates three important areas where public sector involvement could improve the
capacity of PES programmes to support sustainable agricultural development: 1) Reducing
transactions costs and fostering replication, 2) providing an enabling policy environment and
3) ensuring equity and capturing multiple benefits. While there is considerable potential for
changes within agricultural production systems to generate environmental services, to realize
their benefits PES programs will in many cases need to be implemented over large numbers
of producers and areas to realize economies of scale in transactions costs and risk manage-
ment. At the same time they must be designed to support flexibility required in livelihoods
and equity issues in rural communities. 

KEYWORDS: Payment for Environmental Services, agriculture, rural development, scale eco-
nomics, equity.



RESUMEN

Restos de la focalización del Programa de Pago por los Servicios Ambientales en México

A lo largo de esta década Latinoamérica ha experimentado un rápido crecimiento en el núme-
ro de programas de pago por servicios ambientales hidrológicos. Los ecosistemas objetivo han
sido primordialmente bosques naturales, y los programas han abarcado desde la escala local
hasta la escala nacional. Los programas nacionales, dentro de los cuales destacan el de Costa
Rica, México y Ecuador, no han ocurrido sin controversias. Por una parte, una de sus princi-
pales ventajas consiste en disponer de una amplia base recaudatoria y de la posibilidad de
reforzar conexiones hidrológicas entre regiones, pero por otro lado, los grados de separación
que hay entre beneficiarios del servicio ambiental y quien decide asignar los pagos los hacen
particularmente vulnerables a problemas de focalización; esto es, a ofrecer pagos donde no
necesariamente se obtiene el mayor valor ambiental por lo invertido. Este artículo analiza los
retos de focalización del programa de Pago por Servicios Ambientales Hidrológicos (PSAH)
en México a través de relacionar variaciones en los elementos de su diseño contractual a lo
largo de los primeros 6 años, esto es, las reglas de elegibilidad y selección de solicitudes, con-
dicionalidades y montos pagados, con las características biológicas e hidrológicas de los bos-
ques que resultaron ser aceptados a lo largo de este tiempo. Se utilizan también las compara-
ciones con los programas nacionales de Costa Rica y Ecuador, entre otros, para identificar
patrones comunes y diferencias relevantes. El análisis demuestra que, a pesar del efecto posi-
tivo que ha tenido el programa, los problemas de focalización han resultado en una menor
reducción de la deforestación y en un menor valor hidrológico que lo que hubiera sido posi-
ble lograr dada la distribución de costos de oportunidad. La principal recomendación es refor-
mar los sistemas de elegibilidad y prelación con el objetivo de evitar la deforestación en pre-
dios hidrológicamente valiosos, y a la vez diferenciar los pagos por hectárea para reflejar los
diferentes niveles de costos de oportunidad. De esta manera el poder de compra del gobier-
no nacional servirá para maximizar el valor hidrológico del programa, reduciendo la pérdida
de bienestar por la transferencia de rentas a grupos de interés. Es una buena noticia que las
reformas actuales en México comiencen a moverse en esta dirección. 

PALABRAS CLAVE: pago por servicios ambientales, focalización, deforestación evitada, polí-
tica ambiental, mecanismos de mercado, diseño de incentivos.

SUMMARY

Payment for Environmental Services in Mexico: Targeting Challenges

The last decade has witnessed an important growth in the number of Payment for
Hydrological Services programmes and projects throughout Latin America. Natural forests
have been the most frequent targeted ecosystems and initiatives have been developed at dif-
ferent scales, from the local to the national level. The national programmes in Costa Rica,
Mexico and Ecuador are particularly relevant and their implementation has led to numerous
controversies. On the one hand, one of their main advantages is that they can rely on substan-
tial public funding and can support cross-regional hydrological connectivity. On the other
hand, these programmes suffer from a strong spatial detachment between service beneficiar-
ies and those who allocate service payments. This fact makes the programmes particularly vul-
nerable to targeting problems (i.e. allocating payments to areas that do not necessarily have
the greatest environmental value) This paper analyses the targeting challenges in the Mexican
programme of Payments for Hydrological Services (PSAH, for its Spanish acronym). This is
done by relating procedural changes over the first six years of the program (i.e. changes in the
eligibility rules, the selection of applications, conditionalities and payment levels) with the
type of forests selected for implementation over this period and their hydrological character-
istics. The paper also compares the PSAH with the Costa Rican and Ecuadorian programmes
in order to draw similarities and differences. Findings demonstrate that targeting problems



have resulted in a lower impact on deforestation rates and fewer hydrological benefits, com-
pared to what would have been achieved given the current distribution of opportunity costs.
Our central recommendation is to reform the eligibility and participants’ criteria to halt defor-
estation in hydrologically valuable areas, and to differentiate payments according to different
opportunity cost scenarios. In doing so, the national government will maximize the pro-
gramme’s hydrological value, and will limit the flow of resources towards particular interest
groups. The good news are that the most recent government reforms of the programme are
starting to move in this direction. 

KEYWORDS: Payment for environmental services, targeting, avoided deforestation, environ-
mental policy, market-based instruments, incentive payments.



RESUMEN

Pagos por carbono en América latina: de la experiencia de proyectos piloto a la implementación
a gran escala

En América Latina cada vez surgen más esquemas de pagos por servicios ambientales (PSA)
como un elemento de política ambiental y gestión de los recursos naturales. A partir de una
revisión de casos seleccionados sobre PSA relacionados con la captura de carbono en esta
región, este artículo identifica oportunidades y potenciales obstáculos para la integración de
PSA en programas nacionales y subnacionales en el ámbito de las iniciativas de Reducción de
Emisiones derivadas de la Deforestación y Degradación Forestal (REDD). Todavía no existe
una evidencia clara sobre la efectividad comparativa de los esquemas de PSA como instrumen-
to independiente de conservación de bosques. En muchos casos los pagos han sido implemen-
tados junto a medidas regulatorias de derecho de uso de los recursos y/o asistencia al desarro-
llo local. Los costos de implementación varían principalmente en función de la estrategia de
intervención de estos esquemas. Sin descartar efectos negativos asociados al desarrollo bajo
condiciones específicas, los esquemas PSA se han mostrado costo-efectivos a la hora de lograr
objetivos conservacionistas de forma compatible con objetivos sociales. La viabilidad económi-
ca del mecanismo de PSA bajo el esquema REDD parece promisoria, pero deficiencias en el
ordenamiento territorial de los derechos de propiedad de las tierras forestales en la región
todavía representan un gran obstáculo para su aplicabilidad a gran escala.

PALABRAS CLAVE: pagos por carbono, REDD, conservación, costo de oportunidad, América
Latina.

SUMMARY

Payment for Carbon in Latin America: From pilot project experiences to large
scale implementation

In Latin America, payments for environmental services (PES) schemes play a steadily increas-
ing role as elements of environmental policies and natural resource management approaches.
PES follows the principles of conditional cash transfer, which many countries in the region
have been applying for more than a decade in the form of national social assistance programs.
In the environmental sector, nonetheless, few PES schemes have been up-scaled to the nation-
al level. Based on a selected set of Latin-American carbon payment schemes, this paper iden-
tifies opportunities and potential obstacles for the integration of PES in national and sub-
national programs, such as those contemplated under a future Reduced Emissions from
Deforestation and Degradation (REDD) mechanism. Evidence on the effectiveness of PES as
an independent forest conservation policy tool is limited to date. In most cases, payments have
been introduced alongside other policies, such as land use right regulations and/or local
development assistance. Implementation costs thus vary predominantly depending on the
intervention strategy. While negative development effects are possible under specific condi-
tions, conservation objectives have been achieved in a socially compatible manner in most of
the reviewed cases. Both from an environmental and socio-economic perspective, PES thus
appear promising, but unclear tenure conditions in the major share of Latin American forest
land still represent an important obstacle to large scale carbon payment schemes.

KEYWORDS: Payment for carbon, REDD, conservation, opportunity cost, Latin America.



RESUMEN

La biodiversidad en el universo de los pagos por servicios ambientales:
desentrañando lo inextricable

En el presente artículo exploramos el papel de los PSA en la protección de la biodiversidad en
países en desarrollo. Para ello analizamos el vínculo entre biodiversidad y servicios ambienta-
les. Exploramos qué complejidades inherentes a su naturaleza ecológica emergen a la hora de
su cuantificación, monitoreo y evaluación económica. A continuación interpretamos este
marco teórico a través de 11 proyectos de PSA biodiversidad en países en desarrollo dónde
analizamos su impacto para la conservación y el desarrollo rural. El meta-análisis muestra que
los pagos genéricos por biodiversidad suelen requerir menos monitoreo y están asociados a
pagos por superficie, mientras que los pagos para conservar especies emblemáticas suelen rea-
lizarse por hogar y están sujetos a un mayor seguimiento y control. Estos proyectos han obvia-
do debates académicos sobre la funcionalidad y el monitoreo de la biodiversidad, optando por
soluciones pragmáticas como el hecho de ligar la biodiversidad a especies emblemáticas o al
uso de la tierra. Por ello discutimos e identificamos algunos elementos para avanzar hacia nue-
vas conceptualizaciones de PSA que se ajusten más a las necesidades locales de cada región. 

PALABRAS CLAVE: Pagos por Servicios Ambientales, biodiversidad, desarrollo rural, conser-
vación, adicionalidad, condicionalidad.

SUMMARY

The role of Biodiversity in Payments for Environmental Services: Disentangling the inextricable

The present paper analyses the links between Payments for Environmental Services (PES) and
biodiversity conservation in developing countries. We first discuss some of the inherent com-
plexities and uncertainties when linking biodiversity to ecosystem services and the related
inconsistencies to deal with ecosystem services monitoring, quantification and biodiversity eco-
nomic valuation. We then apply such theoretical framework in 11 biodiversity PES field proj-
ects to evaluate the impacts on biodiversity conservation and rural development. We find that
PES designed for conserving ecosystem biodiversity with no concrete species targeting, require
less monitoring and payments are done on a per surface basis. Biodiversity PES projects tar-
geting concrete species require more monitoring and control, and payments are done on a
per family basis. These projects have not addressed the polemic of the lack of consistent links
between ecosystem functions and biodiversity, and have adopted a practical approach where
biodiversity depends on land uses or targets specific species threaten by extinction. We finally
suggest some design features to better adjust PES to local needs while coping with forthcom-
ing socio-economic challenges.

KEYWORDS: Payments for Environmental Services, biodiversity, rural development, conser-
vation, additionality, conditionality.


